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ADVERTENCIA 

Los nO•eros entre par•nt .. ts <1>, remiten al•• notA• • 
pif de p69ine, lo• nWleros con d•cim•l•• <1.1), a·notas 
ampliatorias .,, la adttnda, al final de .. t• trabaJo. 

Cuando •• hace .-nción a al9dn articulo de 1• l•Y• 
legislación, c6dt90, etc. sin mayor aclaración, •• entender• 
referido al C6di90 Civil viv•nt• par• •l Distrito Fed•r•l. 



N T R O O U C I O N 

El estudio de la sociedad conyugal tiene aún sobre sí 
muchas interrogantes, una de ellas est~ referida a su 
publicidad, a los efectos que produce dentro del tr-áf.ico 
i~mobiliario, entre Jos conruges y con relación a tercero. 

E'ste tema en parttc:ular he:< recibido poca atem:ión por 
parte de los estudiosos de la materia, no obstant~ tener 
gran provecci6n dent.ro dt:> la contratación y el tráfico 
inmobiliarios y desde luego entre les mismos cónyl.lges. 
Cotidianamente se producen desuv~niencias al respecto y es, 
con frecuencia, material de ildcios; aún en el Foro y en 
Doctrina h~Y diferencias de opinión totalmente encontradas y 
motivos de desacuerdo en el tratamiento que la ley concede a 
la materia, los desacuerdos comienzan desde el instante mismo 
de determinar la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal. 

El debate sec ha reanudado por la puesta en vigor en 1979 
del .:1;rticL1lo 3012 del Código Civil para el D1str1lo Federal 
que se refiere concrt'tamente a la inscr1pc:ión de la sociedod 
conyugt!\l en el Re91 stro Públ i c:n de 1 a F'ropi edad '/ ha moti vado 
pronuncíami@ntos en contr~, s~ han tocado la fibras sensibles 
del asunto. El l e9i sl ador pretendi 6 resol ver el prtibl ema que 
el r~gimen suscitaba con relación a tercero. EJ caso os que a 
pesar del optimismo r~in~nte al momento de su conc:P.PC1611, el 
precepto en cuestión es letra muerta. Soluciona la cuestión 
el articulo 3012? Va en contra del ordenamiento civil 
vigente? Se trata pues de un tema vivo, .actual, candente .. 
Tal es el motivo de ser el lem.:.~ central de este tr~\bO:.lJO. 

Dar respuesta a esas interrogantes es pretensión de la 
presente inVestigación, mas ella se circuMscribe a la 
publicidad de la soc:i~dad conyugal en cuanto se relaciona con 
el tri\fico de inmuebles, a su inscripción en el Reqis.tro 
Publico de la Propiedad. No contempla otros campos Ue 
publicidMf que pllP.de revestir l•ste rl-9imen patrimonial. 
Tampoco trata otros aspectos patrimoniales d~ la sociedad 
conyug~l. 

El presente trabajo tuvo como -fin servir también como 
guia personal en el estudio que de la materia demanda la 
prAict i ca profesional, sirva el 1 o como justificante v en cusa 
por J¿¡s no Pocas digresiones que presenta, así también como 
punto de Pilrtida para mas detalladilS y profundas 
investigacioneis que el func:1onñmicnto de la sociedC;t.d conyugal 
plantea. 

En el desarrol 1 o del tema se acl.1di d a cudnto autor 
interes~do en la materia se tuvo al alcance y $e hicieron 
criticas a algunas posiciones con el sólo propósito de que 
e;rvieran como punto de partida para establecer la propia 
postura. Deliberadamente se excluyó un apartado dedicado a la 
Jusrisprudt:.>nCiit y tesis relacionadas -material al que se tuvo 
acceso- por parecf!'rnos impertinon':e y dar lugar -por las 
enrontrada<s tesis emttidas por la Suprema Corte- a 
mayores confusiones que las que se pretendia disipar. 



CAPI<ULO 

MATRIMONIO 

A. CONCEPTO 

Se afirma que el matrimonio antes de ser una 
institución jurídica es una instituci6n natural, es decir es 
acorde a la naturaleza humana, que no es, por tanto una 
creación técnica del Derecho sino que el Derecho Positivo se 
1 imita a reconocer y regular e 1 >. Se dice también que es la 
manera idOnea para lograr la conservación de la especie y a 
cuyo amparo puede el individuo alcanzar con mayor facilidad 
su realización personal, sin embargo para que esta idea ha'la 
tenido aceptación gener•l ha sido necesario el transcurso de 
varios siglos en el desarrollo de la humanidad, es p\.1es un 
producto objeto del perfeccionamiento y consecuencia de la 
racionalidad del hombre. 

Conforme a lo anterior, las defi11iciones que de este 
concepto se han formulado son inumerables atendiendo tamb1~n 
los respectivos puntos de partida, por lo que trataremos con 
1 as concepci enes que a nuestro parecer reó.nen hoy sus notas 
esenciales y aquellas que han sido consideradas por las 
legislaciones, todo ello como presupuesto para el estudio de 
la sociedad conyugal. 

Escriche, en su Diccionario Ra=onado de Legislación y 
Jurisprudencia inspirado en la Ley la. y 2a. del tilulo 11 
de la p¿.irtida 4a., define al Matrimonio como: "La sociedad 
legitima del hombre y de la mujer, que se unen con vinculo 
i ndi soluble para perpetuAr su especie y ayudarse a 11 c ... ·ar el 
peso de lill vida y partlcipdr de una misma suerte'', definición 
interesante que con la qL1e Portalis dió y reprodujo el Código 
Civil Francés, ejercieron gran influencia en la legislación 
patria, pues la definición legal del Codigo Civil de 1870 
para el Distrito Federal. asi como la del mismo ordenamiento 
del año de 1884, fueron lrasl a.dadas en forma casi 1 i ter al. 
cambiando la orientación de la definición con las Leyes de 
Reforma y la Ley Sobre Relaciones Familiares del año de 1917, 
donde las palabras "sociedad Legitima" son sustituidas por 
"Contrato Civil" y se establece la disolubilidad del vinculo 
matrimonial, mientras que el Código Civil vigente no contiene 
definición alguna. Por otro lado dentro de la doctrina hay 
tantas definiciones como estudiosos de la materia, nos 
adherimos a la que formula Galindo Garfias, para quien el 
matrimonio "es un acto solemne que produce una comunidad de 
vida entre un hombre y una mujer y crea un vinculo 
permanente, poro disoluble, bien por la voluntad de los 
cónyuges, bien por disposición de la Ley" <~>. Definición que 
no contradice las notas con que lo caractl:!ri::a el Derecho 
Positivo Mexicano y que junto con la de Escriche, son 

en cacrü:-eerdojo. JOSQ Luis, y s.mcho í·a:!bL1llidü, Francisco 
de Asis. Derecho de Fc;,mi l i a. Ed. 9osc:h, Barcelonu, 1978, 
3a. ed. ·p. 19. 

(21 Galindo Garfias, lgn<tcio~ Derecho Civil. Ed. Por·n'.tu, 
M~xtco. t9eO. 4~. Pd •. p. 477. 
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suficientes p.:1ra c:'l.bordar los fines ')' los efec.tos del 
matrimonio. 

Si bien es unn ardua tarea adoptar una definición que 
satisfL'9ª en forma unánime? ld conceptuali;:c.'\t:ión del 
matrimonia. ln es más aón pr~~i~~r la 11aturale:a JLiridica de 
c.stQ 1..mión~ las opirnones. se cncuc-nlrun divididas y no son 
dich~s dcFinicioncs e;:h.3ustiv•ls ni e;:cluyr:>ntes y por no ser 
partf" cent.r""al r1r este tf'r'bc"\ja nns 1 imitaremos a enumerar sus 
part i cul rir i dndcs ün r:.uM1t o nos SP.cin provechoSi'Si c:"l eslc 
r-especto y ""-ludir?ndo algun.1s de la~ ideas quL> en ton10 a e~lc 
punto se h;"n e;:puesto. Mc. .. ntl.:'r o Duh¿\l t scñ .. 11 ~1: "Qul;' 1..-t primvr ....1 

re~puesta al int1~rrogAnte de la natu1 ale:~ Jurídica d~l 
matrimonio es 1~ ele ser i1-.l~i5cutihle.nb1t1! un ._,cto juridiLo ••• 
porque c:;11rgr:> c1e la .-ric<ni!r~t~ • .::i ón de ,n.Jlunl-•d de loo:. que lo 
contrt1r:>n". mar1iíf:'stcu~i611 que L•,l.\ s<-~nciondd.::• por el derecho 
p~ra prodL1cir ofectos de \A misma índole. JLit-idicos~ e ind1ca 
q11c> la cnmplicaci.ón surge c-uando s~ tr.•l._i de dL>lc•rmirh.W 1:-l 
tipo de acto jt1ridico al qu~ p~r leneco el matrimu1lio eso ~1, 
en rP.lar:ión con la$ pr,.rsor1~-s quP. en el i1tlerYícnP11, el 
car~r:ter- cte bilateral o pluril,1ter·at, lo 4ue nos 11..lc;e 
deo;cmbot"'r en el c:onvr,·nin o pc1ra sc:-r m .. 1s pr-et:isus, en [.•l 
contr·~tn yñ q 1.1e har:~ rlLH.i~r d1H cchus ¡ o!Jl Í¡J._"'lciones E?lll1 l.2' lu~ 

contr::.:1..¡rrites, <"Unrtuc• c.011 1.::!ectos pLc:1.11_t•c.·•-; quc lL~ apr.trlc:l.11 
del resto de lns cont1·atos, t¡,\cs ce.me. r-1 1 .. sta.do Ue Cc.l!3-ados 
o l?o P111.:incip~r:11'1n y q•m produce ur1A c:;c·r ¡r· tJc.:· r·vl .. 1ciones 
patri.mr-.nialcs y personalr>s y q1.1c r:on ... ic·rm.•n .J ~std figura y 
son rr'gtd ados por el dr.recho pr:trn !J<H •inli ::ar su con~er·vaL i 611 
dr.> una m~ncra .o.rmOnir"', '/ que formu una unidAtJ nurmat.ivd y 
así se llr.>CJa a l."\ ir1ea del matrimonio tumo institución~ 
entendi. tondo o'.1 ~sta como un r:onjunta de ncir-mdS df! 1 <1 mismo<.\ 
natural e::a que> regulan un todo org,\1d co 'r pc.>r~1 yut:•n un.:• 
misma -finalidad, y dan origen a unc3 s.erie de derc:_.chos y 
obligar.ionE-s que han de ser cumplidos .:u'.ln 1..t.m ir1c.leµend1:.mcia 
dQ la •1oluntad de los r:ontr<:\r·r.mtes ¡a que L•mcindn Uc l.:i. ley 
r.n form.:>. imperativn- este, C":. observarlo desd1:> el t..l1mµlim1L:11l11 
de los r~quisitos para contrae1- matrimonio ~:-11 lgu~"?ll que 
durante su duración~ dando lug<:\r para el caso de 
incumplimiento de los deberes nacidos de? aquél~ a l.:\ acción 
dE' divorcio <:;l. En suma, puedE.•n dL•sprí•1,dorsE-~ cnmo elf.;on,tmlos 
pi'l.ra carac:teri::ar su natL1ralc::u JUridicd L·l de ' ... L-r· u11 .:icto 
jt1rirlico. contrato o;;olemne quo oriy1n •• el C?'::>tado c1 .. il úu 
cas,·u1a y t.1.mbién una inst..ituc10n todo clli.J du:::dw ~l n·,foql.IL 
d~l O~rccho Civil. 

B. FHlES 

Sr C?lllendia ~r.t1guamente '/ r::>n la ~rtualid .. •d se sostiene 
que el íin primaria pr;ro::eg1iido en i:-1 m.Jtrimonio es la 
orocrc:,.Jci óf"l •• ~e:¡ c:r.r-10 1 .=1 c>d1.1c;<1ci óo de lt.:.s hi JO::. ,· t~l d•-' 111uluu 
;;.u;..:ilio y el de r~medio de la conc:upisc1•11Li.ct ~~1~, co11t.q.H.ianLO-= 
afinrs al Derecho Nat.Lwal 'r' al 01~....-E!cho t~tl.:_.u't~•li1:•J~ q..ii.:· lun 
grr::1nr.fe influcr-.cia h..:,r'I tenido en 1;.l DcrDt.:hu Ci·.1il, ¡ qufo- pur 

~..,.., M.:.ni-~¡;-¡-, ['11 1 •;-:i.l t, ~."'r,._, 0Prr·1·!1~) dC" Fi\mi. •id, Ed. r tn· ~ ú • .1. 

MA·:'i<.r.'I, 198~ .• 1,.;, ···rl, p.111. . 

!'1' P,;r:heco. f\lhr·r·tn. !.,-<\ rLlff1ili ... l"•n el D•·: 1·d1:..1 r.: .. J:_ M..:~:i:.:~1110 
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lo que respecta al Derecho Canónico, éste en el cánon 1013 
de su cuerpo legal jerarquiza asignando a los primeros el fin 
primario y a los otros el secundario dentro del matrimonio 
<5>. En la Legislación Positiva el art.102 del Código Civil 
establece la obligación a los consortes a contribuir a los 
fines del matrimonio y a socorrerse mutuamente, se hace por 
tanto necesario recurrir al numeral 147 para concluir que los 
fines a los que se refiere sonl la perpetu•ciOn de la especie 
y la ayuda mutua, prescribiendo la nulidad para todo aquél 
pacto que los esposos hicieren contra las leyes o los 
naturales fines del matrimonio <art.182>. Estas concepciones 
fueron sintetizadas con m•yor claridad en laa definiciones 
contenidas en Jos códigos anteriores y aluden, a nuestro 
parecer. con mayor propiedad a Ja finalidad primordial de 
fsta intima unión, que es el establecimiento de una comunidad 
de vida permanente, ya que los esposos se han elegido 
mutuamente en forma irrevocable, o al menos así se espera que 
sea, tal fin se manifiestes antes .• durante la procreación de 
los hijos y aún con posterioridad a su crianza y eventual 
partida del hogar paterno, y se manifiesta aún an aquellos 
matrimonios sin descendencia; ya que ésta comunión fisicd y 
espiritual paseé un profundo significado moral y psicológico~ 
presupone una afinidad espiritual entre lo~ esposos y es uno 
de los motivos por lo que es considerado el matrimonio como 
un factor esencial para lograr la proyección plena del 
individuo. Di ch.?! uni On es anterior al deseo de procreación y 
al afecto por los hijos, no coincidimos por tanto con 
aquellos autores que contraponen dichos fines, y que lo& 
hacen contender entre si C J. l l • 

En esta materia el Derecho Mexicano ha hecho derivar no 
ya del Matrimonio sino de la Filiación, fde 1• cual aquel es 
un medio de presumir ésta> no siendo por t~nto ya el supuesto 
que hace depender el nacimiento de las relaciones jurídicas 
de paternidad, patria potestad, parentesco, nombre, 
domicilio, derechos y obligaciones de los hijos, sistema 
hereditario, tutela'/ otros, sin que en nuestra opinión 
signifique atentar contra la Institución del matrimonio y. 
mucho menos dejar de considerarlo como el clima óptimo para 
el desarrollo físico y emocional del individuo en formación y 
lo hace más apto para realizar las posibilidades que como ser 
humano se le ofrecen. 

C. EFECTOS 

Como ha quedado dicho el estado de casados hace derivar 
una serie de derechos y deberes entre los esposos, los que 
pueden ser di vi di dos por su contenido, así tenemos aquel 1 os 
que son de orden patrimonial, en oposición a los que no tienen 
esa cualidad. Entre los ~!timos localizamos el deber de 
cohabitación, el de ayuda mutua o asistencia, el débito 
carnal y el de fidelidad, todos ellos de un profundo 
contenido ético. 

CS) Magal 16n Jbarr·i'I~ .Jorge l"lüri r,~ El M .. ür·i mord o, 3L1t:ri.1111t-·nlu, 
Contrato In'!.tituci.ón. Ed. Tipci;,rL\fica Editor·u :·11::-,.iLL\llC:., 
M~xic:o, 1965 .• !;;i •• ed. p. 12. 
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En cuanto a los primera.mt>rit::.E? m~nc:icmados, los podemos 
distinguir a su vez en aquellos qu~ hac:~n a la esencia de la 
institucion y qu~ por derivarss d~ elld son de carActer 
imperativo y no pueden, por la rnisma ra2on, eludirse, esto sin 
perjuicio de qu~ su ob~ervancí• s~ reparte~ la manera que 
los intere~adO$ convangan, asi es, rios r~ferimos a las 
c4rg:a.s del m.atrimcnio, por otra parte se eMtuentran aquel los 
que nacen de maner• diracta por convención de los cónyuges 
dentro de lo~ limit~s fijados por el Oereeho y pueden no 
nacer a la vida ju,..idic:a si ast lo deciden, son estos los 
que nos interE?san y los que forman parte capital del objeto 
de nuestro estudie~ son lo$ que d•n origen al Régimen 
Patrimonial d~l Matrirnbnio~ 

O. REGlMENES PATRIMONIALES 

"El Patrimonio desde l?l momento e~ que s.e supone Ql 
con%Qrtium omnis vitae de das persanaz para r~~liz~r ~n /in 
e$pec:ilico, sin duda e~trapatrim~nial, pero d~ gr~n pryE?cc:ion 
nii.:JtE<'rié.\1 y pecuniaria, ewije a su va.: una regulación 
espec:i:fic:"' de los medios económic.os. que s:l.rv~:;m a tal fin. 
Est~ regul~ci6n ver•a al menos sobre lo que es tnevit~bte en 
un m~trimonio; El soporte e~onOmico Q~l hogar.-.Es preciso 
det~rmtnar al menost como ha de a~udir~~ a estos gasto~~ 
y qui~n d~be sportarlos <Probl~mu de la ~ontribución a las 
earg~s d~l m~trimoniol, det&rruinac:iOn que constituye el 
elemento trdnimo nec:esC1rio dE? lot> r-uléJc:ionE?~ conyugales y la. 
raL:i del régimen matrimonial"~ 

En éstos términos 5e eHpre~á un d~staeado ju~ista <6> 
para explicar el objeto del ré9imeh patrimoni~l del 
tnatr-imonio y quft •s paradigma de la upiolón general dentro de 
ta doctrina nacional y extranjera desde el siglo pasado, 
argumento quE? al mE!nos. actualmente cm el Derecho Mexicano es 
ine):acto. 

Como y~ s~ inciic:ó antes, en cuanto a la~ ~ar9a~ del 
matrimonio ~(1n c:uanCfCl s:.cm de contenido µi:ttrímonial, se lQS ha 
impreso un se1 lo de? carA.c:ter imperativo por lo q1-1e, 
indepcndianlcm~nt~ di? que e):isLl o rw ..-~gimen patrimonial y 
c1.1Alesquiera t¡lte SLJ contenido SE'a~ han de cumplir- los 
cónyuges a ~u s~ti~faeci6n, a este efecto dispon~ la l~y en 
el articulo 164 quei "Lo~ cónyuges contribuir-<)n 
oconómicamente al sost~nlmiento del hogar, ~ $U 

alimftntación, a la de sus hijos. así como d l~ educaciOn de 
éstos c:m los térinintl~ que la ley establece, sin p~r JUi<:itJ de 
distribuirse la car9a en la forma ¡ propor·c:tón qu'? atu~rd~n 
para c;oi;;te efecto, según sus posibilidades.~."· Coh erreglo a 
lo ~ntarior y a lo di$puesto por el al'"'tic.ulo qa fr~ V que más 
ad~l~nt~ transcribimos, podemos con~luir que ~l R~9imen 
P«trlmonial dr.1 Matrimonio si bi~n es un m.:.rco JUridic.o, 
a-ntr" n()i;Cltros su objeto es fijar el destino de los bienes quo 
tc)d°" uno de los esposos tenga a la celebración del matrimonio 
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y los que con posteroiridad adquieran, esto es, en cuanto a 
su propiedad y/o administración, cuya fuente puede ser la ley 
o la voluntad de los consortes, dentro de los limites que la 
primera señal a. 

La variedad de contenidos que puede tener el régimen, ha 
dado origen a los llamados sistemas matrimoniales demandando 
para su cabal comprensión una serie de clasificaciones que 
importan diverss puntos de vista y que de manera ejemplar 
nos permitimos remitir a la acreditada ''clasificación 
sistem.!tlca" de CastAn Tobeñas <7>. 

La diversidad de la do~trina y las legislaciones han 
distribuido estos diferentes regímenes o variedades de ellos 
en tres grupos a saber: a> Regimenes de Comunidad; b> 
Regímenes de Separací6n y el Regimenes Mi>:tos o intermedios, 
cuyas denominaciones aluden el primero a la creación de un 
patrimonio comUn; el que le sigue a la independencia de los 
bienes de cada cónyuge y el Ultimo a un resultado hibrido de 
los dos primeros C1~2>, El Código Civil vigente recoge las 
concepciones expuestas, regula dichos reglmenes según puede 
observarse de los artículos 183, 207 y 208 qu~ los 
contemplan. Conforme al sistema seguido en dicho cuerpo legal 
la adopción de uno de estos regimenes es obligatría para lo5 
contrayentes, al respecto en el numeral 178 se lee: 
"El contrato de matrimonio debe celebrarse baJO el régimen da 
sociedad conyugal o bajo el de st?paración de bienes", •si 
mismo el número 98 del ordenamiento en cita e~ije que con la 
solicitud del matrimonio &e acompaKe: 

"El convenío que los pretendientes deberán celebrar con 
relacion a sus bienes presentes y a los que adquier&n dur•nte 
el matrimonio. En el convenio se e>:presara con toda claridad si 
el matrimonio se contrae bajo el régimen de sociedad conyugal o 
bajo el de separación de bienes. si los pretendientes son 
menores de ed~d 1 deberán •Probar el convenio las personas 
cuyo consentimiento previo es necesario para la celebracion 
del matrimonio. No puede dejarse de presentar este convenio 
ni ~un a pretexto de que los pretendientes carecen de bienes, 
pues en tal ca~o 1 versará sobre los que adquieran durante el 
matrimonio. Al ~armarse el convenio se tendrá en cuenta lo 
que disponen los artículos 189 y 211, y el o~icial del 
Registro Civil deberA tener especial cuidado sobre este 
punto, explicando a los ínteresados todo lo que necesiten 
saber a efecto de que el convenio quede debidamente formulado. 

Si de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 185 fuere 
necesario que las capitulaciones matrimoniales consten en 
escritura pública, se acompañará un testimonio de esa 
escritura." 

No obstante lo anterior, en estricto sentido hemos de 
hablar de la adopción de un régimen en cuanto tal, el de 
Sociedad Conyugal, dicho régimen es variable en cuanto a su 

C7> Vid:--Ri;jina Villegas, Rafael, Compendio det Oerechó Civil. 
T. I, Ed. Porn:.•, t'tt>eic:o, 1982, 18•. ed.

1 
p. 330 .. 
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e~:tensión. El llamado régimen de st:>paración no modifica l~ 

propiedad ni la administración de bienes que cada uno de sus 
titularcs ostcmta. Al acogers1:0 a un régimen esto se lleva a 
cabo a trav~s de 1 a i nstrumentac:i ón de un l:?statuto que 1 a ley 
instituye o que puede ~.cr for·mulado por los cónyuges, podemos 
afirmar r.ntonc1.:os con Savat.ier, que: "La separación de bienes 
hablando propiamente, no es un régimen matrimonial ••• la 
separación de bienes o parafernalidad pura -agrega- mas que 
un r~gimf2n matrimonial propiamentt- dicho es la ausencia 
efectiva de tal rdgim~n .•. cuya intención ha sido suprimir 
entre 5¡ toda verdadera ~~ociac:ión de biene~·· CB>. 

Al indicar el articulo 212, que en el régimen de 
separ.;\ci6n de bienes los cOn)"L1gcc:; conservarán la propied.u.I y 
administración que rc:spectivarncnte les pertL?necen no µrodut:e 
esta dispoo;,1ci6n una modif1cdci6n en el palrimoriio dE:! lo$ 
bienes que rcspect. i ·1.'lmente les pQrtanecen, el acogerse a ~ste 
rfgimen no significa siquiera Lina variacion dl estado de 
cosas que parcvñlc>cia untes de la celebración del matrimonio, 
no puede hablarse ni siquiera de un convenio en sentido 
estricto. 

Podr¡a argumentar~e claro eslá, que ~l tenor del ar·ticulo 
179 es nece~ario capitular para ~stablecer el régimen da 
sep.1r.:u:i6n, aunq11e trope::~':\mos con la primer contradicción, 
pul:'s no huy en tul caso nadL\ que-.. reglamcmtar, E:!Slii uparente 
antinomia ha sido ya señalada en Ooctrinu (9) haciendo notar 
que el mencionado precepto C179> es una tra.nscripciOn casi 
literal del articulo 1978 del Código Civil de 1884, el cual 
fu~ copiado a su ve~ del Código Civil de 1870 donde se 
estLtblecici. "se llaman c:apitulacines matrimoniales los pat.:to!:> 
que> leos esposos celebran pard consl1tL1ir ya socieddd 
voluntaria, ya sep~ración de bienes, y pard administrar estos 
en uno y en otro cu"io, 1 o qL1e no podi a deJar de hacerse pues 
de lo contrario, er1traba en aplicucin el articulo =i~o ce.e. 
1870> que advertia que d falte.' de capituldciones P.>:presas, se 
entiende celebrado el matrimonio baJO la condición de so~icduU 
legal". con la e::pedición y puesta en vigor de La Ley Sobre 
Relaciones Familiares, se deroga la sociedad legal c:omo 
régimen supletorio ClO> y la ausenciol de tal régimen en el 
Código Civil vignnte l1acr inecesaria la celebración de pactos 
para el establecimiento del régimen de separac:iOn de bienes; 
que no corre ya, peligro alguno. 

(8) 

(9) 

(10) 

Cit:-p~s. Carbonier en Bonnecase, Julien, Elementos de 
Derecho Civil. Ed. Cajica, Puebla, 1946, s/ed. p. 142. 
Martinez Arrieta, Sergio Tom•s, El Regimen Patrimonial 
del Patrimonio en M•h:ico. Edit. Porróa, Mtxico, 1984, 
la. ed.~ p. 36. 
Vid infra p. 18. 



CAPITULO II 

LA SOCIEDAD CONYUGAL 

A. NOCION DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 

Situada la sociedad conyugal como especie dentro del 
g~nero de comunidad <1.3>, aquella representa en primer lug•r 
la unidad de los intereses pecuniarios de los cónyuges como 
consecuencia natural de la vida en común que han creado; o en 
otras palabras la formación de una masa comün que comprende 
la totalidad o parte de los bienes de los esposos. Tal 
concepto es el sugerido en un primer momento, mas conviene 
anotar, que la aportación de bienes a dicha masa puede 
adoptar diferentes manifestaciones. 

En consecuencia no puede concebirse una definición mas 
precisa y de plena validez para dos O mas sistemas JUridicos. 
Esta situación no constituyo obstáculo para que los 
estudiosos de la materia se sirvieran de ell• como referencia, 
sobre todo tomando en cuenta que los ordenamientos jurídico• 
mexicanos que han regulado la cuestión tampoco h•n consignado 
definición alguna en los textos legales. Así l~& cosas, 
Matees AlarcOn entre los nacionales ha sido uno de los pocos 
que han aventurado una definicion de la Sociedad Conyugal, 
a cuyo tenor el régimen de la Socied~d Conyugal es "aquel •n 
cuya virtud los bienes adquiridos por uno o por •mbos 
cónyuges durante el matrimonio, por el ejrcicio da una 
profesión, arte o industria,, por legado o herencia d•Jado • 
los dos sin designación de partes, por frutos, rent~s, 

accesiones, y utilidades producidos por los bienes propio• de 
cada uno, forma un fondo com~n, que lleva el nombre de 
gananciales, que se divide entre los cónyuges ó con su& 
herederos después de la disolucion del matrimonio"tll>, 
concepción que acusa marcada influencia de aquella formulada 
por Escriche en su Diccionario Ra~onado de Legislación y 
Jurisprudencia. Cabanellas se refiere a ésta Ultima como 
ejemplo de confusión doctrinal entre lo personal y lo real 
<relativo a los bienes>, lo mismo autores españole• como De 
Casso y S~nchez RomAn distinguen la Sociedad Conyugal de la 
de gananciales(en nuestro derecho la conyugal> en que la 
primera engendra relaciones tanto personales como 
patrimoniales, en tanto que la s•gunda •ólo 9e refiere a la 
organización económica del matrimonio siendo por tanto solo 
una de las distintas formas en que puede organizarse la 
conyugal; y adelantAndonos al tema diremo5 al paso que 
precisamente a la imagen de la Sociedad de G•nanciales 
Española, fué concebida la Sociedad Legal en los codigo9 
civilee de 1870 y 1884 par• el Distrito y territorios 
federales. 

<11> MBtROS-Atarc:ón, Manuel, Estudios sobre el Código Civil 
del Distrito Federal. T. lV. Librería Ch. Bouset, 1904, 
p. !78. . 
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9. ANTECEDENTES HISTOR!COS 

t. Roma 

El R~gimen de Comunidad de bienes no se conoció en el 
Derecho Romano y tampoco lo hicieron los pueblos anteriores a 
Roma. El matrimonio romano c:olocaba a la mujer en la posición 
d,e un hijo es decir bajo la potestad del marido si este era 
sui juris; desmembrándose posteriormente en varias 
potestades, la manus para la mujer cuya personalidad era 
absorbida por la del jefe de familia~ e~istiendo en 
consecuencia solo un patrimonio e>:clusivo, el del esposo o del 
jefe de familia. La mani1s. fue cayendo en desuso hasta que P5 
abandonada en el Derecho Justinianeo<12). 

El matrimonio sine-manus no produc:ia efecto alguno 
sobre los bienes de los c:Onyuges lo que constituia un 
v@rdadero sistema de separación de bienes, aL1nque su 
patrimonio le pertenecía si era sui juris~ la institución de 
la dote permitió a la mujer contribuir a soportar las cargas 
del matrimonio otorgando al marido los derechos de uso y de 
administración sobre los bienes que constituian aqu~lla. 

2. Pueblos germánicos 

La opinión general atribuye al r~gimen de comunidad de 
biene5 un origen germano. Los germanos. tribus guerreras 
agrupadas por 1 a "Si ppe" que es la reunión de ~stas, 
compuestas por los que se hayan vincul addos por la sangre~ 
descansaban en un principio de solidaridad donde el consejo 
de familia O tribunal domestico que ejercía el poder p~blico 
y operaba la delegación o destribuciOn de dicho poder entre 
los miembros aptos para las armas, formando una especie de 
asociación voluntaria de guerreros. 

Sigui ende a SAnr:hez Román encontramos que el poder del 
jefe de familia conoc-i do como "Hundi um" es considerado por 
algunos autores como un poder tutelar y de protección de los 
d~biles y concedían al marido re~pecto de lñ mujer y los 
hijos. un derecho de iniciativa y de intervencion póblica, 
bajo la con si deraci ón de ri:?putar!Se constituido en i nter~s de 
los protegidas. distinguiéndose por lo tanto de la patria 
potestad y de la Mñnus. en que no era absoluto y no erñ 
establecido sólo en miras i\l inter~s y dPrechos del que lo 
ejercí a(! ::1. 

En las ~pocas primitivas e>:istia la compra de la mujer 
por el marido, cuyo precio algunos autores identifican a la 
dote germana que en un principio se pagaba al padre o tutor 
quien trünsmitia el mundium pero con el correr de los tiempos 
se transforma y es entregado a la misma mt1jer convertid.:'I en 
doni\C:i On~ que si mbol i;: aba el vinculo que se contrai a entre 
el los; unas leyes fijaban tasa a la dote 6 era la costumbre y 
se constituía no sólo en provecho de la mujer sino de sus 

lt';"'l p,...tit. Funcn,...... Tr,'"\tñrl:i C'lri1c··1t,1l rlr> fk-,-r-r:ht• F:om.i·w,. 
Erti+C"'ri\ M~r\r:.n,;1, Mf::ico .• l?;1f·:, Tr~1rl. :"Ir·, __ , •:1 1 • 

Stt .. ,· .... ,f.';o P.crr1'\n, r-.~1:1io.•, ro;:t_~1div::; ·lr:. :·~0 ,.·!cl1.~ C . .1.1. T • ...iw. 
')ol. 1C'. r·t. Tipnr.J' ~(i.r .. 1 :-: .. 1.:i..:·!'"-c.·.-l"-': dL -:¡ J1.Hl1_1,1_•Í''td, 

!'1.:.,....,..ir1. !f1'"'~. 7'r<.rrl.~ !"·· 161\ ,1 lf-.7. 
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hijos. Trasmitido el mundium, mujer y bienes pasaban a poder 
del marido, de su incapacidad para tomar armas se traduce su 
incapacidad jurídica. es el pariente varón ó esposo quien 
obra en su nombres aunque la mujer obra por si misma en actos 
de poca importancia. teniendo así mismo la administración 
plena sobre los instrumentos caseros y femeninos llamados 
"gerade". El resultado de ello es que a la mujer si le estaba 
reconocida una personalidad lo mismo que un patrimonio, la 
incapacidad era pues, perpetua y general~ pero no absoluta. 

Tarragato<14) refiere al respecto que "el Mundium 
comprendía Ja administación v el usufructo de los bienes de 
la mujer, el poder de la autorización sobre sus actos y el 
derecho de representación. El marido administraba y gobernaba 
los bienes de su mujer como los suyos propios haciendo de 
todos goce común. sin que la mujer hiciese nada 
ordinariamente sin su maridoº~ como puede observarse, en Jos 
primeros tiempos el sistema patrimonial imperante fu~ la 
unión de bienes de los esposos. 

Al lado de la dote germana existían otras practicas como 
la "Morgengabe matut f nal e donum 11 donac:i On de la mañana, 
constituida al dia siguiente de las nupcias. ''ob praetium 
desf l orate virgi ni ta ti s" .• esta no tuvo tasa y quedaba su 
cuantía al arbitrio del esposo O e-J "Witwengel" O viudedad y 
otras dotes como dota.río o denario a que alude Sánchez Román 
(15), 

La aparición de ~stas prácticas. y otras garantías y 
privilegios en inter~s de Ja esposa y la disminución de Jos 
poderes del marido, viene, andando el tiempo a dignificar a 
la mujer y a elevarla a una situación más igualitaria 
respecto del marido. 

La doctrina de cristo, que conceptúa la unión 
matrimonial como el enlace de marido y muJer en una sola 
carne tendria un papel importante en el d•senvolvimiento del 
R~gimen de comunidad de bienes. "los sentimientos cristianos 
y las costumbres caballerescas, -observa Cheron- elevan a la 
mujer al nivel del hombre, asegurándole, de hecho un papel 
activo de asociada y consejera en cuanto a los bienes. El 
origen de la comunidad estaria 5egón algunos autores. en la 
influencia creciente del cristianismo sobre las costumbres 
germc1nica<r., el pasaje del Gt>nesi ~ << Et erunt duo in carne 
una>> aparece in•erto en un gran número de libelli dotis, 
el evangelio de las misas nupciales <San Mateo XIX; 3.9> y 
los famosos pasajes de la Epístola ºad ephesios" v. 22 y 
siguientes, habrían sido los te):tos de mayor influencia en 
esta transformaciOn."C16). 

De Cossio y Corral se muestra contrario a ~stas ideas 
argumentando que 11 ni entre 1 os cristianos primitivos ni en 
los escritos de los teólogos y canonjstas, se mani~iesta 
esporádicamente la comunidad, no conociendo ~stos últimos 

C14) Tarragato, Eugenio, Los Sistemas Económicos 
Matrimoniales. Ed. Reuss, Madrid, 1926, s/ed., p.105. 

(15) Sánche2 RomAn, op. cit. 171. 
<16> Cit. Pos. Cossio y Corral,Alfon•o de, La Sociedad de 

Gananciales. Instituto Nacional de Estudios históricos, 
Madrid, 1963, s/ed. p. 8. 
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otro régimen que el dótaJ romano completado por la viudedad", 
se apoya asi mismo con glosas a la ley de Eurico del año de 
480, 1 a 1 ev Sálica y otras C t "7}, aunque hay que considerar que 
las ideas cristianas debieron influir mucho sobre la difusión 
y concreción de la comunidad si se considera Ja dirección 
intelectual y moral impresa a las 1 egi sl aci enes durante 1 a 
edad media por la doctrina cristiana de las sagradas 
escrituras. 

El mismo De Cossio y Corral comentando que en un segundo 
grupo de textos expresa que se contiene ya en embrión la idea 
de comunidad. aunque, parezca referirse tan sólo a derechos 
de carácter sucesorio reconocidos a la mujer¡ en la le>: 
Ripuaria Caños 534-550), hace referencia a nociones de 
aquella figura en una fórmula de Marculfo y una capitular de 
Luis Bueno Cde 821> y la le>: Sa>:onum CIX De Acquisitis) la 
que informa de que los derechos reconocidos a la mujer eran 
en ciertos lugares ampliados a una mitad, en tanto que en 
otros la mujer sólo recibe su dote, agrega que "frente a éste 
criterio de señalar una parte fija y predeterminada <tercio ó 
mitad) a la mujer, la le~ Wisigothorum CIV,2,16>; ••• consagra 
el criterio de proporcionalidad de los bienes por cada cónyuge 
aportados ••. no se trata ya de un derecho sucesorio reconocido 
m:cl us:I vamente a la mujer como en 1 eyes anteriores, sino de 
una facultad reciproca, a ambos esposos atribuida, y, por lo 
tC\nto, suceptible de transmisión a los herederos de cada uno, 
con lo cual queda consagrada la primera nota distintiva de la 
comunidad de bienes"(18). 

Otro factor de importancia lo fué el auge mercantil de 
la época (siglo XIIIl, durante la cual adquiere nueva 
importancia la rique:::a mueble. Y ofreció mayores derechos a 
la mujer en materia de sucesiones así como sobre sus bienes, 
en donde en los casos de disolución del matrimonio se llevaba 
la divisióÓ de los bienes entre los cónyLtges o sus 
causahabientes. 

Se afirma al respecto que es por entonces que el poder 
del marido sobre los bienes comunes, se transforma en un 
usufructo legal, poniendo término al sistema de unidad de 
bienes y dando paso a una comunio bonorum en el o.entido de 
copropiedad efectiva (19>. 

Antes de concluir hay que destacar que en los pueblos 
C\lemanes en donde se consagró antiguamente el principio de 
1 i bertad contractual cae}: i sti eren 1 as fundaci enes 
matrimoniC\les ó capitulaciones por las que los cónyuges 
determinaban sus relaciones patrimoniales, rigiendo las 
anteriores reglas a falta de capitulaciones e>:presas. 

3. España 

Puede apreciarse en la historia de las instituciones 
Juridicas Españolas la influencia del Derecho Romano, la 

!171 1 oc. Cit. 
C1Al nr. cit. p. 9. 
Cl9) SchL1ltr>. cit. pos. Sánchc~· :""·rHd1 1 ur. cit •• t-'- :s7. 
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doctrina Canónica y el influjo y modificaciones de las 
costumbres germanas, éstas· como consecuencia de la 
invasión de los visigodos y su establecimiento en un reinado 
que se mantiene hasta el año 711 o.e. 

Es precisamente a los últimos a quienes se atribuye la 
adopción de las ideas de comunidad de bienes entre los 
esposos y que fueron caracteristica de las legislaciones 
fundadas en los principios del Derecho Germanice que la 
sancionaron y que dieron lugar al desenvolvimiento de la 
sociedad de gananciales, el régimen de comunidad Español por 
antonomasia. 

Los investigadores coinciden en señalar como pr1mera 
e):presiOn de ésta comunidad al Liber Iudiciorum, atribuido a 
Recevinto, traducido y conocido después como Fuero Juzgo 
promulgado tal vez en el año 645 en el cual se dicta lo 
siguiente: 

"Libro IV, Titulo JI, ley 17. - Cuanto que quier que el 
marido sea noble, si se casa con la muier cuemo deve 1 é 
viviendo de so uno ganan alguna cosa, o acrecen, &i alguno 
dellos fuere más rico que el otro, de su buena é de todas las 
cosas que acreceren é ganaren en uno, tanto deve aver demas 
en aquello que ganaron en uno, tanto deve aver de mas en 
aquello que ganaron en uno quanto avie demás del otro en 
su buena: assi que si las buenas dambos semeian eguales por 
poca cosa non tomen entencion. Ca de duro puede seer que sean 
asmadas tan egualmientre, que non semeie que la una es meior 
que Ja otra. en alguna cosa. Mas si la una es mayor de la 
otra connocudamientre quant~ fuere mayor, tanto deve aver 
mayor partida en la ganancia, assi cuerno es dicho de suso, 
cada uno despues de la muerte del otro, é pué del o de>: ar a 
sus fiios, 6 á sus propinquos, o a otri si quisieren. E assi 
lo de~imos de los barones cuerno de las muieres. E de las 
cosas qt1e ganaron de que fiz1eron amos escripto. •ya cad• 
uno tal partida cuerno dixiere el escripto. E si el marido 
ganare alguna cosa de algun omne estranno 6 en hueate , O 
quel dé el rey ó su sennor~ O sus amigos, dévenlo aver sus 
fiios 6 sus herederos despues de su muerte, 6 puede Fazer 
del lo lo que quisiere. E otrosí dezimos de las muieres.'' 

"Resumi ende el contenido de éosta ley fundamental, 
Gutiéorrez hace notar lo. La Comunidad tenia lugar en toda» 
las clases del estado <dignitatis aut mediocritatis>, y a 
condición de que el matrimonio se hubiese celebrado 
legalmente y viviesen de so uno los cónyuges (pariter 
viventes) 2o. No comprendia mas que las ganancias o 
adquisiciones hechas durante el mismo 3o. Que las ganancias 
debian estimarse a proporción de lo que cada uno había 
aportado a la sociedad, salvo cuando la diferencia era 
insignificante 4o. Que la mujer adquiria su parte ya 
sobreviviese al marido, ya muriese antes que él, pudiendo en 
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ambos casos disponer de éstos bienes como propios 5o. Que en 
las cosas adquiridas en común y sobre cuya adquisición 
existiese acuerdo o escritura, que se estuviese a lo 
pactado. 60. Que las adquisiciones; lo mismo del marido que 
de la mujer, provenientes de e~:traño o de hueste, que le 
diera el P.ey o su señor, son de aquel a quien pertenecen y 
puede disponer libremente de ellas"C20l. 

En contra de Martíne: Marina quien atribula a ~~ta ley 
el origen da la división por mitad entre marido y muJer de 
los gi!tnanciales, se encuentra f'tuc:ius" Scaevola para quien, 
dich.;:i división surge "indudablemente en los F'ueros 
Municipales. Cácerea, Plascencia, Oviedo, Fuertes, Alcalá, 
Cuenca, Toledo~ Najera, Sahgón y aquellas otras poblaciones~ 
que sucesivamente se dió como ley, a partir ae 1255, el Fuero 
Real ••• " (2l> aunque cabe apunti\'!"'", fueron contempl•doa. en el 
fuero Viejo libro v, titulo I, leyes la. y 3a. donde opera ya 
un criterio d~ división por mitad de las ganancias, ea hasta 
en el F'uero Real donde adquiere SL1 m&s diáfana e>:presión, el 
mi~mo que a continuación roproduc1most 

Libro 111~ titulo III, ley la. - Toda cosa que el m~rido 
é 1 a muge..- ganaren, ó comprart:-n de consuno, hayanl o ambos ptJr 
medio; y s1 fuere donación del Rey, ó de otri é lo diere ~ 
ambos h~yanlo amos marido y mujer: é si lo díere al uno~ 
hayalo solo aquel & quien lo diere. 

Libro lII,Titulo 11[. ley 3a. - Maguer- que el marido 
hay• ma~ que la mujer~ 6 la muger más que el marido, quier en 
heredad, quier en mueble, los frutos sean comunales de ambos 
A dosr • la heredad, t las otras cosas donde vienen los 
frutos, haya]os el marido, ó la muger cuyos eran, ó sus 
hcredereos. 

En ~ste orden de ideas puede decirse que los 
ordenamientos posteríores no tuvieron en esencia otra 
'finalidad que la de llenar laguno3s o c11c:lard.r ciertos 
pr'eceptos da dudosa interpretación, asi las e.osas, Las 
Partída~ son el ~nico ordenamiento que no la regula aunque 
se refiere a ella~ reconociendo por tant.o su C>:i~tencia, 
Partida 4a. Titulo XI, lay 24 asi como Partida, 5a, Titulo X, 
ley ba~ y Partida 7a., Titulo XVII, ley 15. Más tarde la L~y 
203 de la~ del Estilq establece la presunción de 
ganancialidad de todos aquellos bienes que no se probaren 
como propios de el marido o la mujer, La Ley 14 de Toro, 
habla de la facultad del cónyuge vuelto a casar por segunda 
e tercera vez de diisponer de los bienes propios o no 
ganancia.les aunque haya habido hijos de tales matrimonios y 
regula lns respon5abilidades a que los gananciales se hayan 
sujetos. al respecto según la ley 14 la mujer que renuncie a 
su porción en los gananciales, no debe responder de las 
deudas contraídas durante el matrimonio por el marido <22>. 

Al lado dP. la Sociedad de Gananciales coexistieron, en 
Córdoba 1 a costumbre holga~ana de e;.:c:lutr a la. mu;er de la 

<20) Cñ~SiO-y Co!·ral rlt?_, lA Soc:ie . .l;\r! •••• f-• 1:?. 
CZtl M11cil..1'=. Sc~r.-·.-"ola~ O'·inll1,...,, Código Ci..-ll l.C•tn~nl~dt"' y 

rn.-·t"nrd¿:i.tfn r•tC1n<:=.~1mrmh"', T. )'.".IT, ~oCif-.:di·:! E11ltM ,,_\ 
r-~~~nla, MAdrid~ 1º~4, a/~d, p.-~1. 

C?~) 1/id. TfJ-::to.-,. t·f'I Mucius Sc~~vol;..! Codigcp .• p.45 o..\ !J(1, 
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participación en las ganancias, en otros fueros como el de 
León, que rige el sistema Ce proporcionalidad del Fuero Ju~go 
y .en Alburquerque, Jerez de los Caballeros, Extremadura y 
otros lugares el sistema de comunidad universal o absoluta de 
bienes autorizada por el fuero de Baylio en el cual se 
permite la costumbre de casarse bajo dicho régimen, es decir 
compartiendo a medias todo el caudal de ambos cónyuges "aunque 
dicho diploma, privilegio o documento así llamado, que debió 
de m:i sti r, no se ha encontrado, 1 a i ns ti tuci ón se aplicó a 
varios pueblos", así mismo la Dirección General de Registros 
ha admitido su vigencia, resoluciones de 19 de •gasto de 1914 
y 10 de Noviembre de 1920 (23), el te>:to legal que e>:presa la 
naturaleza del Fuero de Baylío es la pragmática de Carlos Ill 
de 1778 que fut incluido en la Novísima Recopilación <libro 
X, titulo 4o. ley 12> De ello resulta que este fuero consiste 
en que "Todos los bienes que los casados lleven al matrimonio 
o adquieran por cualquier causa se comunican y sujetan a 
participación como gananc:iales"C24l la comunicación consiste 
seg~n lo refiriO Rafael de la Escosura y Escosura en que 
dichos bienes "se hacen de uno y de otro, o sea de la 
sociedad conyugal, en que tanto el marido como la mujer 
tienen iguales derechos, porque donde·la ley no distingue, no 
debemos distinguir, así mismo la ley 206 de estilo declAra 
comunidad de los bienes "en algunos lugares do son les 
mercaderes <251, es decir la comunidad universal rig• P•r• 
los comerciantes. 

La novísima recopilación no contiene ninguna inovac:iOn 
al repecto limtténdcse a reproducir principalmente lo 
dispuesto por los anteriores ordenamientos, antecedentes 
históricos para nosotros, so·n el precedente legal que había 
de influir en la comisión formada por la redaciOn del 
proyecto del Código Civil Español, esto sin olvidar lo 
e):presado por el propio redactor y comenterista en au fama•• 
obra, en relación a otros influjos procedentes de los 
Códigos Civiles de la Epoca. 

Comentario aparte merecen las capitulaciones 
matrimoniales, expresión española del contrato de 
matrimonio francés. Como ya •• indicó, entre los germ~nos y 
en el Derecho visigodo, instaurado en España es práctica coman 
el otorgamiento de documentos relativos al régimen de bienes 
de la sociedad conyugal, adoptando algunas variantes según 
la región; en Cataluña y otras regiones Forales dichos 
documentos constituían un "verdadero c:ódigo de relaciones 
ec:onómi cas familiares" 1 en Casti 11 a se redujo por 1 o general 
a una carta dotal en que se manifestaban los bienes aportado& 
por cada uno de los cónyuges como reminiscencia del 
"instrumentum dotal e" romano, para evolucionar hacia 1 as 
capitulaciones que comprenden relaciones económicas entre los 
cónyuges en el Derecho común español actual a diferencia del 
Derecho Foral en que regulaban relaciones sucesorias entre 
los cónyuges y sus descendientes e~istentes o futuros. 

(23> 

(24) 

(25) 

Ce;::;::~-Sánchez-Herrera, Eduardo, Aportación el Estudio 
del Fuero dE> Fayl i o. ~d. Rgvi sta de Derecho F'ri v.:i.do, 
Madrid, 1964. s/ed. p.1'10. 
Mtnguijón Adrián, Salvndor, Historia del Derecho 
EspaWol. Ed. Labor, Barcelona, 19531 'la. ed,. p. 149. 
Mucius Scaevol.r,. op. cit. p. 45. 
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Si en do tanto el Proyecto del Código Civil Españ'ol, asi 
como la obra que suscitó: "Concol"'dancias, Motivos y 
Comentarios del Código Civil Español del distinguido jurista 
Florencia García Goyena <quien fu~ a su vez presidente de la 
Comisión redactora Civil> fuentes originales no reveladas 
del Código Civil Me>:icano para el Distrito Federal de 1928 y 
de los que le antecedieron~ se deduce la importancia que su 
atención merece, a ellos nos referiremos en el apartado 
siguiente. 

C. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS EN MEXICO 

1. Antes de la Codific~ción 

Dentro de las noticias que tenemos acerca de las 
l&gislaclones mexicanas en sus inicios, aquellas que tratan a 
la sociedad conyug•l como tal son los códigos civiles 
me>:icanos de 1870 y 1884. Por dicha razón nos abstendremos de 
hacer referencias al Derecho Precortesiano, a las leyes de 
los Reinos de Indias (que no hacen s1no remitir en la materiA 
a1 Derecho de Castilla>, o a los intentos de codificación 
legislativa de lo3 estados de Oa>:aca y Za.catecas, todos ellos 
sin niguna relevancia en la redacción del Código civil para 
e) Distrito y Territorio de la Baja California de 1870 y el 
de 1884 el cua1 salvo algunas modificaciones principalmente a 
1 a 1 i bE>rtad di! testar, es casi reproduce ion 1 i ter al del ' 
primero. 

2. Fuentes del Código Civil de 1870 

Como lo manifiesta la Comis1ón encargada de redactar el 
proyecto d~ dicho código en su exposición de motivos, la 
fuentes con que contó fueron: "los principios del Derecho 
Romano, nurstra complici\da legislación, los Cod1gos de 
Francia, de Cerdeña, de Austria, de Holanda, de Portugal y de 
otros, los proyectos .formados en Mé::ico y en España, han sido 
1 os elementos c:on que 1 a comisión hü contado, unidos a 
doctrinas ra:::onadas y al conocimiento de nuestro foro. Apenas 
contendr~\ el proyecto uno u otro e>:clusivo de la comisión; por 
que su principio h1é inovar lo menos posible y aún en este 
caso prefirió casi siempre a su propio Juicio, el formado 
sohre la materia por los expertos jurisconsultos a quienes se 
deben las obras rcferidds". A Butiza es debida la observación 
de que adem~s de dicha referencia, en el curso de la 
Ei:posición de los cucltro libros del código, se mencionan 
algunas fuentrs concretas incluso el uso o la costumbre. 
"Aparte la circunsl.:lncia de que- las fuentes ci taUas µor la 
comisión no siempre son verdaderas -apunta Baliza en su 
valioso estudio- .•• ,sus co"ntadas indicaciones no reflejan 
con fidelidñd los el~mentos realmente significativos que 
integran el codi go de 1870" <:?6). 

<26> R~d~lf~ Bati=a. Las Fuentes del Código Civil de 
1928. Ed. Porrlla!' 1979, s/ed •• p. 14. 
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De las tablas comparativas de los preceptos de los 
ordenamientos antes mencionados, se observa como las fuentes 
m4s importantes del Códig~ Mexicano son de manera inmediata 
el Proyecto del Código Civil Español y los comentarios de 
García Goyena y en forma mediata del Franc~s, la fuente 
por antonom•sia. 

No obstante lo anterior, en la mataría objeto de nue•tro 
estudio, salvo las disposiciones contenidas en el capitulo I 
-de Disposiciones Generales, del Titulo Décimo bajo •l 
•pigrafe: Del Contrato de Matrimonio con relación a los 
bienes de los consortes cuya inspir•ciOn se h~ya en el 
Proyecto del Código Civil Español, las que • su vez fueron 
copiadas por los legisladores españoles en gran parte del 
Derecho Francés-, el Derecho Mexicano, en esta in&titución, 
que es de raigambre totalmente española, se •p•rta en 11t&e 
momento del Derecho Francés, lo que se pone en evidenci& al 
comparar 1 os te>: tos respectivos, asi lo considera Muci us 
Scaevola refiriéndose al Código Civil Español, dicho autor 
les dedica especial atención y sostiene quei "los sistemas de 
sociedad conyugal que desenvuelve el COdigo Napoleón son por 
completo distintos del que regula nuestro Código"<27> todo lo 
cual dada la similitud de la sociedad de Gananciales E5pañola 
con la Mexicana prevista en el Código de 1870, hace aplicable 
todo lo expresado a ésta última. 

3. Código Civil de 1870 para el Distrito Federal 

La Sociedad Conyugal se encuentra contemplada como ya se 
indicó en el titulo Decimo del libro III del Código, contiene 
un capítulo de Disposiciones Generales; otro relativo a la& 
capitulaciones matrimoniales; un tercero dedicado a la 
Sociedad Voluntaria, el siguiente a la Sociedad Legal y otros 
dos referentes a la administración y liquidación de •sta 
óltima respectivamente, contiene además capítulos que regulan 
la separación de Bienes;, las donaciones antenupcialesJ De 
las donaciones entre consortes; de la Dote¡ su admini~trac16n 
acciones dotales y su restitución, estos ~ltimos 5e 
localizan fueran del presente tema. 

Como directrices fundamentales pueden anotarse dos 
principios; el de libertad de elecciOn de régimen al que 
desean acogerse y el sistema Contractual, es decir el que 
deja estipular, dentro de límites mAs o menos amplios, su 
régimen matrimonial. Es decir que pueden elegir el régimen de 
sociedad conyugal o el da separación de bienes •n el primero 
de los casos, los cónyuges estan facultados para regular a 
trav~s de las capitulaciones matrimoniales y dentro de los 
limites creados por la ley, la sociedad voluntari.a y en lo no 
expresado en ellas, en forma supletoria ser~n aplicables las 
reglas de la Sociedad Legal, concebida ésta a la manera de la 
Sociedad de Gananciales Española <llamada Sociedad Legal en 
el Proyecto de 1851) con la cual existen mínimas diferencias, 
ambas sociedades, la legal y la voluntaria se regirán en 

t27> ÑÜ~iüS-scaevola, op. cit. T. XXT. n.7R 
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forma subsidiaria E'n lo no previsto por los artíc:ttlCls que 
arreglan a la soci.ed ... •d coml'.1n. 

Preveé entre otras disposiciones: los casos en que l• 
sociedad conyugal, se termina modifica o suspende; asigna 
al marido la función de administrador de la Sociedad 
Conyugal a falta de convenio o sentencia en contrariol 
permite la modificacion de las capitulaciones matrimoniales 
y el cambio de régimen; dichas capitulaciones cuyo objeto es 
constituir el régimen elegido y regular su administración, 
pueden otorgarse o revocarse por convenio e>:preso antes de 
JA celebración del matrimonio o durante él; exige la 
formalidad de la escritura póblica para el otorgamiento de 
la& capitulaciones matrimoniales, así como para sus 
modificaciones; sienta los aspectos que debe preveer la 
escritura de capitulaciones que constituye la sociedad 
voluntaria <~120 y 2121), prohibe el pacto leonimo, protege 
los derechos de los acreedores de los conyuges y los de ~stos 
entre si en relaciona sus bienes (1.4>. Para establecer la 
separación de bienes <parcial> tambi~n es menester pactarlo 
en lüs capitulaciones respectivas pues en su ausencia rige lo 
est~blecido para la socied~d legal. 

El Capitulo CLtyo epigrafe se titula ''De la Sociedad 
Legal"• deritro d12 sl1s primeros preceptos determina los bienes 
propios de los cónyuges, asi entre otros, lo son: Aquellos de 
que er~ due~o el cónyuge al tiempo de celebrarse el matrimonio 
y los que po5eia antes de éste, si los adquiria por 
prescripción durante las sociedad (213'3}; los que un cónyuge 
adquiriera por don de las fortuna, donaci611, herencia o 
legado, a favor de U sol~mente (2134>; los adquiridos por 
retroventa u otro titulo propio anterior al matrimonio, 
aunque la prestación se haya hecho despues de la celebraci On 
de ~1 <2136); eran propios los bienes adquiridos por compra o 
permL1ta de los raíces que pertene:=can a los conyuges, para 
adquirir otros tambit-n raíces qur? se sustituyeran, en lugar 
de los vendidos o permL1tados <:2138>; lo adquirido por la 
consolidación de la propiedad y el sufructo C2l~7). 

Form~n el fondo de la sociedad 1 egal en C.:\mbi o: Los 
bieni:s ar:tqL•iridns por el mar-ido en la milicia o por cualquiera 
de loo;;. cónyuges rm el t~jercicio de una profesión ciLmtiTic.:i., 
mercantil industrial, ó trabajo mec:Anico; los bien<?s 
prover.ientes de herencia, legado o donación hechos a ambos 
cónyuges 5in designación de partes; El precio sacado de 
la maso"\ r.onil'tn de hienes po"'ra adq11irir fincas por retroventa 
6 otro titulo que nazca de derecho propio de alguno de los 
cónyugPs. i'lnteri("lr al matrimonio; El precio de las 
refacciones de créditos y de cualesquiera mejoras y 
repara e i enes hechas en f i neas O cr ~di tos propios de uno de 
los cónyuges; El m:ceso o diferencia de precio dado por 
uno de los cónyuges en venta 6 permuta de b1enes prop1os para 
.;dquirir otros en lugar de tos vendidos .o permutados; Los 
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adquiridos por título oneroso durante la sociedad a costa 
del caudal común, bien se haga lta adquisición para la 
comunidad bien para uno solo de los consortes; Los frutos, 
ar.cesiones rentas e intereses percibidos 6 devengados durante 
la sociedad, procedentes de los bienes comunes 6 de los 
peculiares de cada uno de los consortes <2141 >; lo adquirido 
por ra~ón de usufructo (2142>; Los edificios construidos 
durante la sociedad con fondos de ella <2143>1 Las cabezas 
de ganado exedentes de las habidas a la celebración del 
matrimonio <2144); Las minas denunciadas durante el 
matrimonio por uno de 1 os cónyuges, así como las barras 6 
acciones adquiridas con el caudal común C214S>; El teaoro en 
centrado por industria (2147>. 

En dicho capítulo se establece •demás la pr•sunción de 
ganancialidad de los bienes a falta de formación de 
inventario (2155>. Dentro del capítulo que regula la 
Administración de la sociedad legal se preven los casos en 
que las deudas se consideran comunes, y cuándo propias de 
cada cónyuge; casos y facultades en que la mujer puede ser 
administradora; se le señala protección para ella por 
enajenación de bienes gananciales del marido en contravención 
de la ley o en fraude de la mujer, asi tambien fija las 
cargas de la sociedad legal. A otras normas nos referimos 
concretamente al hablar del Código Civil Vigente. 

4. Ley Sobre Relaciones Familiares. 
Esta ley fué publicada del 14 de abril al 11 de mayo de 

1917 y con vigencia a partir de esa fecha, derogó las normas 
del Código Civil de 1884 en la materia que nos ocupa, dentro 
de ~sta los cambios de mayor_, significación fueron: 

El establecimiento de manera obligatoria del régimen de 
separación de bienes en cuanto a su propiedad y 
administración~ así como los frutos y accesorios 
correspondientes, incluidos los salarios, sueldos, honorarios 
y ganancias que obtuviere (270,271>, derogando de esa manera 
la sociedad legal de gananciales, C9o~ Transitorio) con 
disposiciones aplicables a los matrimonios celebrados con 
anterioridad a dicha ley <Artículo 3o. Transitorio> y en el 
Artículo 4o. Transitorio dispone la liquidación de la sociedad 
legal a petición de uno de los cónyuges de lo contrario permite 
su subsistencia como "simple comunidad, regida por las 
di posi cienes de ésta l ey 11

• 

Permite -no obstante lo anterior-, la celebración de un 
contrato en el que se convenga la comunidad de parte o la 
totalidad de bienes especificándose éstos clara y 
detalladamente, asi como la fecha de su liquidación Cart.272>; 
asimismo podian convenir antes o depués de contraido el 
matrimonio, que los productos del trabajo; profesión, 
industria o comercio se dividieran en determinada proporción, 
siempre que la mujer tuviera la misma representación en los 
productos del marido, que la que fl tuviera en los de la 
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mujer <art.273)J podia el marido conceder a la muJer en los 
casos de les artículos 272 y 273 una mayor representación en 
•u• bienes de la que la mujer le concediera en los suyos 
<•rt. 274), 

supre~~~~ ~: l!ªp~i~~~~~o~:~i~:1!ªt~:~u~~~!i!~i~u~t~~ tsma 
en, la licencia marital qu~. abolida, permitió al• mu..;er 
contratar r obli9arse, disponer libremente de lo• bienes dv 
su propi&dad, comparecer en juicio por si ó por procurador, 
pros•guir pleito!& co1Mtnzados enteos de h•b•r contraido nupci•s• 
1tn una palabra« supri•ia l~ represent•ción le9•l del marido 
por la muJ~r con•ign•d• en el artículo 197 d•l Código Civil 
1884. Este aspecto de la unión conyugal viene a significar un 
gran influjo y un cambio de dirección an •l desarrollo de la 
•ociedad conyugal desde sus primeros ti~mpos y a •1 nos 
referimo• con post•rioridad. 

Otra di5posici6n interesante a nuestro estudio es la que 
ordena el consentimiento expreso de los.cónyuges par• en•janar 
la casa en donde "est• establecida la morada conyugal Y lo& 
bienes que le perten•zcan, sean propios de uno los cónyuges o 
de ambos ••• " (art.284>. 
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O. CODIGO CIVIL VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL 

l. Código Civil Vigent~ 

El Código Civil para el Distrito Federal en Materia común 
y para toda la Repóblica en Materia Federal expedido el 30 de 
agosto de 1928 y en vigor a partir del 10. de octubre de 
1932, no contiene, en oposición a lo declarado por la 
comisión redactora, grandes inovaciones en la materia de 
nuestro estudio. 

La mayoria de las normas que gobiernan los regimenes 
patrimoniales del matrimonio en el ordenamiento vigente son 
e><traídas de los codigos civiles que le anteceden, las 
cuales no guardan la armonía que era de esperase dado el 
avance logrado en otras materias, se habla incluso del 
resurgimiento de sistemas anteriores para explicar y 
congeniar las disposiciones que hoy gobiernan la sociedad 
conyugal; muchas y acertadas criticas ha recibido •sta 
materia que ha dado pie A diversas interpretaciones en busc• 
de su cabal comprensión, hemos pues, de intentar descubrir 
cómo es la sociedad conyugal para lo cual procedemos a un 
repaso de algunos de los preceptos mas importantes que la 
regulan en las lineas siguientes. 

Una gran inovación lo fut si, la implantación del 
llamado sistema legal alternativo, es decir la obligación.de 
los contrayentes de elegir entre los dos sistemas que el 
ordenamiento prev•f; el de separación de bienes y el de 
sociedad conyugal, para lo cual la ley impone le celebración 
de un convenio que regulará el régimen elegido. Lo anterior 
significa la supresión de un sistema legal supletorio, p~ra 
el caso de que los cónyuges dejaran de elegir alguno de loa 
que la ley prevf., función que en los códiQOS anteriores 
desempeñaba la sociedad legal. 

a) Capitulaciones matrimoniales 
La definición que de las capitulaciones matrimoniales 

se formula en el articulo 179, es coincidente con lA 
contenida en los códigos civiles que le anteceden y es como 
sigue: "Las capitulaciones matrimoniales son los pactos que 
los esposos celebran para constituir la sociedad conyugal o 
la separación de bienes y reglamentar la administración de 
éstos en uno y otro caso." Se ha cuestionado cuál es la 
naturaleza juridica de dichas capitulaciones, pregunta a l• 
que en un principio se pretendió dar una re5puesta única, sin 
tomar en cuenta el contenido y los efectos jurídicos a que 
cada uno de los regimenes puede d•r lugar. 

El maestro Lozano Noriega salva el obstaculo al afirm•r 
"que siendo un acto jurídico plurilateral que supone acuerdo 
de voluntades y produciendo consecuencias jurídicas que 
consisten en la cre~ciOn o transmisión de obligaciones y 
derechos, tiene naturaleza contractual", aceptando la 
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posibilidad de que sea sólo convencional, es decir un 
convenio estrictu sensu, cuando sólo modifica o extingue 
obligaciones y derechos. (28>, el caso concreto sería la 
terminación del régimen de sociedad conyugal a través 
precisamente de capitulaciones matrimoniales Cart. 197). 

En todo caso, las capitulaciones que establecen la 
sociedad conyugal constituyen un contrato accesorio al 
matrimonio, ya que no pueden concebirse sin éste. 

A lo anterior, añadimos la opinión ewpresada en el 
primer capitulo, al tratur de los regímenes patrimoniale$ en 
general. 

En principio y como consecuencia de su naturaleza, le 
son aplicables a las capitulaciones matrimoniales las reglas 
generales de los actos juridicos y los contratos, mas 
adelante sin embar-go nos colocaremos en algunos supuestos 
peculiares de la sociedad conyugal donde entran otras 
consideraciones en juego. 

Ya que es ohjL•to de las capitulaciones constituir y 
reglamentar a la sociedad conyugal, son ellas las que 
precisan su contenido y alcance, para ello la ley fija todos 
los aspectos que deben ser- objeto de regulación en el 
ertlculo 189 a través de sus nueve <IX> fracciones, mi~mas 

que a continuación reproducimos: 

t. La lista detallada de los bienes inmuebles que cada 
consorte lleve a la sociedad, con e>:presi ón de su valor y de 
los grav1'menes que reporten; 

IJ. La lista ec;;pecificada de los bienes muebles que cada 
consorte introduica a la sor.iedad; 

III. Nota parme11ori=ada de las deudas que tenga cada 
osposo al ~elcbrar el matrimonio, con e>:presión de si la 
sociedad ha de responder- de el litS o Unicamente de las que se 
conlr~igan durante el matrimonio, ya sea por ambos consortes 
o por cualquiera de ellos; 

IV. La declaración eHpresa de si la sociedad conyugal ha 
de comprender todo~ los b1enes de cada consorte o sólo parte 
de ellos, precifHmdo en este llltimo caso cuáles son los 
bienes que hayan de entr..ir u la sociedad; 

V. La declaración e>:plic1ta de si la sociedad conyugal 
ha de comprender los bienes todos de los consortes o 
solamente sus productos. En uno y en otro caso se determinará 
con toda claridad la parte que en los bienes o en sus 
productos corresponda a cada cónyuge; 

VI. La declaración de si el producto del trabajo de cada 
consorte corresponde m:cl usi vamente al que 1 o ejecutó, o si 
debe dar participación de ese producto al otro consorte y en 
quo proporción; 

VII. La declaración terminante acerca de quién debe ser 
el administrador de la sociedad, e~:presándo&e, con claridad 
1 as fac.ul tades que se le conceden; 

C:?8) Lo:::i':'lno Nm·iegn, l7rci11cir;ro, Cu<:lrto Curso lle Dcr-cchu 
Civil, Contrr:\to~ •• Ar:oci <.1r.i ón tlüc:iur1<.1l dE' Notariado 
ME>::ic.<nn. f\.C. M~::ico. 1'7'."J:', :..i. t::rl., ¡i. 661. 
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VIII. La declaración acerca de si les bienes futuros que 
adquieran los c6nyuges durante el matrimonio pertenecen 
exclusivamente al adqui ren"te, o si deben repartirse entre 
ellos y en qu6 proporciOnl 

IX. Las bases para liquidar la sociedad; 

Lo que antecede significa que la configuración de la 
sociedad conyugal no debe presumirse y deberá estarse a lo 
que estable:can las capitulaciones matrimoniales, pudiendo 
aquella conformarse como una comunidad universal o una 
particular o limitada en cualquiera de sus v~riedades: 
Comunidad de bienes muebles; de adquisiciones a titulo 
oneroso <gananciales>I de muebles y adquisiciones etc., con 
los, matices que los esposos o contrayente~ deseen 
imprimirle. 

Dichos pactos deben otorgarse por escrito segUn lo 
dispone la ley, Art.98 fr.V <29>, bastando el instrumento 
privado a excepciOn de aquellas "capitulaciones matrimoni.ales 
en que se constituya la sociedad conyug•l<que> constar•n en 
escritura póblica cuando los e5posos pacten hacerse 
copartícipes o transferirse la propiedad de bienes que 
ameriten tal requisito para que la trasla.ciOn sea vAlida 11 

<1851. "En este caso -dispone el articulo 18&- la alter•Ción 
que se haga de las capitulaciones deberá tambi•n otorgarse en 
escritura pública, haciendo la respectiva anotaciOn en el 
protocolo en que se otorgaron las primitiva& capitulaciones y 
en la inscripciOn del Registro Póblico de la Propiedad. Sin 
llenar estos requisitos, las alteraciones no producirAn 
efecto contra tercero 11

• 

b) Ausencia de Capitulaciones o Capitulacionea 
incompletas 

La gran frecuencia con que estas situaciones se 
presentan constituye la generalidad entre los contrayentes 
que eligen el régimen de sociedad conyugal en nuestro medio, 
siendo la excepciOn aquellas parejas que capitulan en forma 
detallada previendo todo aquello que garantice el buen 
funcionamiento de las relaciones que con motivo de dicho 
régimen se originan y evite diferencias su interpretaciOn, 
no sOlo entre los conyuges, sino entre todos aquellos a 
quienes toca en su oportunidad, terceros, jueces, 
registradores de la propiedad, notarios, etc. 

La consideraciOn anterior amerita la inclusiOn de este 
apartado en el presente trabajo y la justifica si • ello 
agregamos las deficiencias de la legislaciOn vigente con 
respecto a las anteriores ya esbozadas, con las 
caracteristicas que nos permitimos recordar de manera sucinta 
haciendo la comparaciOn para patenti•ar el retroceso sufrido 
y ver mas de cerca el caos actual. Recapitulando: El cOdigo 
civil vigente suprime el régimen supletorio tanto en lo no 
previsto por las capitulaciones matrimoniales, cuanto a la 
abstención en la elección del rtgimen patrimonial (ausencia 



de r~giman prim~rinl: desaparece la disposición que delega la 
admini~tración de la Sociedad en el marido; suprime 
igualmente:.> la formalidad de la escritur-a pública para todo 
caso en el otorgamiento de las capitulaciones matrimoniales; 
se omite la disposición {2124 e.e. 1870> que protege a la 
consorte y a los acreedores de la comunidad de la falta de 
claridi'lr:1 o publicidad en cuanto al régimen pactado; se omiten 
tambi~n por consecuencia las prolijas disposiciones que 
distingL1en las masas patrimoniales; se elimina el 
consentimiento de la mujer para la enaJenación de bienes 
raires pertenccit:?nte5 a Ja romunidad y la protección que 
tanto ella como sus herederos. go~aban por la enajenación que 
de los bienes gdnanciales y contraviniendo la ley en fraude 
de é~tos, llevara a cabo el marido; como remate, se deroga el 
precepto que establecía l.'.1 división de los gananciales por 
mitad entre los consortes o sus herederos sin importar el 
valor o coste de los bienes que cada uno de ellos hubiere 
aportado al matrimonio o adquirido durante él y aunque alguno 
o ambo~ ''h~ya carecido de bienes al tiempo de su 
cel cbr:.;r:i ón". 

Establec1da ta derogación del régimen supletorio en el 
que ~i::> enccmtr aban la mayor parte de 1 dS d l ~posü.: i one~ 
apunt,::.:das, 1 os cóny1..1ge~ !::.e ven obligado~, caso de adoptar· el 
régimc-n de sociedad conyugal. ,:\ reglamentar los e>:tremos 
contenidos en la ley. deben pronunciarse no sólo sobre la 
compoc;ición del acti~o y pasivo de la sociedad sino además 
sobre ;H:.pr:.>r:tos. tér:nic:os que e~.ciJpan ta mayor de las ocasiones 
a su capacidad de previsión. tales como la e;:tens1ón de la 
socipd~d. así como su administración y liquidación. 

Ante la dificultad de capitular completa y 
det~tl~damcnte quP la realidad nos muestra. dicha deficiencia 
ha sido suplida con el otorgamiento de capitulaciones 
matrimoni.:.1les Pn una farmd 1mpre~a quP el propia oficial del 
Rr>gistro Civil fücilita a los cón¡•uges quienes no hacen más 
qur. f i rmi\rl;:. y quE? no re1jnc en su totalidad 1 os puntos que la 
ley e>:ige. 

Dicha documento establece de manera def1c1cnte una 
soci~dad a~emejada ~ la de gananciales y deja al garete entre 
otros e~!tremoe., la administración de la socieddd y las 
facultades d~l ~dmin1str~dor. asi como las bases pdra 
liqLtidar 1;:. snc:\cr1ild. comn se dl~sprende de su conte1u.do, 
mismo que se reproduce a continuación: 

" ••• Los sL1scr i tos. con las general es e::presadas en 1 a 
c;olicit.L•d de matr·imoni.o, que oportunamente presentamos, ante 
ut;=tP.d resputuosamentC> e;:ponemos: 

OL1e de conformidad con lo prevenido por la fracción V 
del articulo 98 del Código Civil vigente, venimos apresentar 
el siguiente convenio, que atañe a biene~ futuros por no 
tenP.rlos presentes, bajo las siguientes basns: 
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l.- El matrimonio se contrae bajo el régimen de sociedad 
conyugal. 

It.- La sociedad conyugal comprenderá todos los bienes 
muebles e inmuebles y sus productos que los consortes 
adquieran durante su vida matrimonial, incluyendo el 
producto del trabajo. 

III.- En los bienes y productos de la cláusula anterior, 
cada consorte tendrá la participación del cincuenta por 
ciento. 

IV.- Administrará la sociedad el marido, teniendo todas 
las facultades inherentes a su cargo, según el Código Civil 
vigente. 

V.- Las bases para liquidar la sociedad serán las 
establecidas por el mismo Código en sus artículos 
relativos.- .•• '' 

Es evidente que Lln documento así formulado, no puede 
sustituir la minuciosa regulación contenida en los códigos 
civiles de 1870 y 1884, fruto de años de paciente labor y 
probada eficacia que sus fuentes y la prudencia de sus 
creadores le aseguraron. 

La severa crítica que tanto la legislación actual como 
la utilización regular del documento mencionado, 
acertadamente han merecido por parte de los conocedores de 
la materia, no ha aportado soluciones unánimes al 
tratamiento que los diferentes problemas se plantean en la 
práctica. 

La situación se complica cuando ni siquiera hay 
capitulaciones e>tpresas o mAs aún cuando de la lectura del 
acta, no puede saberse por no haber indicación ni haber 
documento, ni constancia alguna de cual es el régimen 
patrimonial elegido. 

Diversas posturus se han adoptado en doctrina para 
estl'lblecer el régimen supletorio que debe presumirse en 
ausencia de capitulaciones e>:presas y hay aón JUristas que 
han sido radicales en su opinión como el distinguido maestro 
Barrera Graf, para quien la omisión de la declaración en el 
acta del régimen por el que se opta, acarrea una causa de 
nulidad del matrimonio (3(1). 

Absteniéndonos de comentar todos esos supuestos por no 
ser conducentes al objeto de nuestra atención, nos 
contentamos con afirmar que el régimen legal supletorio que 
debe deducirse en ausencia de capi tul aci enes e>: presas y de 
declaración en el acta respectiva, es el de separación de 
bienes, por las razones que señalamos en el primer capitulo 
de este trabajo y en consonancia con el artículo 172 de la 
ley; aclarando nuestra posición y a diferencia de la opinión 
del maestro S~nche: Meda!, para quien e"iste también un 
régimen patrimonial supletorio, "regimen legal de bienes en 
materia de matrimonio'', qui? es el de separación de bienes, 
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que opera. aón si las capitulaciones matrimonialea 5e 
otorgaron en forma "incompleta" o no se otorgaron pero 
aparece la mención en el acta correspondiente; lal 
consideraciOn parte del articulo 172 errOn•amente citado 
Cl.5> -y agrega que- puede demandarse judicialmente la 
nulidad del contrato de sociedad conyugal y volv•r al r•gim•n 
de separación de biene5 en caso de omisiones de los cónyuge& 
sobre "elementos esenciales que debe cont•ner el otorgamiento 
de capitulaciones matrimoniales. 

El autor en cita, desautori~a y critica la Jurisprudencia 
de la Tercera Sala que se inclina en el sentido de que "basta 
la indicación de que el matrimonio •• contrajo b•jo el 
rfgimen de sociedad conyugal ~in reglamentación alguna o con 
una reglamentación insuficieni.r.' par• que "pe..- virtud del 
articulo 1796Csic> del Código Civil puedan aplicarse, a 
titulo de con~ccuencips conforme a su naturaleza, los 
derogados preceptos de los anteriores Codigos Civiles de 1870 
y de 1884 que et1tructuraban el régimen legal de sociedad 
conyugal (31) -Tesis No. 358, págs. 1068 y 1069 del apéndice 
de la jurisprudencia de la Tercera Sala de la Corte hasta 
197~- <1.6). Tambil'm Martinez Arrieta se muestra contrario a 
ese parecer, al comentar otra Tesis de la Corte donde señala 
que 1 a misma establece un régimen jur1 sprudcmci al que 
pretende derivar de la sóla denominación del rógimen, el 
contenido del mismo y que por la diversidad de contenido que 
ofrece, carece de fundamento legal y que no puede integrar 
la voluntad de las partes y por ende las capitulaciones, y 
que para ello deben llevarse • cabo con las reglaa de la 
sociedad civil <32). 

A pesar de las opiniones aducidas anterio..-mente y win 
negar las razones que las sostienen, hemos de comulgar con 
la tesis d~ la Suprema Corte ya que si bien ésta establece 
un régimen en ausencia o deficiencia de capitulaciones 
matrimoniales, el de gananciales, lo hace precisamente en 
cumplimiento de una de sus funciones, integrando la ley y ha 
obrado de acuerdo, nó sólo a la más pura esencia de la 
sociedad conyugal y la tradición juridica mexicana, fallando 
equitativamente e integrando la voluntad de los consortes 
tsi se permite la e>:presiOn>, como la tesis lo confirma, pues 
no podría considerarse. poi'" la ausencia de dichas 
capitulaciones que el régimen supletorio es el de separación 
de bienes, contraviniendo asi la voluntad de los consortes, 
que se ha expresado y hecho constar en el acta misma y cuya 
decisión ha sido ratificada, más aón tomando en cuenta que 
esa falta no es imputable a ellos sino a la negligencia del 
Oficial del Registro Civil que ha dejado de cumplir una 
obligar.ión emanada de la propia ley <art.99>. 

C:t1l S.tmC"he~ ?'1,...,rfol. Ramón. De los Contratos: Civil P'=. 
Er:I. Porrú"1~ Ml·>:i.co .• 1986. Ei\. c:od. ¡:.. :::99. 

C':"::'l MMrtinn:: Arriet~ .• Op.ci t. p. 58. 
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E. NATURALEZA JUR!DICA DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 

1. Naturaleza Jurídica 

Nos encontramos sin duda ante uno de los temas que mas 
polémica han sucitado, tanto en la doctrina nacional cuanto 
la extranjera Y cuya solución no parece clar•. 

Cast~n Tob•ñ•• sintetiza la cu•stiOn traduci•ndol• en 
la del derecho que tienen los cónyuges sobr• los bienes 
(comunes> (33). 

Efectiv•mnt•, nos •nfr•ntamos al tratar de d•r 
satisfacción a dicha interro9•nte, con una empre•a formid•ble; 
la labor se hace mAs difícil con el tratamiento que 1• 
legislación patria le di•P•n••• pues par&ce d•rle diversos 
tratamientos a lo largo del articulado del código. 

Las teorías a qu• ha dado lugar esta materia no •on pocas, 
algunas asimilables entr• sir con diferencjas de ~r•do y 
otras que son hoy, insost•nibles o de aplicación sólo •n 
algunos sistem•• Jurídicos, pero que van poco • poco tom•ndo 
carta de naturaleza en otros hasta hace poco desconocidas. 

En este orden d• id••s •s necesario disc•rnjr d• entre 
la variedad de Teorías que merecen por si mismas mayor 
reflexión incluyendo las qu• YA han sido obJeto de ell• por 
los comentaristas nacionales, concentr•ndono• •n laa que a 
nuestro Juicio Par•c•n de mayor soljdez, a efecto d• 
acceder al probl•ma d• la inscripción de la soci•d•d Conyugal 
en el Registro Pllblico d• la Propiedad, con un• postura 
razonable. 

2. Divers•s teorias en torno a su Naturaleza Jurídica 

1> Propiedad del marido. 
Esta teoría es originada en Francia por Jos comentaristas 

de las costumbres franc•aas, quienes no reconocieron la 
comunidad de bien&s, sino que ~stos eran atribuidos al marido, 
estableciendo para la mujer sólo un derecho eventual, una 
esperanza de derecho de una cuota • la disolución d•l 
matrimonio. En el D•recho Franc•s la d•f iende Troplon~ quien 
nos es citado por De Cossio y Corral 1 "El marido, dice, es 
·durante el mari•onio el Jefe de la comunidad, tiene la libre 
administración, puede disponer de los bi•nes 1 perd•rlos. La 
muJer no es mas que un asociado pasivo que no tiene dL1rante 
el matrimonio m~• que un derecho inerte, •n tanto que toda la 
acciOn corresponde al marido. Este estado de cosas no~ basta 
para mantener en el der•cho moderno l•• •MPresiones <<dueño 
y señor>>, consagradas por la antigua prActica, y , por 
decirlo •si 1 sacramentales ••• El marido, que puede venderlo 
todo, enajenarlo, hipotecarlo, sin el concurso de la mujer, 
es ciertamente tan dueño y señor bajo el Cddigo civil, como 

C33) C".i5tf;ñ-Tobei'i"a5, ,lci~é, Dcrechc:. Ci vi 1 Español Comlir, ,­
Foral. T. 5o. vol. to. Ed. R!:uss, Madrid, 195:, :i .. \. ed. 
p.326. 
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bajo el imperio de las costumbresº <34). Esta doc:.trina fué 
perdiendo terreno desde que se han desarrollado los derecho& 
de la mujer hacia un plano de i9ualdad en relación a los del 
marido y definitivamente dejada del lado por los autora~ 
recientes que reconocen al igual que la legislaciOn, la 
comunidad de bienes entre los esposos, y de•echan ~u 
confusi6n con los del marido f35>. 

2) Patrimonio adscrito a un fin. 
Esta teoría sostenida por Measineo, tiene •n apariencia 

un• solida fundament•ci6n; el p•trimonio es consid•r•da como 
una unid~d que adqui~re autonomí• en •tenciOn •l fin qu• est4 
destinado. 

Esta Tesis es semejante a la 11 Teoria del Patrimonio de 
Oestino 11 ~ cuyo ev.ponente principal es Brinz y se Afilia de 
plano a la "Moderna T•oria del Patrimonio afectac:ión", 
originada por Planiol, Ripert y Picard. Sua cr~adores ya no 
confunden el p•trimonio con la noción de personalidadJ esta 
teoria, lo conside~• en términos similares a la de Brin~, pero 
acentúa su especial afectaci On si un fin "jur:i di co-económi co 
que la da autonoml.a propia y permite la c::rnistencia de un 
r~gimen jurídico especial, para darle tambien fisoncmia 
distinta en el derecho a esa masa autónoma de bienesº. En 
nuestro Derecho eMisten -segün Rojin~ Villegas­
manifestacionf!s de •S• teoría que constituye uni11 t:u:cepcidn a 
la teoria clásica del Patrimonio pBraonalidad consagrada en 
la legislación mexicana, tales e~cepciones son las 
~onst1tu(das por, entre otras institucioness el patrimonio 
familiar; el patrimonio hereditario y la sociedad conyugal 
(36!. 

AOn considerando a la sociedad conyugal como un patrimonio 
sep•rado del propio sujeto pero perteneciente a ést• como ha 
sido reconocido •n otras épocas y actualmente en nuestra 
legislación, puede declararse que la autonomia de la sociedad 
tonyugal o ~l patrimonio que con ella se forma, no es de tal 
grado que su destino la separe del patrimonio general del 
sujeto, es decir reconociendo la e>:istencia de dos (o mlis> 
masas patrimoniales del cónyuge, •stas no estan separadas de 
tal manera que dicha autonomia impida su confusión, como 
sucede en el patrimonio de la herencia; tampoco impide qu~ 
los acreedores de la sociedad conyugal puedan ejercer sus 
derechos sobre los bi~nes propios de los cónyuges que a fin 
de cuentas, son los que conforman dicha sociedad. 

En suma, en la sociedad conyu;al no se derogan los 
principios de inalienabilidad e indivisibilidad, reconocidos 
por la teor!a cl4sica del patrimonio personalidad -seguid• en 
el Derecho Positivo Mexicano-, siendo por tanto, inaplicable 
la t•oria en estudio. Adem6s de que la Teoría que se expone 
no da respuesta a varias tnthrrogantes que la sociedad 
conyugal plantea. 

<3111 Cñs-;,;o-,. Corral Do, La soci•·dad •••• p. 17 .. 
<::.5l Josserri'nd Louis ci.t. pos. Martinez Arrietü.~ op. cit .. 

p. 88. 
(36> Pojin? Vill~g~s. R~fa~l, Compendio ••• T. JI., p. 17 y 1?. 
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3> Copropiedad por cuotas o fracciones. 
Llamada así en razón de basarse en la indivisión romana, 

conforme a la cual cada pr6pieterio tiene derecho a una parte 
alícuota sobre determinado<s> bienCes) y que es la 
proporción en que los propiet•rios gozan de los beneficios de 
la cosa y sufren las cargas asi como obtienen una parte 
material de la misma al momento de dividirla o de su valor si 
no es suceptible de división C37l, la sociedad conyugal se 
regiría por los principios aplicables • ~ste tipo de 
copropiedad e>:presamente regul iada en el código ci vi 1 y que 
enumeramos a continuaciOnt 

1 - El particular derecho de propiedad recae sobre un 
bien o serie de ellos especialmente determinados Cy presentes) 
<938> 1 

2 - Ninguno de los coPropietarios esta obligado • 
permanecer en la indivisión - hay desde luego excepciones 
como la de las copropiedades forzosas-, • tal ef•cto esta al 
alcance del copropietario que así lo deseé, l• acción de 
división de cosa camón <939>; 

3 - La participación en el derecho se preau•• igual, 
Balvo pacto en contrario <942>; 

4 - Para la administración d•l bien común ae requiere la 
mayoria de los participes e int•res•• C946,945,947>J 

5 - Todo copropietario al ser propietario de su cuota, 
tiene la facultad de enajenarla, cederla o hipotecarla (950)1 

6 - Los condueños gozan del derecho del tanto C973>; 
7 - La copropiedad termina por la división de la cosa 

coman, por su enajenación y por la consolidación e reuniónde 
todas las cuotas en un solo copropietario C97bli 

8 - Todo copropietario puede servirse de la cosa, siempre 
que no impida a los demás el uso de la misma segOn su derecho 
(943>; 

9 - La participación de cada condueño en lo• frutos y 
utilidades, es decir, los beneficios, así como las cargas, 
ser6 en proporción a su cuota C942>. 

Las notas distintivas antes listadas no son, como luego 
se verA perfectamente aplicables a la aoci•dad conyugal y 
desmerecen la aplicación de esta doctrina. 

4) Sociedad civil con personal~dad jurídica. 
Esta tesis, defendida en su momento en Europa, 

especialmente en Francia, es objeto de controversi• en •1 
Derecho Me>:icano fundamentalmente por dos ra.:ones1 Una de 
ellas es la de haber sido sostenida por Rojina Villegas, 
autor de gran prestigio, si bien sus argumentos al r•specto no 
gozan de popularidad entre los conocedroes de la m•teria; fu* 
puesta nuevamente en discusión merced • l• segunda causa que 
es la de haber sido admitida por la legislación del E5tado de 
Tlaxcala, el que expresamente le reconoce personalidad 
jurídica a la sociedad conyugal -Art~ 70 fr I. c~c. del 
Estado de Tlaxcala-t decisión dicutida que h• 
ganado una ola de criticas Cl.7>, pero que probablemente 
auxiliara al desarrollo de la dogmática jurídica al traer un 
problema doctrinal a la realidad pr6ctica. 
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Abandonada en Francia esta teoría y vuelta a ser 
defendida por Bonnecase, Carbonnier y Deschenaux, así como en 
Italia y España, donde es concebida como una sociedad por 
asimilación al concepto romano más próximo, por Sala 
Febrero, García Gayen•, Guti•rrez 1 De Diego, Manresa Y otros, 
no sin reconocer una serie de importantes diferencias entre 
ella y 1• sociedad camón, llegando S•nchez Reman Y Valverde a 
reconocer a la sociedad conyugal personalidad Jurídica 
propia, engendrada ella con la celebración de matrimonio, 
asigni'ndo la propieda.d de la comunidad a dicho ente que 
gobierna la acción económica de la sociedad de gananciales Y 
hasta que •sta es disuelta 1 no adquieren la propiedad de las 
ganancias los cónyuges o sus causahabientes, concediendo al 
marido la administración <39)ª 

Carbonnier por su parte afirma que en el consorcio 
conyugal se reúnen los reqL1isitos necesarios para que sea 
considerada sociedad, o sea el fin de lucro y la affectio 
societatis, aclarando que por lo que al fin de lucro se 
refieret su objetivo es la realización y el reparto de 
beneficios, que nó sol o se limitan a las ganancias 
pecuniarias, sino la seguridad y econond.a que se deriva de 
1 a comun1 dad; asi también afirma ql.le e>i i ste la affect i o 
societatis es decir la voluntad de unión y participación en 
los riesgos de la empresa social; todavía más, considera que 
en la mayoría de los casos, el matrimonio inspira en los 
esposos sobre todo si estos son jóvenes, l.ln deseo de 
adquirir, cuando fundan un hogar adoptando dicho régimen, 
sustituyendo la affectio conJU9alis por una affectio 
societatis "en su completa significación técnica", 
intervienen la voluntad de unión y la aceptación d~ los 
riesgos en 13 formación de éste elemento psicolóqico (39). 

Esta tesis es y ha sido obJeto de numerosets objeciones, 
por principio, el hecho de que esta comunidad obtenga 
lucros, elemento, si no, adventicio, por lo menos no forzoso 
o indispen~able en el senlido de que constitu~a un elemento 
esencial o de e>:istencia, es decir que no es su fin, en todo 
caso la obtención de ganancias, sólo son un medio, un 
instrumento que coadyuvve a la obtención de otros fines de 
mayor importancia, como es la atención de las necesidades 
materiales de la familia. En cuanto a lCl aíteclio ~ocietatis, 
las objeciones son evidentes y basta de muestra la comparación 
del objeto y fines tan dispares entre ambas asociaciones, asi 
como el hecho de que en la mayoria de las veces, los cónyuges 
ni siquiera están conscientes de est~ pretendida affecctio 
soc1etatis cuando celebran su matrimonioª 

No obstante la asimilación de la sociedad conyugal a la 
común 1 se han advertido desde el origen de esta analogía, las 
di ferenc1 as que entre ellas existen y objetada su 
calificación en muchos casos1 desde Sanz Morquecho Y Velasco 
at1tores Español y portugués respectivamente de 1 a edad 
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modernaC40>, pasando por Mateas Alarcón en nuestro país y 
L~~r~1= P~rdejo y Martinez Arrieta en la actualidad por 
mencionar algunos. El mismo Velasco en su momento niega esta 
equiparación enérgicamente entre ot'ras ra;:.ones "porque no es 
solución aceptada ni por el derecho civil ni el canónico que 
por virtud del contrato matrimonial se contraiga sociedad 
alguna en cuanto a los bienes, ni particular ni universal y 
ello por la distinta finalidad que las anima -y aclara que­
Difiere también de la sociedad particular, porque en ésta 
tiene mayor derecho aquel que aporta mayor cantidad o mayor 
industria a la sociedad y en nuestra comunicación de 
cónyuges, no se tiene tal consideración, sino que 
indistintamente se comunican todos los bienes por igual. 
Adem~s en la sociedad particular no se produce la 
comunicación ipso iure, contra lo que ocurre en nuestra 
general entre los cónyuges" C41>. 

El maestro Rojina Villegas, en defensa de su teoría, 
afirma que la Sociedad Conyugal se organiza comuna persona 
jurídica, por contar con un patrimonio "mediante la 
aportación de bienes que hacen los consortes", tanto 
presentes como futuros, lo que no sucede en la copropiedad. 

"Por otra parte -añade el maestro- el Código Civil nos dice 
que en la sociedad conyugal hay un representante que puede 
estar ejecutando actos de administración, y de dominio en 
general, obrando en nombre y por cuenta de la sociedad 
conyugal. Todas estas disposiciones indiscutiblemente 
caracteri~an a esta institución como persona jurídica con un 
patrimonio. (art. 184)" y apoya tal argumento con el numeral 
188(sic:) que 11 al enumerar los requisitos que debe contener el 
pacto de sociedad conyugal, señalan en primer término que el 
socio administrador tiene facultades para ejecutar actos de 
simple ddministración_, así como para llevar a cabo actos de 
dominio". sol uci On de 1 a que se priva el Código. 

Apoya los anteriores argumentos con el articulo 18~ que 
manda la aplicación supletoria de las reglas del contrato de 
sociedad civil para lo no estipulado en la sociedad conyugal. 

"Todos estos artículos nos autori;:an a consider..ir que la 
sociedad conyugal se constituye como una persona jurídica, 
con un patrimonio tanto de bienes presentes como futuros, 
comprendiendo un activo y pasivo, y que actüa por conducto de 
un representante; que los bienes que constituyen ese 
patrimonio pueden ser no sólo cosas y derechos, sino tambi~n 
el producto del trabajo y el numerario. Estas características 
no e):isten en la copropied.:id" (42>. 

No obstante lo anterior. admite la posibilidad de una 
solución contraria~ conforme a los art.icL1los 185 y 194 de la 
ley y acepta en primer lugar que la ley no raconoce 
expresamente personalidad jurídica al consorcio conyugal, 
aunque en definitiva considera el empleo de la idea de 

i~T~;;: p. 512 a St4 .• 
'."'rn1;- BP. ... dP.jD, En .,..:-rr.o ••• p. 511 (li·d.ir,, C""t t:l u:-1glo1.dl 
v Co~=:ío y Corr-:tl r'e~ La Scciedad ... , p. _ ... ~t.r·~ .. .:h.1c..c:11J11i. 

~~t~~~= v!!)~~~~~! 1 ~~~-~~~~-c:~(;:~ ~~:.:i:~.~·n;, ~-~-~11., Ed. 
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copropiedad en las disposicioes anteriores como un error de 
técnica legislativa que no puede contrariar su 
caracteri:aci ón como persona moral <43l. 

A las consideraciones que pueden oponerse en contra de la 
equiparación de la sociedad ordinaria con la conyugal, se 
agregan dos suficientes para desca.lificar la Teoría antes 
9Mpuesta. La primera es la falta de e~plicación hacia la 
organización de la sociedad legal de gananciales instaurada 
por el legislador en 1870 y 1884 que sin ser igual a la que 
preve~ el Código vigente, re~ne las caracteristicas de 
''organización de una persona juridica'' que el maestro aduce, 
sin reconoc~rsela por ello el ordenamiento en citaJ y la 
segunda y m~s importante que es la atribución de 
personalidad jurídica que ademés de no haber sido aceptada 
por un e>:Amen serio de la doc:trina nacional y e~:tranjera ni 
tampoco por algUn ordenamiento jurídico <a e>:cepc:iOn del de 
Tl a>: e.al a) die.ha personalidad no puede ser a tribuida más que 
por •l ordenamiento objetivo. lo que tampoco hace nuestra 
legislación ni puede e.en mucho. pr-esumirse: el artículo 25 
del Código Civil para el Distrito Federal en materia camón y 
para toda la República en materia Federal enumera 
limitattvamente aquello~ entes a los que se les reconoce como 
personas morales entre los que no se encuentra la sociedad 
conyugal y que por el hec:ho de denominarse "sociedad" tampoco 
autoriza su inclusión atento a las diferencias y su 
regulación diversa por- la ley. Y en contra del reconocimiento 
como tal <persona jurídica) por un estado de la Federac:ión, 
diremos con Nast, que es e:~traña la creación de un e•nte 
distinto de las personas del marido y muJer que seria el 
titular del patrimon10 comün ya qLte estaria en contra de la 
confusión que durante el matrimonio se crea entre sui:;. bienes, 
así 1 a de que "toda deuda comi:in e<;., al mismo tiempo 
necesariamente la deuda personal de uno de 1 os espososº. En 
sum~. la creación de esta persona acarrearía múltiples 
problemas prácticos en las relaciones de los cónyuges entre 
si y con terceros~ por la interposición de esta persona 
''adicional'', (pi~nse~e por ejemplo en las adquisiciones de 
bienes o en el régimen aplicablw a las personas mor~les 
derivado del articulo 27 Constitucional y de sus leyes 
reglamentarias) 'I ante todo destruye el a>:ioma de que los 
bienes de los esposos así como sus cargas y deud;:i.s les 
corresponden a ellos precisamente. 

5> Comunidad en mano comün. 
Fué en Alemania desde siglos anteriores y en su moderna 

expresión a través de Beseler y Otto Gierke en el siglo XIX 
que se desarrollo en la teoría y la practica, la doctrina de 
la comunidad jurídica de ambos cOnyuges en mano camón 
<Gemeidershaft ;::ur gesam1nte Handl ~ seguidos por Huber en 
Sui:a, h~ sióo la inspiración de los códigos civiles 
respectivos. también goza de algón predicamento en Francia y 
sobre todo en España donde la ley si bien no la ha 
desarrollado. implícitamente la ha acogido a través de 
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reformas inspiradas <muy probablemehte> por la Jurisprudencia 
de la Dirección General Qe' los Registros y del Notariado que 
en ~sta materia ha sido pr6diga y se ha inclinado, titubeante 
al principio, más resueltamente después y confirmada por 
civilistas de prestigio como Roca Sastre, Batlle Vázque:, 
Bonet Ramón, García Grunero, HernAndez Ros y Castan Tobeñas 
quien fu~ su prec1.1rsor y principal defensor. 

Dicha comunidad existent~ entre los cónyuges es una 
especie o aplicación de la mano comün, la que también se 
halla presente en la comunidad hereditaria y el contrato de 
sociedad. Sus rasgos fundamentales nos los señala Wolff 
describiendo en primer lugar los bienes comunes como un 
"patrimonio comiln" de ambos cónyuges. Cada uno de los objetos 
que lo compone pertenece en comun a los cónyuges, el 
derecho de cada uno de los cónyuges no es un derecho de 
miembro (de una corporación>, sino una participación, lo que 
indica que son sujetos de los derechos sobre los bienes los 
propios cónyuges; la participación de cada uno sobre el 
patrimonio común y sobre cada uno de los objetos que lo 
integran no es una cuota pues no cabe expresarla 
numtricamente, sino a la disolución de la comunidad y después 
de pagadas las deudas; dichas participaciones sobre el 
patrimonio y los objetos que lo componen están 
permanentemente unidas, lo que indica que no pueden disponer 
de su participación ni aún con el consentimiento del otro 
cónyuge y que tampoco puede ninguno de ellos pedir la 
división del patrimonio camón o de un objeto del mismo (4~>. 

Aunque de origen germánico, ésta teoria, como se ha 
comentado ha sido objeto de móltiples estudios por los 
traductores y comentaristas aspañoles y es a trav•s de ellos 
eomo se ha difundido en tberoamérica, siendo ello una ventaja 
para El Derecho Mexic~no, por la ascendencia y paternidad 
que representa en la materia el Derecho Español, el provecho 
que la doctrina nacional ha obtenido de ello, ra:ón po~ lo 
cual no dudamos, a~n a riesgo de parecer redundantes y con el 
fin de dar mayor claridad a la exposición, en reproducir las 
notas con que la doctrina Española recogidas por Lacruz 
Serdejo, ha carncteri:ado esta comunidad <45): 

"a> L...a titularidad de los comuneros recae sobre todas y 
cada una de las cosas <o derechos, sin duda) que forman el 
acervo común. Cada consorte tiene, según Roca Sastre <que 
cita a Huberl un derecho de propiedad completo, pero 
limitado, porque otro tiene igual derecho a la totalidad. 
Todos los comuneros, en opinión de García Granero <que en 
este punto sigue a Ferrara>, constituyen una colectividad en 
la que desaparece su individualidad como titulares 
independientes, siendo aquella la que ostenta la titularidad 
de los poderes jurídicos. Los eondueños -dice Heroández Ros, 
apoyado en la resolución de a de julio de 1933- forman una 
colectividad a la que pertenece la cosa o derecho. 

<44} Eññ;;~;.;:us~ Ltid~·JiQ.- l<ípp, Teodor ¡ Wol ff, t1artin, Tratado 
de nerec:ho Civil. Derecho de F'~"lmilia, T. 4o. 1101 to. 
Ed. 9osc:h~ Barcelona 1 1941, Trad. de la 20a .. od. Alemana 
anotarlo pnr Blas Póre: y José Castán, p. 414. 

(45l Lacruz BE>r-dr _lo, En Torno .. ,. p. 5~7- C'; '526 .. 
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b> No hay cuotas. Para Hernánde= Ros, ni reales ni 
ideales. Para Roca Sastre, no sobre el objeto en si, sino 
sobre el valor patrimonial que representa a la liquidación. 
Para Pére= González y Castán Tobeñas, no hay derecho actual a 
una cuota que pueda ser objeto de enajenaciOn o dé lugar a la 
liquidación; si como ra=ón o medida de la participación que 
corresponde a los cónyLtges en el remanente liquido que 
resulte después de pagadas las deudas. 

e> Hay un vinculo personal entre las comuneros, mientras 
la copropiedad es una relación real, de la que cabe 
desprend~r~e por el abandono <Roca Sastre). Entiende García 
Granero <con Stobbe, Heusler y otros>, que de tal modo es 
personal la comunidad en mano común, que dicha relación 
personal genera por su propia virtud y eficacia y de modo 
reflejo y secundario, a la relación de comunidad económica, 
la cual se disuelve cuando falta el vinculo. 

dl Además añado Roca Sastre que en este tipo de 
comunidad hay una finalidad colectiva que cumplir, con los 
medios comunes, por los consortes. 

e) Sea por consecuencia de la vinculación a un fin 
c:olec:tivo, por su carácter personal o por la indeterminación 
del derecho de los comuneros mi.entras dura la comunidad (en 
esto hay divergencias), el derecho de los comuner-os es 
i nal i enabl e y a ninguno de el 1 os compete la acc1 ón comuni 
di vi dlmdo. 

f) F'rente al principio democrático segú11 el cual se 
organi~a la copropiedad, hay en la comunidad matrimonial una 
organi ;:ación jerárquica <Roc:a Sastre>. Otros autores 
entienden que la diferencia en aste punto estriba en que 
mientras la ~omunldad romana se haya organi;:ada de un modo 
marcadamente indivi.duallsta, en la comunidad germánica es 
precisa, en principio. para todas las actuacione$, la 
formacl ón de una volunti\d comUn, que puede ser la de todos 
los miembros, la de la mayoría o la de uno de ellos al que la 
ley ha asignado el papel de órgano de expresión de esa 
votunti\d com1.'1n. 

g} Todavía se cita. como una de las consecuencias de la 
falta de cuota= partes,·o bien de la e>:istenc.ia de un derecho 
de cada comunero sobre la cosn entera <aunque limitado, 
comprimido. por los idénticos derechos de los otros>, el 
acrecimiento de los comuneros que permanecen, cuando uno du 
ellos sale de la comunidad. 

h> Añaden algunos que la comunidad en mano común versa 
siempre~ o las más veces, sobre un patrimonio." 

A los elementos anteriores y para evitar confusiones a 
que puede dar lugar una enposici On tan sucinta, es 
conveniente sumar algunas observaciones:. 
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Tnnto en el derecho Alemán, como en el Español, las 
adquisiciones llevadas a cabo por uno de los cónyuges 
-con m~yor frecuencia el marido antes de las reformas a los 
ordenamientos legales respectivos (1.8) - entran directamente 
a la comunidad, ya que, lo que el cónyuge adquiere para si, 
se convierte automáticamente en elEmento de dicho patrimonio 
camón, en otras palabras, no hay necesidad de transmisión por 
negocio juridico de los objetos que pasan a formar parte de 
la comunidad, sin perjuicio de probar en contra de la 
pre~unción legal establecida en los códigos respectivos, su 
adquisición con el precio proveniente del patrimonio 
privativo del cónyuge en cuestión. 

"Hay en la comunidad sobre el patrimonio una serie de 
titularidades sobre los bienes y derechos individuales 
compartidos por los consortes, los cuales son directamente 
copropietarios, cousufructuari os, coacreedor•s, etcétera, 
pero no se sabe en que medida es compartida cada una de las 
titularidades singulares sino por referencia a las otras y 
con arreglo ;l un mód•Jlo fijado por la ley o por negocio 
jurídico aunque en cualquier momento puede fijarse el valor 
económico de la situación jurídica global ••• esta situación 
se entiende no como la participación en un p•trimonio 
sino como la reunión de las participaciones sobre los 
singulares objetos que la componen" (46>. 

El patrimonio de la comunidad conyugal, sea sociedad de 
gananciales española o comunidad de g•nancias germánica es 
autónomo, con respecto a los patrimonios o masas 
patrimoniales de los cónyuges o bienes de calificación 
especial, tanto respecto de bienes como derechos y deudas y 
permite que dichos patrimonios entren en relaciones de 
derecho; de crédito y aón reales en el derecho alem~n. 

En consideración a las razones de su institución por la 
ley, y los intereses c:onyugales que tutela, la posición de 
cada cónyuge es inalienable, asi como la transmisión del 
patrimonio de ambos o su situación dentro de éste, ni el 
gravámen de la participación en él por uno de los cónyuges. 

"El carácter personal de la comunidad de bienes entre 
cónyuges, que tan marcadamente se muestra en toda su 
regulación positiva, no afecta, sin embargo, a la estructura 
de la relación entre los bienes c:omunes y los consortes, que 
es idéntica en todas las comunidades universales. En este 
punto hay alguna confusión, debido al doble sentido en que 
se emplea la palabra 11 personal'1

; mientras es licito afirmar 
que la comunidad entre cónyuges es personal, en cuanto que en 
ella participan los esposos en calidad de tales, siendo, por 
tanto, inalienable la situación de cada uno de ellos, no es 
exacto deducir de la naturale::a personal del titulo por el 
que se confiere la participación, la cualidad personal del 
derecho conferido, configurado asi como derecho relativo a 
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la persona, derecho de miembro de un ente moral" C47>. 

Como cabe suponer, la aceptación d~ esta teoría no es 
un4nime, si bien sus impugnadores no parecen tener tanto peso· 
como sus defensores, Lacruz Berdejo en su estudio quien en 
principio vé la comunidad de Ja mano camón como aplicable a 
la comunidad matrimonial, prefiere calificarla dentro del 
genero de "comunidad", como comunidad sobre un patrimonio, un 
"patrimonio dinámico, vivo; no en liquidación", por parecerle 
Ja teoría "un tanto nebulosa e impreci!ia e insuficiente para 
ca,..acterizar a la comunidad entra cónyuges", aunque reconoce 
la utilidad que la teoriil ha prestado para evitar su 
identificación con e1 condominio romano, en definitiva arguye 
que la simple invocación de la comunidad en mano com~n no 
resuelve el problema de la naturaleza juridica de la 
comunidad matrimonial porque pregunta, cuál es, a su vez la 
naturaleza jurídica de la comunidad en mano común? Es decir, 
que calific~ciOn jurídica merecen las participaciones de los 
comuneros en el objeto del consorcio?<48). Otros como De 
Cossío y Corral quien es uno de sus más fuertes impugnadores, 
la califica de 11 embrión de persona juridica, construida 
mediante una t~cnica jurídica hoy superada", se inclina 
decididamente por- la toor.ia de l.:i sociedad con personalidad 
jurídica, -hoy en completo descr~dito por casi la totalidad 
de la doctrina y la legislación- pu~s dicho autor eslima que: 
11 en buena lógica no debiera privarse a i!-sta del carácter de 
verdadera persona jurídica, dado el caracter asociacional que 
la anima y el gran nL"imero de problemas que quedarían 
autom4ticamente resueltos al admitirse este e~pediente 
t~cnico 11 (49>. 

6) Sociedad oculta sin personalidad jurídica. 
Esta tesis es formula.da por el maestro Sánche.: lfodal con 

la cual responde al ir1terrogante de cuál es la naturaleza 
jul"idica de la sociedad conyugal, pues sostiene: "Es una 
sociedad oculta, sin personalidad jurídica y que funciona en 
forma anttloga a una asociación en participación 11

• 

El distinguido autor es uno de los pocos en nuestro medio, 
st no el único, que ataca de frente y a fondo dicho problema, 
quien además hace una critica a los regímenes tal y como 
están dispuestos en el cOdigo civil vigente, en cuanto a sus 
consideracion~~ acorca de la naturaleza jurldica de la 
sociedad conyugal y de los efectos que produce entre los 
cónyug~s. es dr ~r~n intoréq para nosotros reproducir algunos 
de sus más importantes juicios al respecto: 

Como se ha apuntado, para el maestro, 1 a sociedad 
conyugal es una sociedad oculta, sin personalidad jurídica 
que funciona como una asociación en partic1pación. 11 Genera 
sdlo derechos personales o de cr~dito, que consiste en 
obtener una cuota final de liquidación, pero conforme a 
nuestro código civil no da nacimiento a un derecho real d• 
copropiedad sobre los bienes asignados ~ la sociedad 

C47) ibfd:-p. S48. 
(481 i b. p. s:s. 
C49l CoE~io y Corral De, La sociedad ... ~ p. ~B a 4,). 



conyugal 11 (50), di c:ha soc:i edad no genera a una persona moral; 
y tampoco transmite la propiedad o copropiedad de un cónyuge a 
favor del otro. · 

Más adelante desarrolla estas ideas, el derecho generado 
es el de un "derecho de crédito diferido a obtener una cuota 
de liquidación sobre las utilidades de determinados bienes de 
los cónyuges y exigible hasta el momento de disolverse y 
liquidarse la sociead conyugal, sin que pueda exigir&e que 
antes de esa disolución y liquidación se entregue una 
participación en los frutos o aprovechamientos de tales 
bienes ni menos en el valor de éstos al ser en•jenados por el 
cónyuge que aparezca como ti tul ar de el 1 os <2729 y 203) 11 

• . 
"El artículo 194 del Código Civil con su escueto y 

equivoco texto: '•l dominio de los bienes comunes reside en 
ambos cónyuges mientras subsista la sociedad' sólo se refiere 
a los bienes adquiridos en camón por los dos consortes por 
alg~n título verdaderamente traslativo de propiedad, como 
venta, herencia, permuta, donación, etc.; pero la sociedad 
conyugal por si misma no transmite bienes, ni derechos 
reales, puesto que la aportación que se hace al• sociedad 
conyugal no es en propiedad, toda vei que los bienes deben 
devolverse al final a cada cónyuge que los •portó C204>. En 
consecuencia, las aportaciones de bienes que hacen los 
consortes a la sociedad conyugal son sólo aportaciones en 
cuanto al uso o aprovechamiento de tales bienes 'societas 
quoad usum', de acuerdo con el articulo 2702, in fino, del 
Código Civil, aplicable supletoriamente <183, in fine>.'' 

Al mencionar los bienes adquiridos en comOn por ambos 
consortes por algún titulo traslativo de propiedad y no por 
virtud de la sociedad conyugal y al supuesto de donación de 
un cónyuge hacia el otro, de la copropiedad sobre algün bien, 
asegura que todos esos bienes son a lo~ que el legislador hace 
alusión cuando habla de "bienes comunes" cuando a ellos se 
refiere en los artículos 215 y el 194, antes relatado (51). 

Es notable la manera de caracterizar a la sociedad 
conyugal por parte del autor en cuestión, entl?rémonos con 
sus propic'.ls palabras: "la situación jurídica en la sociedad 
conyugal concL1erd~ fundamentalmente con la de una asociación 
en participación, dado que tampoco en ésta hay personalidad 
jurídica ni razón social <art. 2~3 de la Ley Geral. de Soc. 
Mere.) y el asociante es el Onico titular de los bienes y de 
las relaciones jurídicas con terceros <Arts 2~6 y 257 LGSM>, 
ya que las relaciones entre a&ociante y asociado son sólo 
internas de carácter crediticio Cart. 252 LGSMl de ahl su 
nombre de 'sociedad oculta', ••• 11 (52>. 

En ese contexto nos explica que la publicidad que puede 
tener el contrato de participación <al igual que la sociedad 
conyugal> no hace desaparecer frente a terceros la ~nica y 
e~clusiva titularidad del cónyuge que adquiere &n nombre 

<SO> Sá~Chei Medal, De los ..•• p. 404. 
(Sil ibidem. 406, 404, 407. · 
(52) ibi d. 408 .. 
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propio durante la sociedad conyugal un determinado bien y a 
su ve= la del asociante en la asociación en participaciOn ~ 

sin perjuicio de 1~ relación con el consorte y el otro 
asociado r~spcctivamente, por ello el cónyuge no titular de 
dicho!s:) bien~es> no adqt.1iere un derecho real, un de!"'echo de 
copropiedad sobr-e los mismos, aunque sean "llevados o 
imtrod~•cidos'' a la soc:ied~d conyugal, sino que sólo es titular. 
de un derecho personal o de crédito en contra de su consorte 
a· obtener una participac1ó11 en la proporción convenida como 
sucede en la asoc:iac:i6n en participación (53>. 

Es el r~:onamiento v~rtido en el párrafo anterior, parle 
de otra de <:u<:. asever.:lc1ones y ObJeto de su inconfor-midadt 
ya dentro de un apartado en que enjuicia a la sociedad 
conyugal, en él nos adv1 cf"te que la manera defectuosa en que 
está regulada la sociedad conyugal en el código civil produce 
efectos '1 eventu.:ilmente precario~"~ ya que al tenor del 
articulo 1q2 de la ley todo pacto que importe cesión de una 
parte de los bienes propios de cada cónyuge será considerado 
como Monaci6n entre consortes y podrá por tanto ser revocada 
cuando haya causu para ello a juicio del JUe~; y aqui viene 
lo OLle llama la atención, ya que niega todo efecto real a ld 
sociedad conyugal y después de una serie de consideraciones 
que niegan la posibilidad de que un bien adquirido por- uno 
sólo de los cónyuges~ lle.,·ado o introducido a la sociedad 
beneficie de la misma manera al otro y -L\gf"egt\- aün en el 
supuesto de que dicho cónyuge tuviera un 1nandato explicito di:! 
su consorte, hecho constar en el contrato de sociedad conyugal 
y hubiese habido en el momento de la adquis1ción de derechos 
por parte del cónyuge no compareci ante al .:icto, no 
siginificaria un~ copropiedad, no habría una adquisición por 
su parte ya que -e::plica- sin que e:i.:istiese la revocación 
anteriormente referida. "al momento de disolverse la sociedad 
conyugal, tal copropiedad debería en todo caso devolverse al 
cónyuge adquirente, tambi en por di sposi c.i ón e>: presa de la 
ley .• 'se c1c•.1olverá' a cada cónyuge lo que se llevó al 
matrimonio" <204) negando asi todo efecto a la sociedad 
conyugal, aún la purticipación qL1e debit.~ra corresponderle al 
censor-te al momento de liquidarse la disuelta sociedad 
conyugal (5'11. 

Antes dr. dar fin a la e::po5ic1ón del maestro, cit.i.tremos 
algunas otra=- de $US c.-onclusiones respecto del juicio que le 
merecló la sociedad conyug~l. con el fin de deJar más clara 
idC?a de su cabal posi.ción respecto del tema de este trabajo. 

El machote o forma impresa, donde se contienen las 
capitulaciones matrimoniales que constituyen la sociedad 
conyugal es objeto de sus más duras censuras, al señalar que, 
aunque 1 a 1 ey pretende que la formul aci On de 1 as el .1.usul as y 
pactos respectivos sean precisados por los mismos cónyuges, 
lo que sucede es que el juez del Registro Civil se limita a 
rec~bar la firma de los contrayentes al cale.e de dicha forma, 
misma que no contiene cláusulüs sobre pu~tas que la ley 

(5-:":l ih:-4~q. 
(':.41 lb • .,, t ... ., 13 
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ordena sean contemplados; reconoce claramente que la 
sociedad civil no contiene disposiciones supletorias 
adecuadas y suficientes, n1 en otras disposiciones de la ley¡ 
menciona en vía de ejemplo la falta de señalamiento y de 
facultades que debe tener el socio administrador <189-VII in 
fine> ni tampoco existe en dicho machote "declaración alguna 
de si los bienes futuros que adquieran los cónyL1ges durante 
el matrimonio pertenecen e>:c:l usi vci.mente al ad qui rente, o si 
deben r-epartirse entre ellos y en qL1e proporción <189-VIII>; 
niega que aún cuando se corrigieran los errores que adolece 
el machote en lo que a facultades del administrador se 
refiere, es decir 1 a enumeraci On e;:prc-sa de dichas 
facultades, el otorgamiento de un poder unido al mandato, 
para que obre en nombre de la sociedad y además la 
manifestación en aquellos actos en que adquier~ un bien 
determinado en el sentido de que actUa a nombre de la 
sociedad; a pesar de cumplir con todo ello, niega a ultranza 
que el otro cónyuge adquiera algUn derecho real sobre dicho 
bien, ''ya que la legislación actual no establece esa especie 
de solidaridad conyugal adquisitiva que el antiguo régimen 
legal de gananciales consignaba para que Ja adquisición de 
bienes por uno de los cónyuges aprovechara por igual al 
otro". 

Pero la m~s grave falta que señala. a la sociead conyugal 
en cuanto a la manera como el código civil la trata, consiste 
en que hace creer en forma equivocada a los consortes que 
basta el ~eñalamiento de que sa opta por dicho régimen, para 
que "automáticamente todos los bienes que adquieran uno u 
otro cónyuge pertenezcan en copropiedad por mitad, a ambos 
consortes, no obstante que hoy dí a no e:: i ste en el Código 
civil ninguna disposición e;:presa que asi lo establezca, en 
contraste con la~ disposiciones de los códigos anteriores de 
1870 y de 1884, que ciertamente c:rmsagraban ese especial y 
muy particular modo legal de adquirir la copropiedad entre 
cónyuges", niega en suma, una coprwpiedad entre cónyuges por 
virtud do la sociedad conyugal <55>. 

A la tesis e}:puesta. en los párrafos anteriores, se 
formL1l an algunas epi ni enes en centrar i o. En cuanto al 
señal~miento de que a la sociedad conyugal no le es aplicable 
Ja teoría de la copropiedad fundada en la idea de la 
indivisión romana, estamos de acuerdo con tal afirmación, ya 
que por la peculiar estructura y funcionamiento de la sociedad 
conyugal no le son perfectamente asimilables las notas que 
caracterizan a aqu~lla, mas no comulgamos con el autor al 
afirmar que no existe comunidad alguna entre los cónyuges. 

Al tratar de desvirtL1ar el claro sentido del articulo 
194 "el dominio de los bienes comunes reside en ambos 
cónyuges mientras subsiste la sociedad. - .•. "y negar que 
los bienes adquiridos por uno de los cónyuges antes o durante 
la sociedad pueden aprovechar al otro consorte en cuanto a su 
dominio, se apoya en el carácter que a su juicio tienen las 



aportaciones de bienes que hacen a la scciead conyugal las 
que son sólo en cuanto al uso o aprovechamiento, rehuye una 
importante distinción conceptual y deja de considerar l•& 
distintas posibilidades a que pueden d4r lug•r los pactos que 
los esposos pueden hacer y que varian el destino de dichas 
aportaciones. En efecto si los cónyuges deciden formar una 
comunidad universal, for:osamente toda aportación que haga 
cualquiera de ellos será en propiedad y la ley reconoce y 
permite claramente libertad a los cónyug•s en ese sentido 
<arts.189 frs.!, 11,1v, y V, 184 y 18~!>. 

En el supuesto de que se&M los biene!i- adquiridos antes 
del otorgamiento de las capitulaciones matrimoniales sólo 
aportaciones en cuanto al uso y aprovechamiento, entonces 
dichos bienes s~ considerar6n introducidos o aportAdo~ a la 
sociedad al momento de au constituciOn, lo que ng impide que 
su5 produc~os si formen parte de la comunídad entre e•pcsos, 
igual destino tendr•n el bien o bienes que cu•lquier• de elle• 
adquiera con poste~ioridad, nos halla~os en el caso de una 
comunidad o socied.:td de gananciales, que hace suyas la.s 
ganancias o productos de los bien~s aportados, propiedad 
privativa de los cónyuges y de los bienes (g~nancíales) que 
son adquiridos dur~nte la sociedad conyugal y cuyo dominio 
les pertenece en coml\n y que consUtuye la gener~lilidad entre 
nosotros, entonces la contradicción entre las fracciones 
citadas del articulo 189 y la libertad que a los cónyuges 
permiten. no •st4 reñida con el contenido del articulo 204 
que habla de devolver a cada cónyuge lo que llevó ~1 
matrimonio, mismo que en este aspecto, si nos hallamos frente 
• una comunidad universal o a una de ganancias por lo que a 
~stas se refiere, no puede derogar el de las capitulaciones 
matrimoniales, que ni es leonino, ni contra la lay o los 
naturales fines del matrimonio, sino que sólo aumenta la 
•rntensión Qo la sociedad conyugal, impidiendo que a la 
disolución de la misma le'it sea devuelta dicha aportación. 

El maestro SAnchez Medal insiste en que los b1enes com 
unes son los adquiridos por otros títulos traslativos de 
dominio~ como donación, permuta, herencia, etc., a favor de 
ambos cónyuges y afirma que esos bienes sen a los que durante 
l• sociedad conyugal puede únicamente calificárs~les de 
com1lnes, e>:istiendo una c:oprcp1edad entre los cónyuges y se 
apoya en el articulo 215; infortunado ¡¡ost~n, ya que dicho 
articulo se •ncuentra ins•rto en el capitulo que r•gula el 
régimen de separación de bienes y se refiere precisamente a 
bienes adquiridos en común, durante la. vigencia de éste 
rfgimen y tódavia se apoya en un~ ejecutoria de l• Suprema 
corte que padece e>:actamcnte de la misma. falla de origen 
CL'» • 

Otro afán del autor es el de conceder ningün efecto al 
contrato de capitulaciones matr1moni.ales. No dejamos de 
reconocer las deficiencias que dichos pactos pade~en y su 
insuficiencia en la regulación del régimen patrimonial, 
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coincidimos con todos aquellos que se inclinan por el regreso 
a la instauracion de un rtgimen supletorio, pero pese a ello 
no podemos negar el efecto vinculatorio que para los cónyuges 
se crea y aunque en forma defectuosa, la sociedad de 
gananciales (o su remedo> constituida a travfs de la forma 
impresa, debe reconocérsele la validez sobre los puntos a 
los que se contrae, ya que la voluntad de los cónyuges se ha 
adherido a dicho contenido y si pensamos que el documento es 
exhibido en juicio, debe reconocérsele el valor que a dichos 
instrumentos se les concede, por lo que al tenor de dicho 
machote en que: "II.- La sociedad comprender• todos los. 
bienes muebles e inmuebles y sus productos que los 
consortes adquieran durante su vida m•trimcnial, incluyendo al 
producto del trabaje. y 111. - En los bienes y productos de 
la cláusula anterior cada consorte tandrA la participación 
del cincuenta por ciento", ha de considerarse que a p•iiar de 
las objeciones y carencias, la decisión de loa cónyuges es de 
crear una comunidad de bienes (a la manera de una sociedad de 
gananciales>, como autores mexicanos lo han admitido, ya 
implicita ya expresamente. 

En relación a su opinión de que la sociedad conyugal es 
una sociedad pero oculta y con el perfil de una asociación en 
participación, diremos en primer término que el autor mismo, 
como casi la tot"lidad de los extranjeros y nacionales 
reconoce la insuficiencia y desautori=a la aplicación de les 
articules de la sociedad ordinaria en forma supletoria C1.10). 

En cuanto a la tesis de la asociación •n participación, 
cabe mencionar que tanto por la ley como por sus 
antecedentes, las finalidades que ésta persigue como una 
sociedad oculta y/o momentánea esto es una negociación 
mercantil, de una o varias op•raciones de comercio 11

, la 
aparta susutancialmente de la sociedad conyugal, tampoco en 
la asociación en participación hay 1• aclar•ciOn del carActer 
de las aportaciones que se hacen, (aunque parecen ser 
traslativas de dominio>, y no hay en l• Bociedad conyugal una 
vocación a las ganancias y p•rdidas, sino la comunidad de 
intereses, que se extiende al terr•no patrimoniall en la 
sociedad conyugal, las aportacione• forman un fondo com~n y 
no hay transmisión en favor de una d• las partes como sucede 
en la asociación en participación, ya que "el asociante obra 
en nombre propio y no habrá relación jurídica entre los 
terceros y los asociados", lo que la ley hace es un 
reconocimiento de los bienes aportados o al menos una 
presunción qu• opera frente a terceros, d• la propiedad del 
•sociante sobre los bienes aportados. Y que decir del articulo 
259 de la LGSl1 que dispone que las asociaciones en 
participación funcionan, se disuelven y liquidan·a falta de 
estipulaciones especiales, por las reglas •st•blecidas por 
las sociedades en nombre colectivo. 

Mas que a una asociación en participación, a la sociedad 
conyugal la concibe dicho autor como a la denominada 
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comunidad diferida o sistema de participación. Dicho sistema 
es una posición híbrida entre el régimen de separación y el 
de comunidad, de tal suerte que el r~gimen durante &u 
~ubsistencia funciona como uno de separación de bienes, pero 
se liquida como un régimen de sociedad conyugal a la 
disolución, es decir que cada uno de los cónyuges durante el 
matrimonio tiene l• libre administración y disposición de sus 
bienes, los que le pertenecen en plena propi•dad, pero a su 
disolución el r~gimen se liquida como si fuera una comunidad, 
esto es, cada uno de los esposos, tiene sobre el otro un• 
participación en una determin•da categoría de bienes, o en •l 
valor de ellos, que puede ser en todos el los o sólo en susu 
ganancias, o adoptar otra modalidad. Este si&tema ea acogido 
•n la legislación de varios paises europeOs y algunos 
sudamericanos más recientemente 1 en tl, el cónyuge tiene un 
derecho personal o de crédito a obtener una participación sn 
las utilidades del otro <56>. Hay que observar qua por ra•on 
de extamporaneidad, los legisladores del código de 1928 no 
pudieron pensar en el sistema de particip•ción, &l cual no 
intuían como tampoco lo admite nuestr~ práctica juridica y es 
diferente de la sociedad conyugal y novedoso en muchos 
paí~es, tanto asi quQ el Código civil español regul• apanas 
recientemente dicho sistema al lado de la sociedad de 
gananciales, estableciendo para él un verdadero régimen, 
esencialmente di~erso de ésta -art.1411 y ss. del e.e. 
Español-. 

~. Aplicación de Disposiciones supletorias relativas al 
contrato de sociedad a la sociedad conyugal. 

La debatida disposición que hace aplicable en forma 
supletoria los preceptos relativos al contrilto de 
§OCiedad comün a la sociedad conyugal es, en nuestro derecho 
uno de los principotes motivos que han utili••do p•ra 
asimile.rla. a dicha figura. 

El desenvolvimiento que estas dos sociedades han tenido, 
nos muestra c:ierto paralelo que se ha traducido en una 
influencia recíproca mayor de lo que a primera vista podría 
suponerse, y ello, pued~ tal vez explicar la asimilación qua 
la conyugi\l h~ tenido a la comün y de paso hacerlas mAs 
compren si.bles. 

Se dice hoy que la sociedad coflyugal proviene de la 
comUn •; así puede pensarse al tenor del precepto que se 
comenta y al de sus antecesores en el código civil de 1870, 
en que se remitían en lo no previsto en las capitulaciones 
por 1 a5 que se consti tui a 1 a sociedad voluntaria, a 1 o mandado 
para la sociedad lP.gal y a ambas a su vez les eran aplicables 
en lo no previsto, 1 as di sposi cienes de la comUn C2102, 210:1>, 
en el mismo sentido se manifestaba el Proyecto García Goyena 
en su artículo 1313 y en el comentario respectivo, del mismo 
autor se indica: "En la especie se obser· .. ·an por lo general 
las reglas del gt<nero de que se deriva, _en cuanto no se ro•an 

(5bl Ci!.stán TobP-ñas~ op. c:it .. T. 5o., p. ~9C1. 
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con las que constituyen la diferencia especifica" <S7>. 
Mas la historia nos muestra una versión un tanto distinta~ 

En el Código Francés, la sociedad -como lo hace notar 
Rojina Villegas (~8>- se caracteriza como una comunidad de 
bienes, mas que como una persona jurídica, es decir al 
principio sin concederle parsonalidad jurídica (18J2 
e.e.Francés>. El código civil mexicano de 1870 en su 
articulo 2351 y el código de 1884 en el 2219, al definir la 
sociedad se inspiraron en el principio de comunidad al 
establecer: "Se llama sociedad al contrato en virtud del cual, 
los que pueden libremente disponer de sus bienes o su industria, 
ponen en camón con otra u otras personas esos bienes o 
industria, o los unos y la otra juntamente, con el fin de 
dividir entre sí el dominio de lo5 bienes y las ganancias y 
pfrdidas que con ellos se obtengan, o sólo las ganancias y 
pérdidas", pero en su articulo 2326, se apartó del concepto 
de sociedad así concebido, otorg~ndole expr•••ment• 
personalidad jurídica y lo propio 5e hi~o en el código de 
1884, cuyo artículo 2230 declara: "La sociedad forma una 
persona moral distinta de cada una de las personas de los 
socios", lo cual originó una contradicción con el concepto 
de sociadad del mencionado articulo 2219 <C.C.1884>, 
impidiendo entonces una copropiedad entre los socios, que este 
precepto autorizaba y que en el Derecho Romano ya se aplicaba 
sobre todo en las sociedades universales (omnium bonorum) 
aunque tambi•n se aplicaba a las particular•• (59>, aaá, ai •• 
trataba de bienes fstos eran puestos en com~n y/o ai a la 
disolución se ha creado un estado de indivisión, para salir 
de 1u, se ejercitaba la acción comuni dividundo que "no nace 
de la sociedad, sino de la indivisión 11

, la acción pro socio 
tenia su propio dominio y era ejercitada, en •l curso d• la 
sociedad para obligar a un asociado a r•alizar su aportación 
o a dar cuenta de un acto de gestión y a la disolución d•l 
contrato, para el arreglo definitivo de las obligaciona& 
entre los asociados, aunque no se excluía en al~an caso el 
ejercicio de ambas acciones CóO>. 

De lo anterior se puede apreciar, entre otras 
situaciones que, haciendo a un lado los fin•s propio• de la 
sociedad y la organización propia de •sta y la de la 
copropiedad, ambas formaban parte, en cuanto a la 
titularidad de los bienes, del gtnero comunid•d, •iendc por 
tanto, natural su equiparación a la •ociedad al e>:p•dirse el 
código civil de 1870, aunque en ese instante se inicia 
también su divorcio al concedérsela a la sociedad comon, 
personalidad jurídica~ irreductible característica que hoy se 
alza como uno de los principales obst4culos a quiena• 
pretenden identificar ambas sociedade6. 

4. Posición adoptada 

El tratamiento que el COdigo civil concede a la 

(~7> GBrCiá-Goyena, Flor•ncio, Concordancias, Motivos y 
CDfll•ntarios del Cddigo Civil Espaiiol, T. III, Imprenta 
de la Sociedad tipográfica Editorial, Madrid, 1852, 
s/ed., p. 323 • 

(:50) Rojlna Villegas, Compendio ••• , T. IV. p. 200 a 290. 
(:59> Petlt, Eugene, op. cit. 407. 
(60) !bid. p. 412. 
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soc:iedad conyugal no es uniforme , mas no impide y por el 
contrario sanciona la configuraci6n de una auténtica 
comunidad de bienes, de conformidad con el ~rticulo 194, y 
los mámeros 180, 184, 185, 188 frs. I, 11, IV, V y VIII~ 212 
a contrario sensu y demás relativos del Código Civil. 

El articulo 194 es lo suficientemente claro y no deJa 
lugar a dudas, respecto a los efectos que produce entre los 
cónyuges; indica el principal efecto de dicho rógimen, asi 
como el artículo 212 hace lo propio con el "régimen" de 
separación de bienes. La inclusión de ambos preceptos en el 
articulado no es nueva ni fortuita, ya los autores del código 
de 1870. los tomar'on muy ~n ct.1enta cuando decidieron que 
pasaran a formar parte de dicho cuerpo legal. 

Dentro de las fuentes del código civil de 1870, ni el 
Código Napoleón, ni el Proyecto Garcia Goyena, ni el Proyecto 
Sierra incluían los preceptos referidos ni otros similar~s en 
sus te}:tos!' el legislador de 1870 acudió e>:presamente al 
Código civil Portugués, de donde fueron extraídos como puedo 
leerse a continuacióni 

''Artigo 11170. - O dominio e posse dos bens comuns está 
en ambos os conJuges en quanto subsiste o matr-imonio". 

"Artigo 11270. - Nos casamentos fe1tos com scpar-ac.üo de 
bens, ccida um dos conjuges conserva o dominio de tuda quanto 
lhe pertenece_, podendo dispar dos respectivos bens 
livrcmente. salva a rE'Strincao imposta no artigo siguintl?."; 
impidiendo con ello la aplicación de otras teorías e.ama la 
de\ "dominium revocabile" que en España, la doctrina 
utilizaba dos siglos antes para tratar de dPr explicación a 
la naturale~a juridica de la sociedad de gananciales. 

L<" sociedad conyl1gal es el único contrato que adn1ite la 
posibili.dacJ, como objeto, la comunidad de bienes futur·os, 
asi lo estáblece el articulo 184 al expresar-: "La sociedad 
cony1..1gal nace al celebrar-se el matrimonia o durante él. Puede 
comprender no solo los bir.nes de que: sean dueños los esposos 
al formarla~ $ino también los bienes futuros que adquieran 
los consortes". Sobre eGte particular es importante 
distinguir, a diferencia de aquellos que en un intento de 
identificar a la sociedJd ordin~r1a con la conyugal, 
mencion.:\n a la5 ganancias o beneficios comunea que se lo.gran 
prtr~ ~mbos, b1en por el pr-oducto de los esfuerzos en la 
ord1naria, como por los frutos de los bienes, el dinero o el 
trabajo en ambos; bien, pero todo ello a partir de 
aportaciones previas, y que en la sociedad común a diferencia 
de la conyugal, no implica actualmente y a diferencia de la 
sociedad universal prevista en las antiguas Leyes de Partida, 
la entrada dl? los bienes iuturos a la comun1dJ.d como se puede 
apreciar en las lineas s1guientes: 

Ley 6a. Titulo 10 p.5a "Deben ser comunales entre ello• 
l~s a~n~nc\as; ó los bienes , que han o que les vinieren, en 
cualquier manera que sean." 
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El Cddigo civil vi9ente dispone que el contrato da sociedad 
debe contener el importe del capital social y la aportación 
con que cada socio debe contribuir <2693 fr IV), si bien 
admite, pueden h•cerae nuevas aport•cionesi fstas deberan 
acordarse por la m•ycría en cada caso nuevamente1 en este 
rubro no hace otra cosa la le9islación actual que sequir el 
rumbo del qu• expresamente se desviaron •us antecesores. los 
códigos de 1884 y 1870 cura exposición de motivo~ e>epresaba 
cl•ramente que, l• sociedad, •Part•ndo•• de su inspiración, 
la ley de partida, "no s• harA e>et.ensiva a los bienes 
futuros ••• "• 

La not• distintiva que •cabamos de referir y que 
caracteriz• a la sccied•d conyugal, admite que por su propia 
virtud Y si l•• capitulaciones m•trimcniales comprenden los 
bienes Y no sOlo lo• productos de fstos, como •• la 
generalidad, que loa bienes •dquiridos por uno de los 
cdnyu9es P•sen a formar P•rte d• la sociedad conyugal, •• 
decir de la comunidad que •mbos coniorman, sin n•c•sid•d dw 
transmisión a trav•s de acto jurídico, ni tampoco, por las 
mismas razon••• s•• n•cesario que el cónyug~ adquirente ten9a 
poder expreso, y que declar• que obra en representación de 
otra persona cuando un bien •dquiere, para que su adquisición 
aproveche • au conscrt•. 

Aunqu• el r•curso del poder es, t•cnicamente adecuado, 
no es ni ha sido n•c•••rio r•currir a ewte eMpediente a fin 
dec que las adquisiciones de un c6nYU91! aprovechen al otro. 
Pen9emos entonces, si Para c•d• adquisición, el cdnyu~e ha de 
declarar que adquiere Para l• sociedad conyugal y cumplir con 
e9os requisitos, cuel e9, •n ese caso el b•n•ficio o utilid•d 
que debe report•r la soci•dad conyugal? Echemos una ojeada a 
sus orígenes, a su desarrollo, cual si n6 ~stw, es el 
ministerio de dicha institucionr 11 ••• Toda cos• que el mar·ido 
y mujer 9anaren o compraren, estando de consuno, H~yanlo 
ambos por medio". En suma pens.mos que tas condiciones 
impuestas a la aoci•dad qu• antes mencionamos, harían 
nu9atoria la ~inalidad mism• de la institución. 

Por el cont•nido asociacional de la sociedad conyug~l, 
se dispone - por razonws históricas- la ordenación de la 
comunidad entre los cdnyu9•sr con arreglo a la tlcnica que la 
doctrina y la lv9íslación con&trureron para las sociedades 

.ordinarias, con las que ha tenido a lo lar90 del tiempo, 
puntos de contacto, wstando hoy día perfectamente 
diferenciadas un• de la otr•. 

t.a adquí si ci dn de un bien por LlnO de los cónyu.gest 
produce como efectos. salvo pacto en contr•rio en las 
capitulacionea 1 la entrada ~n forma directa a la sociedad 
conyugal, cre•ndoae una comunidad en estado de indivision sin 
atribuciOn d~ cuotas y sin facultad, por el vínculo personal 
que se crea con motivo de la sociead conyugal, de enajenar su 



participación o gravarla o aún sustituir a otro en su 
aprovechamiento. Como efecto de la sociedad, la comunidad que 
se crea es una comunidad forzosa, de la que no es posible 
salir sin la liquidación de la sociedad conyugal <art.194). 

Los cónyuges tienen sobre los bienes objeto de la 
sociedad conyugal, un auténtico derecho de propiedad, paro 
modificado, un condominio especial, ya que son comunero& que 
por su situación respecto al bien, han de concurrir an forma 
conjunta cuando de disponer de 61 se trata. 

Las notas antes mencionadas concuerdan fundamentalmente 
con las que distinguen a la comunidad en mano camón de oriQen 
germénico, teoría conforme a la cual se arregla también l• 
sociedad de gananciales española, por lo que no dudamos en 
inscribir a la sociedad conyugal prevista en el código civil 
vigente dentro de dicha teoria, a pesar de que •u regulación 
no es la mAs conveniente a su funcionamiento y claridad, 
como acontece en otras entidades de la Federación qu• ;uardan 
desde luego, una gran similitud con la regulación como se 
comprendía en los códigos civiles de 1870 y 1884. 

En adición a lo anterior, los postulados de igualdad 
entre el hombre y la mujer, así como la independancia 
jurídica y económica creciéntes en la Ultima, la colocan en 
el lugar apropiado como participe en los ~umentos de fortuna 
que con su esfuerzo ayuda a formar al marido, tienen un~ 
perfecta correspondencia con la teoría que considera a loá 
bienes del• pareja conyugal, con justicia, ccmunea al marido 
y a la mujer. 
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CAPITULO 1 1 1 

REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD 

A. DEFINICION 

Podemos partir de la contenida en el articulo lo. d•l 
Reglamento del Registro Publico de la Propiedad del Distrito 
Federal vigente, que enseguida se copia: 
ºEl Registro Pübl i co de la Propiedad es la lnsti tuci ón 
mediante la cual el Gobierno del Distrito Feder•l proporciona 
el servicio de dar publicidad a lo& •ctos jurídicos que 
con{orme a la ley, precisan de este requisito para surtir 
efectos ante terceros. 

Del pr•cepto en cita, podemo~ abstraer como noción 
previa el objeto del Registro PUblico que es proporcionar 
publicidad a ciertos actos jurídicos que asi lo precisan, y 
volveremos sobre ella má5 tarde. 

B. FINALIDAD 

Revelándonos el Registro Püblico como idea central a la 
Publicidad, no podemoa dejar de referirnos brevemente a 
ella, en su relación con lo& derechos reales que son au 
objeto, para llegar a los fines que aquel persigue. 

Para lograr lo anterior haremos una breve exposición de 
los conc•ptos que vierte Die~-Picazo y que a continua~ión 

compendiamos: La seguridad que la tenencia de los derechos 
<estAtica d~ los derechos> y la seguridad en su adquisición 
Cdin6mica de los derehos>, imponen el que sus titulares no 
sean privados de ellos sin su consentimiento y que los 
adquirentes de un derecho subjetivo no puedan ver ineficaz su 
adquisición en virtud de una causa que no conocieron o que no 
pudieron conocer al tiempo de llavarla a cabo; para ello se 
ha acudido al concepto de publicidad, que el ordenamiento ha 
recogido y roglamcntado para permitir que cier-Los actos 
jurídicos so hagan manifiestos a la comunidad. 

En materia inmobiliaria el obJetivo es hacer póblica o 
notoria la titularidad de bienes dando a conocer así mismo 
los actos y situaciones que puedan significar una 
modificación jurídica en dichas titularidades, de donde 
concluye el autor mencionado que la publicidad tiene por 
objeto directo la estática de los derechos, pero que dicho 
fin se logra haciendo públicos los actos que modifican las 
titularidades; o sea haciendo incidir la publicidad en la 
dinámica de los derechos(61). 

A esta nocesidad ha respondido la creación del Registro 

C61) Di~;:pi Cil:'IJ. L.1.11 s, Fundamentos dr: Derecho Civil 
Pdtrimoni .. 11. !?d. Tec:nos, Madrid, 1978, 1L-.. etJ., p. :!:::7. 
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P~blico, esto es, como el instrumento d• publicidad que 
mejor cumple éste objetive. 

De esta suerte, el autor conciba a la publicidad como 
"un conjunto de medios o sistemas que permiten conocer los 
titulares y cuál es el estado jurídico de los bienes p•ra dar 
~eguridad y eficacia a su tráfico'' y al Registro Público como 
Instrumento de dicha publicidad (62>. 

La importancia que la publicidad h• d•aempeñado •n l• 
constituciOn y la transferencia de derechos reales sobre 
biene• inmu•bles ha puesto de relieve su propi• evolución 
que parte del Derecho Romano, hasta alcanzar en la •ctualidad 
una publicidad legitimadora. 

Es con el objeto de brindar •eguridad a los adquirentes 
de bienes inmuebles o a los que dan dinero a préstamo con 
garantía hpotecari• sobre dichos bienes, que el Est~do h• 
asumido la tArea de public•r la situaci.ón jurídica de fatos, 
no sólo dando las facilidades para conocer el estado de los 
susodichos bienes -tanto en lo que a su titularidad se 
refiere como a las cargas que estos pueden soportar-, sino 
protegiendo ademAs a los que llevan • cabo sus transacciones 
confiando en lo que el Registro Publica y acogi~ndose a la 
tutela que otorga a lo• que a él acuden a inscribir 
titulartdad~s que sobre los multicitados bienea adquieren. 

C. S?STEMAS REG?STRALES 

Se ha dado en llamar sistemas Hipotecarios 
<Registrales> al resultado de la clasificación en grupos 
distintos de los regímenes inmobiliarios, tomando en cuenta 
el an4lisis,de sus principios fundamentales y de las 
características de su organización f63). En las lineas 
siguientes se ofrece un panorama de los sistemas 
fundamentales, a partir de los cuales han evolucionado la 
mayoria dw las legislaciones actuales. Entre ellas el sistema 
inmobiliario Español, que combina elementos de los 
principales sistem•s aunque predominan los principios 
germánicos y es • partir del español que se ha derivado el 
adoptado en Mdox ice con 1 i geras variantes y es el que se e>: pone 
mas adelante a partir de los principios registrales que lo 
rigen. 

l. Sistema Francés 

El sistema Registra! Inmobiliario Franc•s que implantó 
la ley de 23 de marzo de 1853 merece un juicio desfavorable 
de todos aquel 1 os que conocen 1 os requisitos que debe 
llenar un sistema registral para que cumpla con su función 
garante de la propiedad y el tráfico jurídicos, De Cossio y 
Corral en particular señala quez "tiene en esencia <la ley> la 
de ser inepta para conferir por s.i misma ·y sin el apoyo de la 

(621 ibid. p. 250. 
<6~l Grin::,"le~ y Mart\nt>;:~ Je:--ónimo, E•;:ludios dr: Derecho 

H~ potr?cari r:i y Derecho Ci ·:i l, T. t.• Ctl. ~n.1 slc:-r lo de 
Ju:;.tit:ii\, Müdrid:- 1940, p. b~. 
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prescripción, la seguridad absoluta que exigen los 
adquirentes de inmuebles y les acreedores hipotecarios 11 (64> ¡ 
t~ opinión anterior se deriva de los grandes defectos del 
sistema que en sus rasgos fundamentales a continuación se 
expone: Primero.- La ley no establece ta transcripción para 
todos los modos de adquisición de la propiedad inmobiliaria, 
los cambios por causa de muerte en la propiedad y los juicios 
donde se declara o determina dicho derecho sin implicar 
transmisión propiamente dicha, no están sujetos a dicha 
form~lid&di Segundo.- Los demás derechos reales suceptibles 
de transcripción, lo son por vía de enumeración e>:clusiva; 
Tercero.- Al lado de las Hipotecas Voluntarias que obedecen 
a principios de publicidad. especialidad y determin•ción, 
coexisten las Hipotecas legales que no requieren inscripción 
para producir efectos en cuanto• su constitución, 
preferencia y persecución y son tacit•s, indeterminadas y 
generalesC65l, así tampoco los privilegios l• precisan¡ 
Cuarto.- En riesgo de Jos terceros adquirentes o •creedores 
hipotecarios, el legislador no cuidó su situación de los 
peligros derivados de una evicción resultante de condiciones 
resolutorias o de vicios inherentes •l titulo de transmisión 
o hechos posteriores abandonimdolos a 1-a. ºel andes ti nidad 11

, 

todas estas causas de resolución o anulación destruyen el 
contrato en forma retroactiva, tampoco preveé la publicidad 
del ejercicio de las acciones de nulidad o r•solución con 
excepción de la revocacion de donaciones por causa de 
imgratitud; Quinto.- Lo anterior se agrava al estar llevad• 
1• Oficina de Conservación de Hipotecas por emple•dos 
administrativos sin facultades de c•lificación dado el 
sistema de transcripción integral d• documentos continente5 
de actos transmisivos y de los embargos inmobiliario• y de 
inscripción de hipotecas y privilegios; Sexto.- Existen 
además de los libros donde se practican la inscripción y 
aquellos en que se archivan Jos titules transcrito•, los 
libros de presentación cuyo objeto es fijar la fecha o rango 
y el libro de cuentas individuales, ••pecie de indica que 
permite consultar los libros mayores; Sfptimo.- Las 
inscripciones son practicadas por orden rigurosamente 
cronológico; Octavo.- El libro de cuent•s individuales •bre 
una a cada propiet~rio inmobiliario, es decir que •e adopta 
un sistema de folio personal, lo qu~ permite investig•r 
los actos en que interviene, para de ahi locali~ar el dal 
bien inmueble en cuestiónJ Noveno.- El titulo no transcrito 
es inoponible a terceros, la transcripcidn protege en cambio 
'al adquirente de otras enajenaciones d•l v•ndedor que no 
hayan sido inscritas y cierra el Registro • la inscripción de 
hipotecas y privilegios de los anteriores propietarios <con 
las excepciones apuntadas>; Dfcimo.- No obstante lo anterior 
y como remate lógico del sistema el adquirente no•• 
legitimado en su derecho, puede ser atacado en cualquier 
momento, carece la transcripción de fuerz• probatori•, no 
purga los vicios y causas de resolución que afecten la 
transmisión, ésta se fundamenta y legitima no por la 
transcripción sino por la prescripción (66). 

(64) C~SSi;-y Corral, Alfonso de, Instituciones de Derecho 
Hipotecario, Bosh Casa Editorial, Barcelona, 1956, 2a. 
ed p. 26. 

(65) GonzAlez y Martinez, op. cit., p. 69 y 70. 
C66) Cossio y Corral, Instituciones ••• , p. 31. 
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2. Sistema del Acta Torrens o Australiano 

La oficina del Registro se encuentra a cargo de un 
Registrador General que está auxiliado con dos clases de 
Funcionarios, los peritos en Derecho, y los topógrafos, los 
libros a utili2ar se forman cronoJdgicamente y contienen 
ordinariamente 250 folios o certificados de títulos, en loa 
que se fija el derecho, se describe la finca y se tra=a el 
plano, hay también libros aU>:iliares, entre ellos un Diario 
donde se hace constar la fecha y entrada del ingreso al 
Registro y la de su despacho y devolución. 

La aplicación de este siBtema en las Colonias 
Australianas era facultativa para el propietario, pero una 
vez inmatriculado un predio, quedaba sometido al sistema; en •t caso de fincas enajenada• por la corona con posterioridad 
a Ja vigencia del Acta, siempre es obligatria. 

La incorporación • éste sistema comienza con el 
procedimiento de inmatriculación en el que el "propietor" 
solicita a trav~s de una forma impresa acompañada de los 
títulos justific.:i.tivos de su derecho y de un plano así como el 
importe de los gastos de inscripción, dichos documentos son 
examinados minuciosamonte lanto en su aspecto Hsico como en 
el jurídico, de tal manera que pueda emitirse un dictAmen en 
cu•nto a la procedencia o improcedencia de la inscripción, que 
toma en cuenta los datos que el Registro pose~ de los 
titules del sistema anterior, una vez emitido el dict4men por 
105 comisarios bajo la presidencia del registrador general, 
notificados los colindantes, hechas las publicacines y 
verificado un plazo que varía de dos a tres años, si no h• 
~ediado reclamación, se procede a entregar el certificado del 
tá tul o de propiedad que se e): pide por dllpl i cado, conserv.1.ndose 
uno en el Registro y entregando Ql otro que contiene un plano 
marginal, hecha la inscripción se actualizan los indices (67). 

El titulo así obtenido, es e::pedido en nombre del 
Estado, es inatacable e irrevocablu (ya que anula los titulas 
anteriores) y base de toda transacción futura, revela la 
isituactón física y jurídica del predio indicando ~n su caso 
los gravAmenes o cargas, "prueba por si mismo y en cualquier 
momento de la legitimidad de derecho de propiedad ..• " <68). 

La transmisidn de propiedad de las fincas que amparan se 
lleva a cabo llenando una solicitud impresa y enviándola 
por correo con el certificado del título de propiedad asi cmo 
el importe de los gastos correspondientes a la afie.in~ del 
Registro, donde es calificada la solicitud y de ser aprobada, 
se anota en un Diario de operaciones y se procede a la 
redaccidn de la transferencia en el titulo archivado en el 
Registro y en el que se entrega al adquire~te; Un 
procedimiento similar se sigue para la constitución de los 

<67\ G~~;-¡¡-;;:; ·/ Mart í ne:-~ op. cit. ¡1. '7G a 'J(1. 
(A81 ,..n..,sio ·,- Carr.,l. lristi l:i1c:ionc:>s .... µ. S1). 
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demás derechos reales. Gon::al.e: y Martinez advierte que el 
sistema no concede en todo caso a las declaraciones 
registrales, la fuerza de cosa jL1:gada, ni a dejar sin 
efectos los contratos que sirvan de causa a la transferencia 
o modificación de carácter real. Las leyes de Australia del 
Sur prevean un derecho de acción y en otra de las colonias se 
mantienen a salvo estos derechos (69>. 

Las acciones nacidas fuera del Registro y las 
contradictorias de la acción solicitada tienen lugar a 
través de un procedimiento de oposici6n que se dirige al 
Registrador por el perjudicado, para que éste no aMtienda 
los asientos relativos al predio sin reservarle sus 
derechos o concederle un plazo de impugnación. 

Está previsto un fondo de seguro a fin de indemni:ar •l 
titular perjudicado y tiene señaladas una serie de vent•jas 
•si como desventajas. La instauración de este sistema an las 
colonias trajo entre otras ventajas la eliminación de la 
inseguridad por casos de resolución, nulidad y recisiOn en 
la contratación inmobiliaria; redujo el costo de las 
transmisiones -asi como el tiempo-, para llevarlas a caboJ 
simplificó los trámites, dándoles claridad y sencillez; 
disminuyo el numero de pleitos que en torno a la propiedad 
inmobiliaria se generaban. Entre las criticas mAs agrias al 
sistema se se~alan1 la falta de paralelismo entre registro y 
catastro; el rechazo a la idea de un registro c•ntrali:ado¡ 
las desventajas que pres•nta al propietario que por 
cualquier razón no estA •n posesión del titulo, la 
preterición de t•cnicos en derecho, como notarios, abogados 
o agentes es de deplorarse por su necesaria actuación en la 
redacción de los contratos y solución a los problemas que se 
plantean y la movilización excesiva de valores territoriales 
que, se dice predispone a la especulación <70>. 

3. Sistema Aleman 

Son objeto de Registro las fincas y derechos reales que 
no son bienes pOblicos, a cada finca se le abre una hoja o 
conjunto de ellas, esto es, que pueden agruparse para formar 
una sola llamada folio real; las secciones principales están 
estructuradas por pAginas o secciones con encasillado y 
tienen ligeras diferencias segOn el Estado de que se trate; 
aparecen en ellas la descripción de la finca, tribunal, lugar 
y Distrito donde se halla y el nOmero de tomo y folio, 
nOmeros de plano y parcela catastral -a este respecto cabe 
mencionar que existe una correlación constante entre los 
datos catastrales y los del folio real que está basado en los 
primeros-, cabida (superficie>, aprovechamiento o cultivo, 
derechos unidos a la propiedad inmueble, notas de agregac~On 
o segregación, nombre del propietario, de los titulares de 
los restantes derechos reales y titules de adquisición de 
dichos derechos, cargas, limitaciones de enajenar, 
modificaciones y cancelaciones y en ocasiones una sección 

<b9l GOñ;áte-: y Mar t.¡ nez .• op. el t. p. 85. 
(70J lbidem. p. 86 a 89. 
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especial para las hipotecas y sus modificaciones y 
cancelaciones <711. 

Todo asiento ha de ser practicado con consentimiento 
del lesionado o favorecido por ellas1 ya de mandamiento 
judicial, ya de oficio en los casos e>:cepcionales, el 
procedimiento está sujeto a reglas especiales y a las 
caraCteristicas de la jurisdicción valorativa. Los Derechos 
reales inscribibl•s lo son en un nómero limitado <numerus 
claususl; para constituir, transferir, modificar o extinguir 
un derecho sobre la finca, es necesario pr•sentar una 
solicitud que es una demandu por parte del afectado por la 
inscripciOn hecho constar en un documento legali:ado 
permitiendo que se afecte su derecho, o 5ea una declaración 
ab~tracta sin expr••iOn de causa, previa o no una oblig~ción 
contr•ctual sin ser nece•ario el consentimiento del 
ben•ficiado por la inscripción C72> y lograda esta queda 
con•tituido el d•recho, no obstante que el Código Civil exije 
un acuerdo entr• transferente y adquirente sobre la 
modificación real, el registrador sólo verifica que dicha 
modificación se halla consentida por el perjudicado, a dicha 
conformidad le son aplicables los preceptos generales de los 
actos jurídicos en cuanto a c~pacidad y representación así el 
registrador lleva a cabo este e::~"\mcn sobre la solicitud y los 
documentos auténticos o autenticados en que se apoya asi como 
de la identid~d de la~ personas. su facultad de disponer, la 
licitud de la inscripción solicitado por razones de orden 
póblico o de buenas costumbres, de la figura real constituida 
y del contenido y forma del acuerdo abstracto. El Registrador 
actOa a instancia de parte y sólo en casos de excepción por 
motivos de orden póblico y "como natural desenvolvimiento del 
principio de legalidad se ordena la inscripción de oficio''; 
una vez pre$cntada la solicitud el procedimiento se 
desenvuelve automáticamente. Para que una inscripción se 
lleve a cabo aqu~t cuyo derecho es afectado por ella debe 
tenerlo previamente inscrito, es decir ser titular registral. 

En cuanto a Publicidad material y formal subsiste el 
principio que favorece al que contrata confiado en la 
presunción de veracidad del Registro si lo son de buena fé y 
agrega el Código Civil que las inscripciones hace11 fé lo 
mismo cuando declaran la C¡:istencia de derechos que cuando 
alegan su ineY.istencia, Gon;:alez y Martí.nez, en su estudio 
aclara que esta presunción no es absoluta en cuanto a la 
totalidad del contenido de l• inscripción, quedan fuera de 
este principio de Fé Póblica lo relativo a la identificación, 
representación~ capacidad y facultad Absoluta de enajenar de 
los titulares, los datos relativos a la medida, situación 
derechos unidos a la propiedad y otros; esta Fé Publica es 
una ficción absoluta en cuanto a su valor que no admite 
prueba en contrario y que proteje al adquirente, sin llegar a 
la fuerza de cosa juzgada, pues la ley distingue de la 
protección concedida a favor de una persona determinada de 
las limitaciones impuestas porque ella actúa en interés 

<7', 1ni rl. O. r:'>q, 
t7':"'J ih. !"". 1 ..-,-; ,.,,_ ins~ 
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general <73>. 

Oe:de el punto de vista de la Publicidad, dicho aspecto 
esta cuidadosamente previsto a través de manifestaciones o 
certificaciones. La especialidad se extiende además de a la 
tradicional Hipoteca que instauro el sistema, a aquellos 
datos jurídicos de importancia, a eso obedece la creación de 
la unidad que es la finca y la apertura a cada una de ellas 
de un folio, esta especialidad se extiende a la expresión de 
los derechos garantizados con la hipoteca. 

La prioridad de los derechos adquiridos se 
establece por el momento de su inscripción, lo que determina 
el rango o niega el acceso al Registro segün el cAso. Se 
establece la obligación a cargo del Estado de indemnizar a 
los perjudicados por las acciones y emisiones de los 
funcionarios encargados del Registro en los actos del 
servicio. Incorpora al Código Civil los asientos preventivos 
o anotaciones que son asientos provisionales que garantizan 
la expectativa de una modificación real inscribible en virtud 
de una acción existente o probable, es decir que aseguran el 
derecho real pero mediante su practica en el folio no se 
adquiere dicho derecho y la obligación en que descansa la 
acción no se transforma sino que se conserva en virtud de la 
anotación C74l, puede cerrar el acceso al Registro a un acto 
de disposición o derecho o al menos dar por nulos dichos 
actos en cuanto pueden de1Struir o menguar los derechos 
asegurados por la anotación, ella está condicionada a que el 
derecho en expectativa nazca y adquiera firmeza; prevé la 
inexactitud en que puede incurrir el Registro permitiendo &u 
rectificación mediante la autorización del titular inscrito o 
a través de una demanda que se sigue por la vía ordinaria, en 
6ste óltimo caso dada su lentitud, entre tanto, el interesado 
puede solicitar una anotación preventiva contra la 
inscripción cuya rectificación se alega, lo que deJa sin 
efecto el principio de la Fé Publica.También el transcurso 
del tiempo puede ser utilizado para lograr la concord•nci• 
entre realidad y Registro en el caso de la Prescripción 
positiva y de la negativa. 

Aón cuando al tiempo de su instauración, el Si5tema 
Inmobiliario Registral AlemAn conoció severas criticas de 
juristas alemanes, su avanzada técnica y cuidadosa 
e)aboración permitió en Alemania la seguridad de las 
•dquisiciones, el desenvolvimiento ac•lerado del cr6dito 
territorial y la adaptación paulatina de los principios que 
este sistema sostiene por otras legislaciones •Un en las que 
predominan otros sistemas registrales. 

(73) ib. p. 106 y 107. 
f74l lb. p. 118 y 119. 
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D. PRINCIPIOS REGISTRALES 

El despliegue de esfuerzos reali~ados a lo lar;o del 
tiempo para obtener los beneficios que el Registro P~blico 
puede procurar, fu• conducido por un camino ~•s ewp6dito 
cuando se apoyó en ideas o postulados llamados principio• que 
forman el sost•n del Sistema Inmobiliario Registr•l o dicho 
en las palabras de D. Luis Carral y da Teresa conatituyen el 
Fundamento y 1 a fuente _inspiradora da todo el sistema, 
ilustran y explic•n las leyes que lo forman, sirven de guia a 
su interpretación, economizan preceptos y facilitan el 
estudio de la materia (7~>. 

Ya que los principios registrales dan sustancia y 
contenido al sistema de que se trate, de su correcta y 
armónica conjugación dependen el logro de les objetivos que 
dicho sistema aspira a producir y no me refiero en este ca•o 
sólo a la función que la institución del R•giatro P~blico 
debe cumplir, que es una y la misma en todos, sino al alcance 
y los ef•ctos que c•d• legi•l•ción le confiere. 

E>:pu•sto lo anterior procedemos •l estudio de los 
principios registrales <hipotecario•> y del modo en que 
•stos actó•n en el sistem• inmbiliario Registra! seguido en 
Mfxico, r•l•cionándolos con la magnitud que el juego y el 
Alcance de dichos principios tiene en los diferentes aist•mas 
registral••, para conocer de qu• ~aner• org~nizan el Re;istro 
Póblico de la Propiedad; la determinación de su& c•r~cter•• 
fundamentalesJ la r•gulación en •1 ord•n registr•l de los 
efectos de la adquisición, tran••isión, pfrdida y eKtinción 
de los derechos real••• especialmente inmobiliarios, así co~o 
los titulo• que los representen, con arreglo a dich-.s notas, 
determinando dichos efectos tanto interpartes como frente a 
terc•ro, p•ra que ubic~ndolo en dicho conteKto estemos en 
condiciones de conocer la magnitud de la función que el 
Registro Póblico de la Propiedad cumple en nuestro medio. 

En la descripción de los principios registrales se h• 
acudido en su mayor parte a las enseñan~a5 de D. Luis Carral 
y de Ter•~a, así también se ha seguido su metodología •n la 
•xposición de los principios, por tal motivo y para 
ahorrar esfuerzos, desde ahora remitimos a su producción 
jurídica señalada en la bibliografía de éste trabajo. 
Tambifn hemos abrevado de las obras de algunos d• los 
hipotecaristas españoles que citamos cuando se ha creído 
convenient• y oportuno y que inspiraron en su mom•nto a las 
comisiones meY.icanas que legislaron en la materia. 

Al Principio de Publicidad 
Va que la historia nos muestra cdmo el naci~iento del 

Registro Póblico de la Propiedad fuf posible gracias a la 
protección que demandó la organización d~ la constitución 
y la publicidad de los derechos reales, y principalmente de 

(75) CL\rral y de Teresa, Luis, Dos conferencias sobre los 
pri nci pi os rr:gi ?trL\l es Publ i cadu~ en Re-1i sta de Der·ec:ho 
Notarit'\l. No. 2= Mé::ico. Sep. 30 de 1955, p. 13. 



la hipoteca, podemos decir que la publicidad fu~ no solo la 
directriz fundamental sino·que fué el desideratum de los 
cuerpos Legislativos a fin de lograr la seguridad que el 
crfdito territorial exigia. 

Hoy este fundamento se expresa en el Articulo 3001 del 
C6dig0 Civil vigente, estableciendo que los encargados del 
Registro tienen la obligación de permitir a las perscn•• que 
lo •oliciten, que se enteren de los asientos que obren en los 
folios del Registro Póblico y de los documento& relacionado• 
con dicha• Inscripciones, a•í como la obligación de expedir 
copias certificadas de las inscripcione• o constancia• que 
figuren en los folios del Regietro Póblico, así como 
certificaciones de exiatir o no asientos relativos a lo• 
blene5 que se s•W•len. 

bl Principio de lnscrlpc!On 
En materia R•;istral por inscripción debemoa de entender 

todo asiento hecho •n el Registro Póblico y tambi•n el acto 
~i•mo de inscribir. 

Va que el alcance y efectos de la inscripción dependen 
del sistema que se trate, nos referiremos a los principale• 
sistemas y al valor que dicho principio pose• en fatos. 

En un primer sistema conocido como constitutivo . 
precisamente por los efectos de las inscripciones qu~ produc• 
y que en las antiguas legislaciones Al•manas de Sajonia, 
Hamburgo y Meck1enburgo rigió con toda 5U fuerza y conformne 
al cual la propiedad y los demAs derechos reales sobre 
inmuebles son transmitidos por virtud de la sola inscripción, 
esto es, sin ninguna relación de causalidad, mecanismo que fué 
atemperado por el Código Civil AlemAn al exigir un acuerdo 
entre el Transferente y el adquirente, si bien dicho •cuerdo, 
como ya se anotó no es mas que una declaración abstracta, es 
11 un mero acuerdo transmisivo" o contrato abstracto sin 
expreaión de causa, aqui el dereho nacido del •cuerdo e 
inscripción transmiten el derecho, convierten en propietario 
al adquirante, de tal manera que la eficacia de la adquisición 
que lleva a cabo el nuevo titular es plena aún en el caao muy 
lejano de que exista discrepancia de la realidad con el mundo 
tabular o sea lo que publica el Registro; de acuerdo a lo 
anterior lo no Registrado, lo no Publicado no tiene 
existencia real, es preciso de la inscripción para que se 
produzca la transmisión, modificación o extinción del 
derecho. 

Al otro extremo se ubica un aistema con carácter 
meramente informativo, pero qua no concvde ninQuña protecciOn 
al titular del derecho que lo adquirió y perfeccionó 
extraregistralmente y que con la inscripci4n nada completa, 
no se robustece, no es legitimado el qu• inscribe a su 
favor, ya que en un conflicto entre el que tiene a su favor 
un derecho inscrito y la realidad jurídica, la verdadera 



titularidad se resuelve en favor de ésta, e& -dice Carral y 
de Teresa- El mundo e>:trarregi stral, el de la realidad 
jurídica el Onico que aquí •Xiste. En dicho sistema ubicamos 
•l Franc•s o de Transcripcidn. 

Existe una posición intermedla adoptada en M•xico 
conocida como sistema Declarativo en donde como sabemos las 
obligaciones y derechos se producen o transfieren por el 
mero efecto de la voluntad de las partes; desentendid• 1• 
legislación patria de la Teoría del título y •l Modo, t•mpoco 
se requier d• la Tradición, el derecho n•c• pues 
extrarregistralmente y ~l Registro lo Publica, ext•rioriza el 
derecho a qu~ ~l titulo did vida, que existe en la r•alid•d 
jurfdica, se dice en este sentido que lo que el Registro h•ce 
es poner de acu•rdo su contenido con la r••lidad 
extrarregistral a través del• inscripción. 

De acuerdo • lo anterior los cambios •n l• titularidad 
de los derechos no requieren de inscripción entr• los 
contratantes, para producir todos sus·efectos entre ellos, 
por esa ra;:ón se dice qL1e ul Registro lea es im1til, Jo que 
no significa que los derechos inscritos no se b•neficien de 
11, pues al inscribirse son protegidos por l• pr•sunción de 
•w•ctitud que adquieren, por los beneficios que les otorgan 
los principios de legitimación y fe póblica a les que mas 
adulante se har~ referencia, esto nos muestra 1• función que 
la inscripción lleva a cabo en el Registro que es la 
prrotección a tercoros y en cuyo beneficio se instituye, así 
lo reconoce nuestro sistema registra! •l consignar en el 
numeral 3008 de la ley que: 

"La i nscri pci ón de Jos actos o contratos en el Registro 
Ptlblico tiene efectos declarativos". 

Y el 3007 que priva de efectos en perjuicio de tercero a 
Aquel 1 os documentos que si ende regi strabler> no se registren. 

Respecto a Ja nDcesidad de la inscripción, también 
e>i:isten varias posiciones que ·1an de la inscripción forzosa 
que estA sujeta a plazos y sanciones y que de no efectuarse 
se lleva a cabo el registro de oficio hasta el otro e>:tremo en 
que es voluntaria; en H1h:ic:o la 1nscripción tiene este 
carácter para el interesado pues no está obligado a inscribir su 
derecho, ni está el rPgistrador en posibilidad de llevar a 
cabo la inscripción de oficio, pero para que el titular goce 
d• Ja protección que el Registro Público otorga se hace 
necesaria y así el derecho pueda surtir efectos "erg a omnes". 

e> Principio de Especialidad 
Se h• dicho que el origen de este principio fué una 

~••ccidn a las hipotecas generales y que nacid como 
complemento del principio de publicidad, asi se reconoció 
en la Exposición de Motivos de la Ley Hipotecaria Española 
del B de Febrero de 1861 elaborado por la propia comisión de 
Codificación; ley en la cual han abrevado las comisiones 
nacionales encargadas de elaborar las di·sposiciones 



aplicables en dicha materia. 

El Principio de Especialidad originalmente tenia por 
objeto la individual e>:presión de la finca a la que afectaba 
y la cantidad que la hipoteca garantizaba, se fué extendiendo 
y ab•rca hoy mas que la descripc!On de la finca objeto de 
gravimen pero como afirma D. Jerónimo González y Martínez, hoy 
este Principio trasciende al aistema entero y Penetra en la 
entraWa de los derechos inscritosl regula la forma de los 
asientos y el modo de llevar los Registross impone una exacta 
descripción de las fincas y l• determinación precisa d•l 
contenido, limitaciones, condiciones y rango hipotecario de 
los derechos reales. 

Consecuencias de este principio son entonce&, la 
presición en la descripción y dat•rminación del contenido vn 
el asiento del la finca; el der•cho en su contenido jurídico 
•conómico y la p•rsona titular del mismo.Respecto • l• finca 
la m6s perfecta aplicación de este principio se ha lc;r•do 
con la creación del Folio Real y su aplicación -hoy 
efectiva-, que segón la Propia Lay es el documento que 
numerado y autorizado contiene sus datos de identificación, 
asi. como los actos jurídicos qu• en e-ilos incidan Cart. 21 
Rgto R.P.P. >. 

En relación al contenido y e>:tensión del derecho puede 
lograrse una mayor o ~•nor precisión en •U descripción, 
dapendiendo de su naturaleza y de su regulacidn en la leyl En 
algunos sistemas como el Alemin les derechos son uniformes y 
sin elasticidad y es suficiente su sdla mención y en otros 
sistemas un mismo derecho puede ten•r diversidasd de 
contenidos o ser inscribibles un nOmero ilimitado de 
derechos (numerus apertus). 

En cuanto al titular de los derechos inscribibles, es 
preciso especificar la particip•ciOn -con expresión 
matemática, de •ste en el derecho, en el caso de tratarse de 
varios de ellos1 de que fije la porción que l• corr•sponde a 
cada uno y especialización en relacion a la distribución del 
crtdito entre las fincas que constituyen la garantia, así 
como la especialización en cuanto al máY.imo valor que pueden 
garanti:ar. 

La aplicación de este principio es e::tensa en los 
preceptos de la l•Y y su reglamento, y sirven de mu•stra los 
arrt!culos 1 3021 fr. VI, 3061. 2912 C. c. y art. 63 del 
Rgto.del R.P.P. 

d) Principio de Consentimiento 
Este Principio -como casi todos ellos, de inspiración 

Germ4nica- tiene en su lugar de origen una relevante función 
donde como ya se indicó ti•ne aplicación la teoría del 
consentimiento formal, esto es, una declaración abstracta, 
sin apoyo causal y que constituye un negocio jurídico de 
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disposición. En nuestro derecho tal principio no ha tenido 
el mismo impacto, donde los contratos se perfeccionan por la 
voluntad de los contratantes (al'.1n sin necesidad de tr•dición> 
d~sde su celebración, tal situación reduce los e4ectos que su 
•ctuación desplieg~. 

Este Principio lo sintetiza Carr•l de la sigr...1iente 
manera• "Siempre que se hace una inscripción sobre la base de 
una instancia, esta ha de fundarse en el consentimiento d• 
la parte perjudic~da en su derecho. Este consentimiento es la 
declaración de que se autori:a a la Oficina para practic•r 
una inscrtpciOn determinada~ o bien, es la cons•cu•ncia 
lógica de un conv~nio entre partes -y agrega- El principio 
del consentimiento consiste en que para que el regi•tro se 
realice. es suficiente un acuerde de voluntades entre el 
transferente y el adquirante. Así las enajenaciones, cargas y 
~xtinciones do los derechos~ ~e producen por convenio de las 
partes.". 

•) Principio de Tracto sucesivo 
Descrito como un principio de ordenación ccnfo~me al 

cual lo5 asientos del Registro forman una cadena cuyos 
eslabonew van de causante a sucesor de tal manera que toda 
transmisión, constitucion. modificación o extinción de 
derechos se d•rive de la voluntad del titul~r inscrito e 
impidiendo que el historial de la finca se inte~rumpa, lo 
Anterior s19ni~ica que este principio se deriva del de 
consentimiento y fortalece el de legitimación, que m~s 
•d~lante se describe. Se dice tambifn que una función de aste 
principio es contribuir y lograr la coincidencia del mundo 
registral con el real .. Et •rtSculo 3019 recoge el postulado a 
cuyo tenor "par• inscribir o •notar cualquier titulo deberA 
constar previamente inscrito o •notado el derecho de 1& 
per~ona qll& otorgo aquel o de la que vaya a resultar 
perjudicada por l• inscripción! a no ser que E.e trate d• una 
inscripción de inmatriculación; par la mismo no tiene cabida 
el principio dw convalidación o confirmación aplicable en 
Alemania .. 

fJ Principio de Rogación 
El Procedimiento necesario a efecto de lograr una 

inscripciOn, sw inicia a instan~ia de parte, as necesario 
que haya una manifestaciOn de voluntad; a ~sta necesidad de 
pwtición se le denomina Principio de Rogación. El 
Registrador no puede proceder d~ o~icio ni a~n cuando tenga 
conocimiento de un acto que implique un cambio de 
trascendenc:i a jurídica sobre una fi nc:a y que signifique 1 a 
alteración en los a~ientos del Registro. 

Dicho principio, como otro~, debe su origen a la 
Doctrina Alemana, donde el carácter constitutivo de derechos 
que 1.1 inscripción tiene deriva una actuación trascendental 
de ~ste principio. 
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Entre nosotros tal principio está reconocido en la ley 
en el numeral 3018 <1.ll>J'y aunque no hay un articulo que 
sustituya al derogado 3012 que establecía la sola 
presentación del Titulo sujeto a registro, p•ra tener por 
hecha la solicitud, puede deducirse del actual 3018 que 
so~tiene que hecho el registro, serán devueltos lo• 
documentos al que los presentó, con nota de quedar 
registrados en tal fecha y bajo tal nOmero. 
Carral y De Teresa nos advierte el caso en que la 
rogación se lleva en forma expresa y es cuando el 
interesado desea que el titulo se inscriba parcialmente, en 
que por así convenir a sus intereses deja sin inscripción 
•lgun acto o finca de loa contenidos en el documento. 

Este principio juega una importancia capital en uniOn 
del principio de prioridad, ya que el asiento de presentación 
y por ende los efectos de la inscripción, cumplid•• l•& 
condiciones que la ley establece, se producen desde el día y 
la hora de la presentación del documento, o sea de la 
petición al Registrador y sujeta a responsabilidad civil a 
los encargados y empleados del Registro Póblico la negativa 
a admitir el titulo presentado Cart. 3003 fr.I>. 

g> Principio de Prioridad 
Así como algunos principios •e reducen en su importancia 

y participación para significar, como estima de Cosaio y 
Corral: "meros aspectos formales de la i n&ti tuci On regi str•l 
otros tienen un verdadero alc•nce substantivo" y su activid•d 
en la mecanica registra! se vf &ubrayada por la conformación 
que otros principios, dentro del Sistema Registra! •dopt•do y 
•ste Oltimo por la que el resto del ordenamiento civil le 
confieren. 

El Principio de prioridad se halla en el c•ao antes 
referido. El Principio de Prioridad debe su existencia & la 
posibilidad de que existan dos o mas títulos qu• amparen 
derechos contradictorios, dichos títulos pueden excluirse 
entre si, es el caso de impenetrabilidad o preclusiOn 
registral, como ejemplo podemos señalar dos ventas de una 
misma finca; tambifn puede tratarse de derechos que sin 
excluirse entre si deben tomar un puesto diferente, el caso 
típico es el de la Hipoteca. Para solucionar este problem• el 
prrincipio en cuestión acude a la regla 11 prior tempere potior 
jureº cabe destacar que la 11plicacidn da dicha regla adquiere 
una peculiarid•d en materia registr•ll •Mtrarregistralment• 
tal significa que es primero en derecho el primero en 
celebrar el contrato esta regla es trastocad• por la que 
acuña Carral• 11 Es primero en derecho el primero en registrarº. 
Este principio lo consagra el articulo 3013 del Código 
Civil, donde se lee lo siguiente• "La preferencia entre 
derechos reales sobre una misma finca u otros derechos 5e 
determinar• por la prioridad de su inscripción cualquiera que 
sea la f•cha de su constitución ••• " de acuerdo con los 
articules 2264 y 2266 qu establecen que si la cosa vendida 



fuere inmueble prevalecerá la venta que primero se haya 
registrado y tomando en cuenta lo preceptuado por los 
artículos 226q y 2270, que establecen la nulidad de la 
compraventa de cosa ajena y la prohibición de vender lo 
ajeno. 

Volviendo a los derechos que si pueden co&::istir siendo 
incompatibles y tomando el ejemplo de la hipoteca, se 
admitirá el registro de ésta en el ord•n a su presentación eS 
decir conforme lo prevé el artiiculo 301~ -sin perjuicio de 
la llamada modificación de rango- e•t• relación de 
posición que tiene un derecho frente a otros en orden a la 
prelación es llamado Rango. 

Como Carral mismo lo hace notar, lo• efectos de la 
aplicaciOn de este principio producen una sustantividad tanto 
en el ca50 de prcclusión como el de rango, dicha 
sustantividad que resulta de la prioridad es cons•cuencia del 
juego de dicho principio con el de ler¡¡_itimación. 

hJ Principio de Legalidad 
El objeto de este principio, se dice que es aser¡¡urar 

la concordancia del Registro y de la realidad juridica 
mediante el ingreso al Registro Público solo de titulas 
vAlidos y perfectos; tal labor es conferida por el Estado al 
Registrador quien la realiza a través de la calificación 
reglstral os decir el exámen o inquisición a que se someten 
lo• documentos <títulos> a él pre~entados para determinar la 
procedencia o improcedencia de los asientos solicitados¡ 
función delicada, pues con el dictámen que autoriza la 
inscripción se inviste al derecho de legitimidad, en cuanto a 
la presunción de legalidad que le otorga; el derecho as.i 
inscrito queda tutelado por la Institución Registral y l• 
actuación tfel Registrador está sujeta a la Responsabilidmd 
que pueda resultar de la practica, &uspensión o denegación 
del asiento cuya inscripción se pretende (arts. 3003 y 3004>. 
De acuerdo a lo anterior es materia de e>:á.men y censura 
tanto la forma como el contenido del titulo (art.3021> y nos 
referimos ~ lítulo en el sentido de prueba material de la 
existenc:i<l del acto o contrato, a que se refiere Villares 
Picó (76J y no podia ser de otra manera sin aspirar a un 
Sistema Regi5tr-al que cumpla con su cometido y pueda, la 
publicidad así adquirida por el derecho inscrito, ser 
robustecida por la legitimación que el Registro otorga y que 
es la que a continuación se e~~pone. 

iJ Principio de Legitimación 
La eMistencia de tal principio está ligada a la 

esencia de nuestro sistema registral como se advirtió al 
comentar el principio de inscripción.Conforme se e>:puso, el 
nacimiento transmisión, modificación y e>:tinci6n de los 
derechos sobre bienes inmuebles y más propiamente, fincas, 
se lleva a cabo fuera del Registro y posteriormente se acude 

(76) Vil}~;:;s Pic:ó. Manuel, Principios Hipotecarios en la Ley 
d7 ~861~ 5llS antecedentes y evolución. Inf. Juridica, 
M1n1~t~rio de Justicia. Comisión de Legis. Extranjera, 
M.:¡drid, Mo. 1oq, Juni.o de 1952~ p. 566. 
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a fl para que éste lo declare existente, modificado o 
extinguido. Lo anterior permite que haya en µn momento dado, 
si quien adquiere un derecho no ocurre a inscribirlo, dos 
historias diferentes respecto de una misma finca, la que 
corresponde a lB realidad jurídica y la que pertenece a la 
realidad tabular o registral <apariencia jurídica>; a la 
posibilidad de este conflicto de derechos debe su exisencia 
El Registro P~blico sustentando los principios de 
Legitimación y de Ft Publica registral, el óltimo con apoyo 
inmediato y decisivo en el primero. 

La manera como el Registro Público extiende •U manto 
protector sobre el derecho que a él •e acoge es otorgando a 
au favor una presunción legal de existencia, de integridad y 
de •Kactitud que le robustece. Dicha presunción d• 
"exactitud Registral 11

, sólo puede de&virtuar&e madiante prueba 
en contrario, es decir tratamos con una pr••unci6n juria 
tantum, que en todo momento podrá ser desmentida por al 
titular e;:traregistral que así lo demuestre judicialmwnt• 
pues como observa O. Jerónimo Gonzale;: "la inscripción y &U 
fuer~a legitimadora no produce efectos de cosa juzg•d• aino 
que por apoyarse en un titulo jurídico voluntariamente 
presentado en el Registro corre su suerte y es suceptible da 
impugnación mientras el principio de la Fé P~blica 
hipotecaria no entra en juego 11 C77). 

Dicho principio tiene su expresión en •1 actual articulo 
3010 de la ley y fu~ introducido en su primer p•rrafo por 
las modificaciones al Titulo segundo de la tercera parte d•l 
libro cuarto denominado& "Del Re~istro Püblico" publicada& 
el 18 de enero de 1952 cuya entrada en vigor •a suspendió 
de manera indefinida, no así el segundo y tercer pArrafo• 
creados con anterioridad y que tienden el pri•ero, a asegurar 
el peralelismo entre Registro y realidad Jurídica y el Ultimo 
que da constancia del vetlor probatorio del Regiatro, lo• 
pArrafos de referencia son los siguientesl 
"Articulo 3010.- El derecho registr•do se pre•ume que 
existe y que pertenece a su titular en la forma e>:preaada 
por el asiento respectivo. Se presume también que el titular 
de una inscripción de dominio o de posesión, tien• la 
posesión del inmueble descrito. 

No podri ejercitarse acción contradictoria del dominio 
del inmueble o derechos reales sobre los mismos o de otros 
d=-echos inscritos o anotados a favor de persona o entidad 
d ':erminada, sin que previamente a la vez (sic) se entable 
d manda de nulidad o cancelación de la inscripción en que 
conste dicho dominio o derecho. 

. En caso de embargo precautorio, juicio ejecutivo o 
p~ccedimiento de apremio contra bienes o derechoS reales 
s• sobreseerA el procedimiento respectivo de los mismos o de 
sus frutos, inmediatamente que conste en los autos por 
manifestación auténtica del Registro Pdblico, que dichos 
bienes o derechos están inscritos a favor de persona 
distinta de aquella contra la cual se decretó el embargo o se 
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siguió el procedimiento, a no ser que se hubiere dirigido 
contra ella la acción, como caus•habiente del que aparece 
due~o en el R•gistro PUblico•. 

En torno a la Legitimación cuy• definición debid• a 
La.daría Caldenti1y 1 Carr•l y de Tl!'ra&a nos refiere que& 11

•• el 
reconocimiento hecho por l• nor~a Jurídica del poder de 
realizar un •eta Jur:ldico con efic•ci•"• distinguiendo entre 
la legitimación ordinari•· que mira los acto5 que producen 
efectos dentro d• la esfera Jurídica del autor, de los qua 
lo9 producen en la ••f•ra jurídica ajena y que se comprenden 
dentro d• la le9itim•ci6n extraordinaria, actuando tsta 
dentro del Registro a trav•s de la actuación de la primera, Y 
que p&rmiten ef•ctuar actos de goce y conservación al titular 
aparente que no•• el v•rdadaro y legitima el acto de 
disposición otor9Andol• una presunción inatacable y nos 
referimos aquí al principio d• Ff Publica Re9istral. La 
apariencia de titularidad ea junto con la bu•na f•, el 
fundamento de la Legitimación EMtraordinaria, que son ambas 
el soporte t•Orio de los principios d• legitimación y de Ff 
p~blica Registr•l. 

El Ambito del principio de legitimación de acuerdo con 
los entendido• <78) 1 ya qu• la ley no lo señala, abarca la 
existencia, titularidad, extensión y aún la inexistencia del 
derecho real inscrito; pero no abarca la& situaciones o 
circunstancias d• hecho como los datos de caracter 
físico de la fincaCsuperficie 1 construcciones etc.> ni los 
datos del titular, como son el estado civil, capacidad etc. 
••tas opiniones son compartidas por la generalidad de la 
doctrina española. 

JI Principio d• F• P~blic• 
El prinCipio a qu• nos referimos anteriormente es •l 

presupuesto del de Ff Publica Registra!, que es el que 
desenvuelve la protección en favor del Tercero y es 
considerado como pieza fundamental del Sistema Registral en 
M•xicoJ dicho principio •• d•senvuelve al decir de Oiez-Pic•zo 
• travfs de dos líneas o ••Pectas fund•mentalest79). El 
primero que es estrictamente al que se refiere el artículo 
3009 del COdigo Civil y que hace inatac•ble la adquisición 
llevada a cabo por estos terceros que han celebrado un 
negocio jurídico •dquisitivo de carácter oneroso confiando en 
la v•racidad del R•gistro, los cuales son protegidos 
convirtiendo par• ellos su expectativa en una situación 
Jurídica absolutamente firme y transformando para ellos una 
presLmci On de e>eacti tud regi stral en una presunción juris et 
d• jurel rompiendo asl con la regla clAsica de 11 nemo dat quod 
non habet". que esta reconocida expresamente en el 
Of""denamiento positivo <art.2270)1 permitiendo que el titular 
aparente que no es propietario transmita 11 vi6lidamente" al que 
confiado en lo que el Registro publica, contrata con él, 
otorgando asl ef•ctos de sustantividad, advirtiendo que dicho 
asiento, mientras no entre a la escena este tercero, y sólo 

<78) Diaz Gon=Alez, Carmelo, IniciaciOn a los Estudios de 
Derecho Hipotecario. Ed. Revista de Derecho Privado. 
Madrid, 1967, s/ed. p. 12~. 

(791 Diez-Picaza. op. cit. p. 371. 
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para ~1, es inimpugnable, .Jo que no impide la declaratoria de 
nulidad correspondiente que sólo deja de producir su efecto 
con respecto a tercero pues "la insc::r.ipc1 ón de los .:iclos 
contratos en el Registro Público tiene efectos declarativos" 
Cart. 3008). A este respecto se echa de menos el original 
artículo 3006 que con clara expresión establecía: 11 La 
inscripción no convalida los actos o contratos que sean nulos 
con arreglo a las 1 e yes". 

El contenido del articulo 3009 en que se contiene el 
principio que nos ocupa es el siguiente: 
" Articulo 3009.- El Registro protege los derechos 
adquiridos por tercero de !uena fé, una vez inscritos aunque 
despu~s se anule o resuelva el derecho del otorgante, excepto 
cuando la causa de nulidad resulte claramente del mi5mo 
registro. Lo dispuesto en este articulo no se aplicara a loa 
contratos gratuitos, ni a los actos o contr•tos que se 
ejecuten u otorguen violando la ley." 

De la lectura del precepto se deducen los requisitos que 
el tercero debe reunir para ser amparado por el sistema: 
lo. Que el derecho del transf'erente eSté registrado aunque 
la actual redacción de la norma no lo ordena e>:presamente se 
deduce de la actuación del resto de los principios 
registrales que son rematados con el principio de 
legitimación y en cuya virtud contrata el tercero¡ 
2o.Oue el tercero haya adquirido de buena fé, que significa 
precis~mente el desconocimiento de la in•x•ctitud del 
registro por parte del tercero¡ confianza en que l• 
titularidad que el Registro Publica es la verdaderas 
3o. Oue adquiera mediante un acto traslAtivo de dominio, pues 
una inscripción de inmatriculación no goza de la protección 
que un derecho legitimado otorga, 11 

••• aunque después ae anule 
o resuelva ol derecho dol otorgante ••• "¡ 4o. Que el que 
adquiere inscriba su adquisicidn, pues no es posible que se 
conceda esa protección a aquellos titulares de derechos 
que descuidan &U obligación principal Cart. 3007J; 
So. Oue la causa de invalidez no conste en el mismo 
Registro, ya que se impone al adquirente un mínimo de 
diligencia para enterarse del contenido del derecho inscrito y 
si del Registro se desprenden circunstancias que anulan, 
resuelven o limitan su derecho, no puede quedar protegido, no 
se considera tampoco de buena fé; 60. Cue adquiera a titulo 
oneroso, se justifica por razones de equidad, como lo expresa 
la e~:posición de motivos de la Ley que reforma el 
Ordenamiento Español, "es preferible que el adquirente 
gratuito deje de percibir un lucro a que sufran un quebranto 
económico aquellos que mediante legítimas prestaciones 
acreditan derechos sobre el patrimonio del transferente ••• ''I 
7o. El acto juridico del tercero ha de ser válido, lo que 
resulta del mismo conte>:to pues la inscripción no convalida 
un acto nulo. 

La otra línea fundamental de la Fé Publica Registra! 
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mencionada en un principio, es el llamado aspecto negativo 
que establece una presunción nugativa de la integridad del 
Registro y que recoge el artículo 3007, es decir que lo que 
no eniste en el Registro, no e~:iste en el mundo, el Registro 
agota 1 a realidad e::traregi stral, no hay más titularidad y 
gravámenes que los registrados~ sin que tengan relevancia los 
títulos contradictorlos opuestos no r-egistrados <BOJ. 
' Y para terminar y al igual que el principio de 
legitimación diremos que la ~é Publicu no se extiende u los 
datos de mero hecho relativos a la descripción de la finca ya 
mencionados. 

E. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS EN MEXICD 

1. Antecedentes legislativos 

Como antecr.dente legislativo del Registro Público en el 
Distrito tP.dr;or-~"ll y como corolario en Mt:xico, podemos señalar 
a lo pr-agmát1ca que en el año de 1528 Carlos l, a petición 
de \as Cortes de Madrid, dicta dando con ello inicio al 
Oficio de Hipotecas y en las cuales se fundamentan, enlre otras 
disposiciones, la~ reales cédulas aplic~bles a las colonias 
de Espa~a, entre ellas Mt:::ico, de 9 de mayo de 1770 y 16 de 
abril de 1783 que ordenan; una la anotación en los oficios de 
hipotec.'.\s aquellas c>o;;cr-ituras en las que se otorgaran 
hipotecas y otros gr~vámencs y la del establecmiento de 
oficios de Hipotec~s en todas las cabe=as del partido 
respectivamente. 

De ella~ y de otr-as cédulas, instrucciones y demás 
disposic:ionr.s que er .... "'n complementadas por- l•lf Audiencias en 
l<" NL1eva Esp.;1.ña. nos da noticia en su estudio histórico 
Jurídico Bernardo Pt:re= Fernández del Castillo mencionando 
que dichas rPsoluciones se s19L1ieron diclando hasta la 
consumación de la Indepen~ncia de Mó>:aco (81>. 

Va ~n la épo-:,1 del Mé;:ico Independiente fueron poco a 
poco dic.:tAndosC' nuev.:is leyes en intentos de regular la 
maleri~ algunos de los cuales no llegaron a tener vigencia, 
entre t>l 1 c."s el r·r-oyecto del Código Civil de Zacatecas de 
1829. prrsent~do al Congreso del propio Estado por la 
comisión que lo había elaborc;do, que dictaba un capitulo con 
el Epígrafe "Del Registro de Hipotecas"(82). 

Otros decretos que sa expidieron p~ra los mismos efectos 
fueror. el de fecha :!O de octubre de 1853, durante la 
presid~ncia dQl Licenciado Antonio López de Santa Anna, que 
considera al Oficio de Hipoteca vendible en almoneda al mejor 
postor, quedando a cargo de un escribano o abogado, 
correspondiendo al ayuntamiento su inspección y vigilancia y 
CLli dando dr que estuviera abierto al públ i c:o, establece 
derechos cnn arreglo a un ~rancel que debía observarse en 
todos los oficios de hipotecas de la República(Bjl~ 

<00) Vld~-Dlez-Picazo op. cit. p. 390. 
<Bll Bernardo P•rez Fern6ndez del Castillo, Historia de la 

Escribanía en la Nueva España y el Notariado en México, 
U.N.A.M., México, 1983, la.ed., 70 a 73. 

(02) ibid. 80. 
<03> ib. p. 81 a 03. 
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Posteriormente y ya déntro de la etapa Codificadora en 
México, son los Códigos Civiles de Vcracru: de 17 de 
Diciembre de 1868 y el del Estado de México en vigor a partir 
del 21 de junio de 1870~ los que tratan de una manera más 
extensa lo referente al Registro Público de la Propiedad, 
tomando ambos como modelo el Proyecto del Código Civil 
Español de Florencia García Goyena, los cualea -nos informa 
P~rez Fernández del Castillo- siguen muy de cerca este 
proyecto con sólo algunas diferencias ins1gnificantes. 

No es sino hasta la formulación del Código Civil de 
1870 para el Distrito y Ter¡ritorios Federales que se dispone 
la reglamentación del Registro P~blico de la Propiedad con 
los lineamientos generales actuales. En lo referente a dicha 
materia, la exposición de motivos se e>:pres~ de la siguiente 
manera: 

TITULO VEINTITRES, DEL REGISTRO PUBLICO 
Este sistema nuevo enteramente entre nosotros, ha sido 

adoptado por la comisión a fin de hacer más seguros los 
contratos y menos probable la ocultación de los gravámenes y 
demas condicionos de los bienes inmuebles. Probablemente 
requiere mayor desarrollo; pero la comisión ha creído que 
bastaba establecer las bases principales, dejando a lo& 
reglamentos administrativos toda la pürt~ mecAnica, que 
debiendo sufrir toda& las modificaciones que vaya dictando la 
experiencia, puede ser objeto de progresivas reformas, sin 
que tal vez sea necesario en mucho tiempo tocar el Código. 

Dicho Titulo está integrado por 4 capitules conteniendo 
el lo. Disposiciones generales; el 2o. trata de los Titules 
sujetos a inscripción; el 3o. contiene reglas generales y el 
4o. las reglas para que el Registro se considere legalmente 
e>: ti ngui do. 

El Reglamento del Titulo XXIII del Código Civil del 
Distrito y de la California. 

Este reglamento se e>:pidió por ·el Ministerio de Juuticia 
e Instrucción POblica, por acuerdo Oficial de 28 de febrero 
de 1871, está formado de 86 articules distribuído5 en 5 · 
titules denominados de la forma siguiente: Titulo 1, "De las 
Oficinas del Registro pOblico, de sus empleados y de los 
libros que en el los deben l levarse 11 1 Segundo. - De los ti tul e• 
sujetos a inscripción"I tercero: "De la Forma y efectos de la 
i nscri pci ón 11

; cuarto: "De la rectificación de los actos del; 
registro"; quinto:ºOe la Publicidad del Registro". 

Al respecto es de interés señalar que dichos 
ordenamientos, tanto el Código Civil como el Reglamento del 
Registro POblico, dan comienzo a una nueva etapa en la 
Publicidad Inmobiliaria pues es el Reglamento el que dispone 
la instalación de una ·oficina denominada Registro Püblico de 
la Propiedad, en ellos se consagran los Principios de 



65 

Publicidad en sus aspectos material y Formal; se pronucian 
por el sistema Declarativo como adoptado respecto de los 
efectos que a la inscripción se conceden con la eKcepción de 
la Hipoteca a la que le son atribuidos efectos constitutivos; 
regula la forma de inscripción estableciendo que para cada 
finca s~ abría un registro en los libros correspondientes a 
las cu~tro secciones lo que da inicio y favorece a la 
1nscripción de Titulas que se relacionan entre si mediante 
notas marginales y su inscripción en los libros por orden 
cronológico ~ dichas secciones fueron por entonces la Primera 

o de Registro de títulos traslativos del dominio de los 
inmuebles o de los derechos reales diversos de la hipoteca 
impuestos sobre aquel 1 os; 1 a de Hipe tecas; 1 a de arrendami entes 
y la de Sentencias, 

El Código Civil de del Distrito Federal y 
Territorio de la Baja California de 31 de mar~o de 1884 no 
constituye una diferencia notaria con su antecesor, aunque 
prev~ la e~:pedición de una reglamento (art. :\213>, no sucediO 
~si por lo que el primer reglamento continuó en vigor hasta 
la e>:pedici6n del Reglamenta de fecha 8 de agosto de 1921, 
que consta de 164 articulas divididos en 14 títulos a los que 
nos r~mittmo~ paro no hacer tediosa su enumeración. 

Al Rr;oglamento antes mencioni'\do lo sustituyó el de fecha 
21 de junio de 1940 pt1blicado en el Otario Oficial de la 
F•deraciOn el 12 y 13 de julio del mismo ~ño, siendo 
abrogado a su vez por el Reglamento del Registro Póblico de 
la Propiedad en vigor el 17 de enero de 1979, que tendría una 
e>: i stenci a efímera pues fu~ abrogada por el de fecha 16 de 
abr i 1 de 1980, publicado en el Diario Oficial el 6 de mayo de 
1980 y que estuvo en vigor hasta el S de agosto del año de 
1988, pues ese mismo día fué publicado un nuevo reglamento de 
fecha 16 de abril del mismo año y que no tiene 
mod i f i e ac i enes SttStilnc i al es con su ~ntecesor. 

2. Bases del sistema actu~l 

Las disposiciones que marcaron un cambio decisivo para 
establecer el Sistema tal coma hoy se conoce son: El 
Regl~mento del Registro Póblico de La Propiedad publicado 
el 6 de mayo de 1980 y el Titulo Segundo de la Tercera 
Parte del libro Cuarto del Código Civil para el Distrito 
Federal que fue modificado en su totalidad por Decreto de 28 
de Diciembre de 1978, publicado en el Diario Oficial el 3 de 
r.nuro de 1979, en vigor tres días después de su publicación y 
al que nos referiremos en primer término. 

El titulo Segundo que fuó derogado, por aquel a que 
hemos hecho referencia en el párrafo anterior es el que 
inicialmente se contenía en el Codigo Civil para el Distrito 
y Terrritorios Federales en materia común y para toda la 
Repóblica en materia Federal de 30 de agosta de 1928 y que 
tiene con respecto a los preceptos relativos a su antecesor 
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el Código Civil de 1884, do~ inovaciones de gran 
trascendencia que le dan al Registro Póblico los perfiles 
que hoy, ha adquirido de manera definitiva y completa, son 
primeramente, la adopción en g~rmen del Principio de 
Legitimación a través del artículo 3007 que corresponde a los 
párrafos segundo y tercero del numeral :3<110 vigente y que si 
bien no enuncia dicho principio expresamente , como lo hace 
hoy el 3010 en su primer pArrafo, el contenido de aquellos no 
son otra cosa que consecuencias o aplicaciones del mismo; y 
la otra novedad que es la más importante que consiste en la 
implantación del principio de Fé Pública Registra!, expresado 
en el artículo 3007 y que hoy dia con algunas modificaciones 
en su redacción <y sentido a:4 dec:ir de Sénchez Medal > 
contiene el articulo 3009 vigente. Pero en cuanto al nuevo 
titulo Segundo del Código Civil, o sea el del año de 1979, 
interesante resulta saber que la mayoria de sus preceptos 
fuern formulados en lo sustanc:ial y en espera de ponerse en 
vigor desde el año de 1952 a trav~s del Decreto publicado el 
18 de enero de 1952 y que no vieron la luz, por c:ond1c:ionar 
el ejecutivo Federal su pue~ta on vigor a la del reglamento 
publicado en el Diario Ofic:ial de 15 de Diciembre de 1952 que 
entraría en vigor el 1o de julio de 1953 y que por decreto d& 
3 de junio del mismo año fué suspendida la iniciac:ion de su 
vigenc:ia hasta que el ejec:utivo Federal lo determinara. 

Para saber cual fué el objeto y en que consistieron las 
reformas de 1979 al segundo titulo de la tercera parte.del 
libro cuarto del menc:ionado ordenamiento, acudimos a la 
explicac:ión que nos concede Luis Madrigal y Ortiz miembro de 
la comisión que partic:ipó en la redacción de la iniciativa 
final de las reformas del año de 1952 <84> y que fueron su 
inspiración: 

11 
••• l!stas tienen por objeto perfec:cionar la aplicación de 

los principios de Derecho Registral en el articulado del 
Código; incluir en éste los principios que faltaban; señalar 
y distinguir c:on claridad las diversas c:lases de asientos que 
pueden hacerse en el Registro, y sobre todo, preveer sus 
efectos y precisar sus alcances, para no dejar materia de 
c:ontenciOn sobre estos puntos. Pero los fines más imperantes 
que se pcr5i.gucrn c:on las reformas son dos, uno teórico y el 
otro práctic:o; el fin teórico es integrar con el conjunto de 
normas relativas al Registro público de La Propiedad ~ un 
todo sistemático y orgánico, en el que haya unidad, 
homogeneidad y traba.:ón 16gicü. El fin práctico es remplazar 
el antiguo sistema de protocolo que se sigue para efectuar los 
asientos, por el moderno, racional y efic:az sistEma del 
"registro partic:ular de la finca .•• ''<85>. 

Entre los mas destacados princ:ipios a que se refiere 
el· maestro, está la enunc:iac:ión del Princ:ipio de Legitimación 
como ya se indico, con el primer párrafo del artículo 3010; 
el que se refiere al principio de Tracto sucesivo registra! 
<art.3019) o el de prioridad <3013> y otros que ya fueron 
c:omentados en su oportunidad. Además las disposiciones que 

<04) Mild~ig-;1 y Ortiz, Luis, Aplicación de los principios 
Registr .. les en las refc,.-mas al COdigc Civil y en el 
nueve Rr.glameneto del Registre Público de la Propiedad, 
en Revista de Derecho Notarial, No. 22. Mé>:ico, Sep. 30 
de ¡q55, p. 46. 

f851 Colín 'iánr::he:, Guillermo, Procedimiento Registr•l de la 
Propiedad. Ed. Pcrrúa, 1985, 2a. ed p. 42. 
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perfeccionan la aplicación de los principios, se atacó y 
resolvió definitivamente lo relativo a la prRlaciOn de los 
documentos que ingresan al registro, y se establ ec::i 6 un 
recurso administrativo contra la calificaci6n registral, ae 
comprenden nuevos casos y procedimientos de inmatriculación, 
se norma.ron las anotaciones preventivas de las demandas 
promovidas en ejercicio de acciones reales sobre inmuebles, 
de las suspenciones provisionales y definitivas de actos 
reclamados en juicios de amparo, relacionados con bienes 
registrados, se reguló la rectificaci6n de asientos, se 
distinguen los títulos inscribibles de los anotables y de los 
efectos de las anotaciones entre otros. 

Respecto a ese fin práctico que se ha hecho alusión y que 
es la implantución de un nuevo sistema de Rcgistraci6n corrió 
a cargo del reglamento de 1980 su implantación que ya se 
hacia apremiante, asi. se rec:onció en la e>:posición de motivos 
del anteproyecto dP reformas al Código Civil y en la cual 
podemos loer lo siguiente: 

"Por- tal moti va, la comi si 6n oncargada del estudio e 
instrumentaci On de un nue•.10 sistema regi stral, ha 
considorado pertinente instituir el 'Folio Real' (861, quo 
substituir~\ a lo$ libros, base del sistema antes mencionado, 
con el objeto de que a cada finca corresponda un 'Folio', en 
donde se insc:ribir·án y anotarAn todus las op~raciones y actos 
relacionados con la misma. De esta manera habrá una 
conc:entración de datos en un solo instrumento lo que 
facilitará la observnnc:ia de todos los principios 
registrales y con ello, gran celeridad en la substanciación 
del procedimiento registral, mayor seguridad y publicidad 
registra\ efectiva. 

Las reformas aquí consignadas permitirán que, en 
el ordenamiento reglamentario correspondiente, se instrumente 
un sistema adr.cuado a las móltiplez demandas del momento 
actual, en torno a una publicidad r·egistral que f.:\cilite el 
tráfico inmobiliario en un clima de auténtica seguridad 
juri.dica. 11 <871. 

(86) Cit. pos, Colín Sánchez~ op. cit. p 87 
(87) loe. cit. 
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C A P TULO IV 

A. DERECHO COMPARADO 

1. Cuestión Previa 

Si consideramos que la publicidad es y ha sido un medio 
de lograr como fin óltimo el conocimiento y la certeza de lo& 
derechos subjetivos, la seguridad en su tenencia, en su 
tráfico y en las transacciones en general, vemos cómo aquella 
se ha desenvuelto en diferentes vertientes, siendo la que a 
nosotros nos interesa, aquella que incide sobre los derechos 
reales y en particular sob~e inmuebles, sobre su "eatatica y 
dinámica" como diría Die<:-Picazo; la que mayor desarr"ollo ha 
alcanzado, hasta lograr efectos legitimadores y con&titutivos. 

No obstante lo anterior, el tema de los derechos reale& 
y la publicidad que demandan y que se obtiene a través del 
Registro Póblico, se relaciona con el de la sociedad 
conyugal. cuyo continente las capitulaciones matrimoniales, 
son también objeto en si mismas de cierta publicidad, que no 
es por cierto, como luego veremos, del mismo grado que la 
concedida por el Registro P~blico de la Propiedad. Por tal 
razón, al referirnos al Derecho Comparado y a la inscripción 
de la sociedad conyugal en nuestro medio, nos referiremos de 
paso a la publicidad que éste tipo de actos precisan. 

3. España 

El tema de la publicidad del Régimen Patrimonial del 
matrimonio, de las capitulaciones matrimoniales y de los 
efectos de éstos sobre los bienes de los cónyuges han ocupado 
la atención de diversos ordenamientos jurídicos. 

En España el procedimiento de reflejar en el Registro de 
la Propiedad las adquisiciones y enajenaciones llevadas a 
cabo por los cónyuges es tr•tado no en la Ley Hipotecaria 
sino en su reglamento; éste a su vez esta confcrm~do 
naturalmente por las disposiciones Contenidas en el Codigo 
Civil CCCE>, el cual ha sufrido en ésta materia reformas que 
han repercutido en el Reglamento Hipotecario Cl.12>, la más 
importante de ellas es la del 2 de mayo de 1975 que equipara 
jurídicamente a los cónyuges, suprimiendo la licencia marital 
que restringía la capacidad de ejercicio de la mujer casada y 
otra modi~icación no menos importante pero que se deriva de 
la primera~ que es la reforma del r~gimen económico 
matrimonial en el año de 1981. 

a) Reglamento Hipotecario a partir de 1959. 
En primer t~rmino se hará referencia a la e>:presi.ón que 

tenían en el Reglamento de la Ley Hipotecaria la inscripción 
de los bienes de los cónyuges, constante la sociedad de 
gananciales, antes de las modificaciones introducidas en 
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1982, es decir como apar~cian despu~s de la reforma de 17 de 
mar=o de 1959. Las disposiciones de que se trata se contenían 
an los nómeralcs 95 y 96. El primero de los preceptos se 
refería a lü inscripción de los actos adquisitivos de bienes 
inmuebles estando los cónyuges sujetos al régimen de sociedad 
de gananciales y r?l ~cgundo de ellos, indica.ba la manera de 
llevarse a cabo la inscripción de los actos dispositivos 
spbre dichos bienes. 

Así. la inscripción de los bien~s gananciales o 
presuntivamente ~~nanciales (1.13> -establece el articulo 95-
se practicar~ con sujeción a tres reglas: La primera de elliils 
ordena que se inscriban a nombro de ambos conjuntamente, sin 
atribución de cuotas y para la sociedad conyugal <1.14) cuando 
se adquirir?ran pnr los dos cónyugE's o por uno de ellos "sin 
que se haga dec:l~ración alguna sobre la procedencia del 
precio o contraprestación''. En éste caso hay que tomar en 
cuenta lA oneros1dad de la adquis1c10n y la procedencia del 
precio, ya que? si éste proviene del caudal comün, no importa 
para quien se haga la adqu1s1ción ya sea para la comunidad o 
para uno sólo de: los esposos, el bien asume el carácter de 
ganancial (1~47,3o.CCEJ por subrogac10n real; de acuerdo co11 
Roca S.lstre ésta es la regla general (88>; lo que permite al 
registraOor nmparado en la presunción de ganancialidad, 
inscribir el bien como lo indica la regla. El articulo 9ó 
advierte que los actos dispositivos de los bienes inmuebles 
inserí tos conforme i\ e~ta reglu "se regirán por las normas de 
les bi~nes gananciales'' es decir que seg~n al articulo 141~ 
CCE~ el marido "nec~sitará el consentimiento de la mujer o 
en su defecto autori::ación Judicial a solicitud fundada del 
marido ••• para actos de disposición ~obre inmuebles o 
estrblecimirmtos merc:antilus". 

La segunda regla expresa que ''cuando la adquisición por 
cualquiera de los cónyuges asevere el otro que el precio es de 
1 a e::cl usi va prop1 ed~"'<d del ad qui rente, sin acreditarlo, se 
practic~rá la inscripción a nombre de éste y se hará constar 
dicha circunstancia sin que el asiente prejuzgue la 
natLtraleza privativa o ganancial de tales bienes. El articulo 
sigui cm te establece con relación a ésta regla que 1 os actos 
de disposición que el cónyuge adquirente lleve a cabo sobre 
el bien de qL1e se trate :::e: otc::.rgar~n por el cónyuge ti tul ar 
r:on el r.:onsontimiento del otro (1.15}. 

La tercera y Ultima regla indica que ''cuando se 
ac:redi tare que el precio o c:ontraprestaci ón es de la 
e>~cl usi va propiedad del cónyuge ad qui rente", se pract1 car.1 1 a 
inscripción a su nombre hac:i l!ndose constar su carácter de 
parafernales o dotales de la mujer o privativos del marido, 
la misma regla ~dmite la po~terior aclaración de privatidad 
del precio~ si se justificare posteriormente, lo que se hace 
const~r por not~ marginal <1.16>~ la quP determinará la 
atribución de los bienes inscrito$". En consonancia con la 
inscripción. el articulo 96 previene que· los actos de 

(891 P~C~-F:~stre, Ramón Mari a, Derecho Hipotecario, T. IV.:. la., 
PC"l-:~:h Casa F.ditorial, Barcelona, 19ó8, 6a. cd., P ..... a. 
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disposición sobre dichos bienes "se regirén por las normas de 
los bienes para~ernales, dotales o privativos, segun su 
naturaleza. 

b) Actos dispositivos consentidos por un solo cónyuge 
antes de la equiparación jurídica. 

Unas lineas merecen los actos que lleva el marido como 
administrador (59 CCE antes de la reforma> y como director 
económico y moral de la familia y la intervención de la 
mujer en dichos actos, antes de su equiparación jur.idica. El 
código civil español imponía a lo mujer la necesidad de 
contar con la licencia marital Cl.17) y otra serie de 
restricciones en cuanto a su actuación patrimonial¡ la mujer 
no puede adquirir bienes, r1'i enajenar ni obl1garseC6l CCE>, 
ni contratar en cierto5 casos (1263.3 CCE>. Tales 
restricciones y prohibiciones eran impuestas 11 en atención a 
la soberania de la autoridad marital"; deben por tanto 
distinguirse de la actuación del esposo que requiere del 
consentimiento de la mujerC1413 CCE>, que segUn De la Rica y 
Maritorena es: 11 una declaración de voluntad, que concurriendo 
anticipada, simultánea o posteriormente, con la del marido, 
perfecciona y otorga validez y eficacia al acto dispositivo, 
el cual, sin dicho doble consentimiento, no está ajustado a 
la leyº <89), es un acto de volición que perfecciona los 
actos. Dicho consentimiento no afecta la capacidad del marido 
sino sólo su facultad o poder de disposición. Este 
consentimiento constituye para Roca Sastre y otros 
comentaristas "un negocio de asentimiento por el que la 
mujer sanciona la repercusión de la disposición del marido 
en su propia esfera jurídica" C90l y que el autor Ultimamente 
citado parece en principio equiparar a la licencia marital 
al consistir en el levantamiento por uno de los cónyuges de 
la limitación impuesta al poder dispositivo del otro, pero 
que no son iguales, ni deben por tanto, confundirse. 

La falta de distinción no representa sólo un problema 
teórico, tenía en la Legislación española gravos repercusiones 
prácticas en perjuicio de la mujer, concretamente en el 
reglamento hipotecario que haria aplicable -de desconocorsa 
la diferencia- el antiguo articulo 94 del reglamento 
hipotecario a los actos de enajenación otorgados sólo por el 
marido, los que haría inscribibles sin el consentimiento de 
la. mujer. <t.18) 

Ninguna de las dos situaciones antes diferenciadas 
constituía civilmente y según la doctrina más autorizada(l.19) 
-idea a la que nos adherimos-, una codisposición de ambos 
esposos o disposición conjunta, es decir, según el antiguo 
artículo 1413 la mujer no era parte del acto aunque lo 
consintiera, el poder de disposición competía e>:clusivamente 
al marido. 

Registralmente hablando un acto dispositivo otorgado 
por ambos esposos, es decir con la disposición conjunta de 

C89) Ri~;-y-Arenal, Ramón de la, El Registro y los actos 
dispositivos sobre inmueble~ gananciales consentidos 
sólo por el marido. En P.evista Crítica de Den.::·c:ho 
Tnmobi 1 i ario, Año XLII, Madrid, sep-oct. 196'.3.19 p. 1193. 

C90) Roca Sastre op. cit. T. IV. lo. p. 71. 
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ambos cónyuges -así producida en la escritura pUblica 
respectiva-, es en todo caso un acto eficaz que adema.s es 
congruente con el principio de la sociedad de gananciales al 
disponer ambos de lo que es común a los esposos, y el 
reglamento hipotecario cumplía ya con la norma civil al 
exigir la disposición de los bienes respectivos, del 
cónyuge titular registral con el consentimiento del otro 
cónyuge, sin bastar la licencia marital o uxoriar segun el 
caso, ni la autorización judicial supletoria como afirma 
Roca Sastre~ en benefici.o de los adquirentes que por"' este 
motivo no verán impugnada su adquisición y sin importar si 
es ganancial (rea\ o prcsuntiv~mentel o privativa la 
adqui si ci ón r91 >. 

De esa manera se llegó en 1975 a la supresión de la 
licencia marital y de ahi a la mod1ficación en 1981 al Código 
Civil en materia de rl!ogimen económico del matrimonio. 

La reforma al r~gimen juridico de l~ capacidad de obrar 
de la mujer casada, que también suprime la licencia marital 
(pero se mantiene el consentimiento que mutuamente deben 
prestar~e los cónyuges~ que de faltar, puede dar lugar a 
la anulación del acto o negocio juridicol y la reforma • la 
inalterabilidad de la~ capitulaciones matr1moniales y del 
rfgimen económico matrimonial por voluntad de los cónyuges 
dur~nt~ el matrimDnio, a través de la misma ley -todos ellos 
en 1975-. ~on el clima propicio a la reforma al régimen 
económico del matrimonio en 1981 '1.20) que termina -entre 
otros-~ con el precepto que atribuía al marido el caracter de 
administrador de los bienes de la sociedad conyugal salvo 
estipulación en contrario (art. 59) e incluye normas novedosas 
como la que e>:ige el consentimiento de ambos esposos para 
disponer de la vi vi endü habitual de la f am11 i a aunque el 
derecho 5oqre ella pertenezca a uno de las cónyuges <1320 
CCEl (que es muy stmilar al ar't. 284 de la ley sabre 
relacione5 familiares del año de 1917>, o la norma que 
asigna la gestión y disposición de los bienes gananciales 
"conj11ntamente a los cónyuges" ,,. otros arliculos que 
delimitan la responsabilidad de uno y otro consorte, al lado 
de aquella por 1 a quL> responde 1 a sociedad de ganancial es. 

Lo expresado en lineas anteriores se tradu~e en una 
clara e.:presión de las normas que gobtE.'rnan en el orden 
Hipotecario <Registra!) la Jnscripc16n tanto de los actos 
di~positivos de los bienes adquir1dos por Lino o ambos 
cónyuges como de las relativas a su di5posición que ya desde 
1959, el reglamento H1pot~cario se preocupaba por proyectar, 
pero que ve mejoradus por de las nuevas disposiciones del 
Código Ci vi 1 CCCE>. 

e> Reformas de 12 de Nov. 1982 al reglamento Hipotecario. 
Como se señal 6 E?n la e:.:posi ci ón de moti vos, el objetivo 

primordial del Re"l Decreto que reforma el Reglamento 
Hipotecario .• fu~ la adaptación de ~ste a· la reforma del 

<911 ¡~¡~;-~. 81. 
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código civil españól por la ley 11/1981 de trece de mayo 
<R.11511 en materia de rfgimen económico del matrimonio. 

Dentro del Titulo 11 del ordenamiento mencionado, que 
trata de la forma y efectos de la inscripción, se encuentra 
un epígrafe donde se lee: "Inscripción de bienes ausentes, de 
los cónyuges y de la sociedad conyugal". A la sociedad se 
dedican los artículos del 90 al 96, en ellos se indica de 
que manera habrAn de inscribirse: los bienes que sujetos al 
Derecho Foral o especial, correspondan a una comunidad 
matrimonial y su rectificación para incorporarlos a dicha 
comunidad, art.90.1; los bienes sujetos a regimen•s de 
separación o perticipaci6n.art.90.2f los actos de di~posición 
sobre la vivienda habitual de la familia art.91.11 los bienes 
en cuestión cuando el o los adquirentes casados ••tuvieren 
sometidos a legislación extranjera art.92 • 

Indica cómo deben inscribirse los bienes durante la 
sociedad conyugal cuando tengan carácter ganancial 93 ;cuando 
tengan carácter presuntivamente ganancial 94 y cuando tengan 
carácter privativo del cónyuge adquirente 95 • Todo lo 
anterior sin perjuicio de lo válidamente pactado en 
capitulaciones matrimoniales 96 

d) Articulo 1333 del Código Civil Español 
Atención e5pecial merece el artjculo 1333 del código 

civil español, precepto que establece: 

"Art. 1333. En toda inscripción d• matrimonio en al 
Registro Civil se hará mención, en su c•so, d• las 
capitulaciones matrimoniales que se hubieren otorgado, así 
como de los pactos resoluciones judiciales y dem6& hechos que 
modifiquen el r•gimen económico del matrimonio. Si aquellms o 
•stos afectaren a inmuebles, se tomarA razón en el Registro 
de la Propiedad, en la forma y a los efectos previsto& en la 
Ley Hipotecaria." 

En primer lugar hay que observar que la toma de razón en el 
Registro de la propiedad de las capitul•ciones matrimonialea, 
así como de los hechos que modifican a éstas o •l régimen 
económico del matrimonio a qLle se refiere el pr•cepto ante& 
inserto, puede consisitir en una note marginal o en un 
verdadero asiento de inscripción según el contenido de dichas 
capitulaciones -como luego se verA-; mas la ley hipot•c•ria a 
que remite la disposición, no prev• de una manera expr••• y 
general cómo ha de hacerse dich• toma de razón, la ley 
hipotecaria a ese respecto sólo menciona las prohibiciones de 
disponer y de enajenar impuestas en. las capitula~iones 
matrimoniales <Art.26.3a.Ley Hipotecaria). 

La ley hipotecaria regula la inscripción de las 
capitulaciones de una manera indirer.ta y por remi&ión expresa 
a su reglamento, el que conti•ne un epígrafe referido a la 
inscripción de capitulacionea matrimoniales y un •rticulo a 
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ello dedicado, cuyo contenido en su parte interes.a.nte es el 
siguiente: 11 Art. 75. De conformidad con el articulo 1.J33 del 
Código civil, serAn inscribibles en el Registro de la 
propi.nd~d l~s c:~p1.tL1l~c1.ones matrimoniales en cuanto 
contengan respecto a bienes inmuebles o derechos reales 
determinados, alguno de los actos a que se refieren los 
artículos 2o. de la ley y 7o. de e&te Reglamento.- ••. " 

El artículo segundo antes referido es similar en su 
expresión al 3042 del código civil para el Distrito Federal 
vigente, como lo refiere el artículo 7o. del Reglamento p.a.ra 
la ejecución de la ley Hipotecaria que dispone que: 
"Conforme a 1 o dispuesto en el ar ti c;ul o 2o. de la Ley, no 
sólo deberán inscribirse los tí.tules en que se declare 
constituya, reconozca, transmita, modifique o extinga el 
dominio o los der•chos reales que en dichos párrafos se 
mencionan, sino cualesquiera otros relativos a derechos de la 
misma naturaleza, así como a cualquier acto o contrato de 
trascendencia ra•l que, sin tener nombre propio en derecho, 
modifique, desde luego o en lo futuro, algunas de las 
facultades del dominio sobre bienes inmuebles o inherentes a 
derechos reales". 

La lectura del articulo 75 anteriormente transcrito nos 
impone saber en que medida son inscribibles las 
capitulaciones; acudimos al Código civil español que nos 
señala el contenido de dichos pactos y cuya función es muy 
similar a la que les atribuye la legislación patria, que es el 
de fijar o establecer el régimen económico del matrimonio (o 
régimen patrimonial del matrimonio en la term1nologia 
adoptada en el presente trabajo>, como se expresa en el 
capitulo relativo~ en el articulo 1325, en que "los otorgantes 
-en l~s capitulaciones matrimoniales- podrán estipular, 
modificar o sustituir el régimen económico de su matrimonio 
o cualesquieri\ otras disposiciones por rao:ón del mismo". 
ESAG ''otr~s disposiciones'' a que expresamente alude la ley 
han sido objeto de comentario por los hipotccaristas 
españolQs y aclaran ol contenido vario d~ las capitulaciones 
matrtmoniales, los comentarios son los que a continuación se 
e>:prer.an: 

Roca Sastre nos refiere cómo el cor.tenido de las 
ca pi tul aci enes matr 1 moni al es "puede estar formado por varios 
actos, relativos unos al régimen económico del matrimonio, y 
otros consistentes en donaciones de bienes a favor de los 
futuros esposos, o de éstos entre si con aportaciones dotales 
o parafernales, con su asegur•miento real, y sin perJuicio de 
poder comprenderse entre ellas otras estipulaciones 
permitidas''(92J. 

Podemos distinguir entonces en los pactos capitulares 
aquellos que al establecer un régimen económico del 
matrimonio, son "eminentemente normativas", constituyen un 
verdadero estatuto juridico que regirá el destino de las 
relaciones patrimoniales de los cónyuges: A su lado coexisten 
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los negocios juridicos que tienen por objeto bienes inmuebles 
o derechos real es sobre i nm"uebles determinados, estos pactos 
(Mn~~~'~n~~ ~ f~vor de los cónyuges. o de ~stos entre si, 
aportaciones dotales o parafernales o hipoteca sobre los 
mismos etc.> son en si mismos inscribibles en el Registro 
P~blico de la Propiedad, aún con independencia de que 
integren o no las capitulaciones matrimoniales. 

No sucede lo mismo con los actos referentes al régimen 
económico matrimonial de los cónyuges o futuros cónyuges que 
no tienen trascendencia registra!, aunque ''pueden afect•r en 
lo sucesivo bienes inmueblesº, o dicho con mayor clarid•d y 
contundenc:i a en 1 as pal abra¡; de Lacru: Berdejol "El Regí stro 
de la propiedad, en si, es inepto para public~r lo& regímenes 
matrimoniales, pues se halla referido a los derechos 
concretos sobre inmuebles, y no a las normas hipotéticas que 
rigen la asociación de unos cónyuges. Sólo cuando la 
consecuencia del régimen matrimonial adoptado sea un cambio 
en la titularidad de tales bienes podran los capitules 
inscribirse o anotarse en el folio correspondiente a cada uno 
de 1 os inmuebles afectados por ellos. Pero lo que realmenete 
se hace constar en el Registro, entonces no es el régimen 
económico del matrimonio, sino el cambio de condición de los 
bienes, cambio que al parecer, debe declararse por nota 
marginal •.• ''(93). 

Podemos afirmar entonces como lo hace Roca Sastre que 
"en el aspecto inmobiliario Registra!, las capitulaciones 
matri moni ci;l es gl obalmenle con si deradus no constituyen ,acto 
propiamente inscribible en el Registro de la Propiedad", pero 
si pueden ser objeto de inscripción algunos de los pactos , o 
negocios jurídicos que integran su contenido"C94>. 

De todo lo anterior podemos concluir que las 
capitulaciones matrimoniales, como instrumento o medio que 
instituye un régimen patrimonial del matrimonio, no son 
inscribibles, mas si lo son sus efectos sobre bienes 
inmuebles determinados y también lo son lo~ pactos que 
consistan en negocios jurídicos que ,tengan por obJeto bienes 
inmuebles o derechos reales o ~lguno de los actos a que &e 
refieren los articules 20. de la ley y 7o. del Reglamento de 
la Ley Hipotecaria y de esa manera nos encontramos en 
posibilidad de comprender los alcances del articulo 75 del 
reglamento mencionado y del numeral 1333 del código civil 
español. 

e) Las Capitulaciones y el Registro Civil. 
El mismo artículo 1333 del código civil español que 

anteriormente se comentó nos introduce a otra faceta de lo 
més interesante, la publicidad del régimen matrimonial como 
tal, cuyo objetivo es una vez m~s, brindar la anhelada 
protección a los terceros que con ellos contratan, quienes 
justificadamente precisan conocer el régimen a que se hayan 
sometidos los bienes de uno o de ambos cónyuges, pues de ello 

<93) La~rüZ-Bcrdejo, José Luis, Los Regímenes EconOmicos del 
Matrimonjo y la Publicidad Registral, En R.C.O.I., AXo 
XXXIX, Madrid, sept.-oct. 1963 nos. ~24 y 425., p. 594. 

(941 Roca Sastre, op. cit. p. 6. 
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depende la calificaci6n y responsabilidad de dichos bienes y 
que interesa también a los propios esposos pues como se 
afirma, su crédito depende en parte del régimen económico 
adoptado C95) • 

Pero el articulo antes citado es sólo la reexpresiOn 
parcial del anterior articulo 1322 -es decir, como fu~ 
cbncebido por la ley 2 mayo 1975 y que es sobre el cual se 
va a discurrir-, que con las reformas de 1981 viene a 
de•glosarse el contenido de los tres párrafos que lo 
componían en los articulas 1333, 1332 y 1317 vigentes del 
código civil español, en ese orden. 

El articulo 1322 ya existía con una e>:presión y sentido 
diverso del impreso en 1975, y que cobra nuevo significado 
con la modificación a las capitulaciones matrimoniales y al 
r•gimen económico del matrimonio mismo, posibles a partir de 
la entrada en vigor de la misma ley, tiene como novedad con 
respecto a su antecesor, la de ordenar la inscripción o 
"rnenciór." de las capitulaciones matrimoniales y de su 
modificación en e} Registro Ci vi 1, en 1 ugar de la anterior 
11 inscripci6n del documento en que se modifica el primitivo 
contrato''~ La génesis de é~te articulo se encuentra 
en 1 a ley del Registro civi 1 de 1957 en que se introdujo "el 
criterio de incluir entre los hechos inscribibles a aquellos 
que afectan al régimen económico-matrimonial y a la 
capacidad de los cónyuges de ahi derivitda" como nos refiere 
Amorós Guardiola aludiendo la e>:posición de motivos 
respectiva con el fin de introducir "un sistema de publicidad 
de los regí menes de bi ones" <96>, que en buena parte estuvo 
inspirado en el Registro de bienes del matrimonio llevado en 
AlemaniaC1.21l y que se complementa con la publicidad que 
otorga el Regi5tro de la Propiedad y l" garantia de la 
i rretroacti·vi dad de 1 as modificaciones, que en ningún caso 
perjudic~rian a los derechos ya adquiridos por terceros. 

La finalidad de ~sta reforma al articulo 1322 en 1975 fué 
incorporar lo dispuesto en la Ley del Registro Civil al 
COdigo civil. conjugando la protecc16n que brindan tanto las 
instituciones registrales cumo la intervención del ~Jotar10 y 
la protecciOn que significa la irretroactividad de las 
modificaciones al rl>gimon económico en pE·rjuicio de los 
derechos adqLtiridos por terceros. 

El articulo 77 del Registro Civil dispone que "al margen 
tambi~n de la inscripción podrá hacerse indicaciOn de la 
existencia de p~,ctos, resoluciones judiciales y demás hechos 
que madi f i quen el rP.gi mrm económico de 1 a soc:i edad conyugal. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 1322 del Código 
Civil, en ningún caso el tercero de buena fé resultará 
perjudicado sino de~de la fecha de dicha indicación • '' 
precepto que se complementa con los artículos 264 y 265 del 
Reglamento respectivo, conforme al primero de dichos 
artículos " •.• en la indicación se hace constar la naturalez¡¡ 

(95) Lacru=. Bnrdejo. Los RC?g.i me1es. - • , p. 59:;. 
(96> Amorós G1.1arriiol a~ Manuel, Articulo 1322, Comentario al, 

Comenta~ins a las refcrmd~ del Código Civil EspJ~ol, El 
r.uf"vo T\tl11r; Prl'liminar del COdigo y la Ley de:: de mayo 
dn tq75, •.101 IL Cd. Tecnas, Madrid, 1978, p. 1102. 
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del hecho y ~l documento auténtico o resolución en cuya 
virtud se e>:tiende ••• ". 

Ai:tn cuando durante 1 a elaboración de 1 a norma e 1322>, se 
presentaron enmiendas, una de ellas en el sentido de crear un 
Registro Especial para la inscripción de las capitulaciones 
matrimoniales y actos relativos al régimen dependiente de la 
Dirección G~neral de Jos Registros, cuyas inscripciones 
tendrían presunción de e>:actitud, con eficacia legitimadora 
y de oposición a terceros o sea con el efecto de la fé 
pública a qL1e se refiere el artículo 32 de la Ley 
hipotecaria; Tales enmiendas no prosperaron, por lo que loa 
efectos de "las menciones" e que se refiere la disposición 
que se comenta no fueron más allá de aquellos cuyo ámbito 
les concedía el articulo 77 de la ley del Re~istro Civil y 
las disposiciones reglamentarias aludidas <97). Considerando 
lo anterior "las indicaciones" a que se refiere el artículo 
77, tienen los efectos, naturaleza, ~mbito, contenido y 
eficacia que magistralmente nos ilustra Lacruz Berdejo~ 

Para el autor, a la anotación, aOn cuando se rige por las 
reglas de las inscripciones -en cuantci est~n conforme con las 
que se derivan de su propia naturaleza-, no se le puede 
llamar inscripción a esa m•nifestaciOn registra!, pues no son 
equiparables. Las inscripciones est6n fundamentalmente 
dirigidas a la demostración del estado civil y circunstancias 
anexas de tal modo que ellas constituyen la prueba d• los 
hechos inscritos, no sucede lo mismo con la indicación que 
sólo 11 publica 11 la e:dstencia d• unos negocios, resoluciones o 
hechos, sin manifestar su cont•nido. El 6mbito de la 
indicación no se e~tiende a las .portacion•a de bi•ne&, pues 
éstas no modifican ordinariamente el régimen económico d&l 
matrimonio, lo que busca el Registro •s el conocimiento por 
los terceros de que hay un reglamento distinto del legal, y no 
el conocimiento de un determinado despla~amiento de bienes, 
pues para ello e>:iste el Registro de la Propiedad. Al indicar 
1 a e>:i stenci a instruyen a. 1 os que consultan el Registro 
sobre la e>:istencia de posibles modificaciones al régimen 
"di rigiéndoles seguramente hacia 1 os' documentos en que tales 
modificaciones constan y se detallan. Pues los mayores 
negocios jurídicos que alteran el r~gimen conyugal legal o 
los capítulos anteriores ingresan en el Registro en cuanto 
hechos, y no que en cuanto a acto5 1 es decir ingresa su 
otorgamiento, pero no su cont•nido" (98). 

La práctica del asiento es voluntaria, el articulo 
e>:presa 11 

••• podré hacerse indicación", aún cuando en el 
código civil dr!' la lectura del artículo 1322 podría pensarse 
que deviene obligatoria 11 en toda inscripciOn ••• se hara 
mención" nos advierte Amorós Guardiala que técnicamente no 
se puede hablar de inscripción o asiento obligatoria pues el 
incumplimiento de la obligación de inscribir "se traduce 
meramente en no gozar de los efectos erga omnes derivados de 
la publicidad 11 (99>. 

(97> Amor6s Guardiola, op. cit. p. 1103. 
C98) Lacruz Berdejo, Los Regímenes ... , p. 602 y 60~. 
C99) Amorós Guardiola, Op. cit., p. 1107. 
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Las inscripciones tienen un valor probatorio no asi las 
indicaciones, las que constituyen sólo un débil principio de 
prueba~ referido sólo a la e>:istencia del régimen mas no a su 
contenido, y ademas no garanti~a la existencia de dichos 
hechos, la constancia no prueba que los capítulos estén 
v!gentes o que seDn vcUidos, la apariencia creada no protege 
al adquirente. no tiene la indicación el efecto de la fé 
pOblica, sólo la falta de inscripción impide tomar en cuenta 
una situación efectivamente inexistente, Sil decir que "el 
efecto fundamental de la falta de indicación en el Registro 
Civil es de la inoponibilidad: lo no inscrito es inoponible a 
<tercero); el ilustre catedrático nos previene que tercero es 
-a. diferencia de le que sucede en Derecho inmobiliario donde 
t.ercero es el udquirente, no el acreedor, lo que no puede 
dietinguir el Registro Civil-, cualquiera que consulte la 
"indicación'' es decir el tercero puede tener tanto una 
pretenci6n real como meramente obligacional contra uno de los 
cónyuges y si "~ste intenta oponerte una situación de 
eccnom¡a del matrimo11io distinta de la cor1figurada 
subsidiariamente en la ley y no registrada", podría -el 
tercero- prevalerse, si así lo desea, del estatuto legal que 
presuntivamente se aplica a tales bienes.", mas el tercero 
deberá de ser de bu~n~ fé, advierte el maestro. 

Y atención, aquí es donde se establece el ámbito 
diferente del Registro civil y 1~1 de la Propiedad, pues 
-arguye- éste lo que busca es "la seguridad de los 
adquirentes de bienes inmueble~ en él inmatriculados, el 
p~blico al que se dirige la publicidad es principalmente al 
de dichos adquirentes, únicos que al ingrczar u su vez al 
Registro pueden reclamar su protección; para los demás por no 
haber 5ido parte en el acto o contrato inscrito no hay 
verdadera publicidad sino simple publit.:ación"i en cambio en 
el Registro civil no hay ra=ón para que los terceros 
adquirentes sean de mejor condición que los terceros 
acret?dores precisamente porque no se publica una titularidad 
sobre determin<ldos bienes, sino el estatuto e>:cepcional de 
los bienes de unos cónyuges a fin de prevenir· a todos cuantos 
con ellos entren en relación mediante negocio jurídico (100). 

Recapitulando, el Registro civil tiene por objeto la 
publicid.:td 11 informativa" de la m:istenc1c1. de un r~gimen 
económico del matrimonio diferente al legal cuyo efecto 
principal es el de inoponibilidad de lo no inscrito a 
terceros a qui ene5 por ese hecho no puede perjudicar, y ti ene 
por su propia naturaleza un ámbito claramente delimitado del 
de el Registro Público de la Propiedad pero que el art~culo 
1322 trata de coordinar para constituir un adecuado y eficaz 
mecanismo de publicidad para protección de los terceros. 
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B. PRESUPUESTOS REGISTRALES 

l. Documentos registrablSs 

El artículo 3005 del código civil enumera los documentos 
con acceso al Registro, mas la disposición que reclama la 
atención es el articulo 3042 que indica el contenido que 
deben tener los documentos que en el primer precepto son 
citados, para que puedan inscribirse y el articulo siguiente 
enumera aquellos que tienen acceso al Registro como 
anotación preventiva y que a continuación transcribimos: 

Art. 3042. - En el Registro Póblico de la Propiedad 
inmueble se inscribirán: 

t. - Los título& por Jos cuales se cree, declare, 
reconozca, adquiera, transmita, modifique, limite, grave o 
extinga el dominio, posesión originaria y los dem4s derechos 
reales sobre inmuebles; 

JI. - La constitución del patrimonio familiar; 
III. - Los contratos de arrendamiento de bienes 

inmuebles, por un periodo mayor de seis años y aquellos en 
que halla anticipos de rentas por más de tres años; y 

IV. - Los demás títulos que la ley ordene eMpresamente 
que sean registrados. 

Art. 3043.- Se anotarán preventivamente en el Registro 
Pllbl! ca: 

I. - Las demandas relativas a la propiedad de bienes. 
inmuebles o a la constitución, declaración, modifica.ción o 
eY.tinción de cualquier derecho real sobre aquellos; 

II. - El mandamiento y el acta de embargo, que se halla 
hecho efectivo en bienes inmuebles del deudor; · 

IIt. - Las demandas promovidas para exigir el 
cumplimiento de contratos preparatorios o para dar forma 
l'gal al acto o contrato concertado, cuando tenga por objeto 
inmuebles o derechos reales sobre los mismos; 

IV. - Las providencias judiciales que ordenen el 
secuestro o prohiban la enajenación de bienes inmuebles o 
derechos reales; 

V. - Los titules presentados al Registro Público y cuya 
inscripción haya sido denegada o sL,supendida por el 
Registrador; 

VI. - Las fianzas legale& o judiciales, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 2852; 

VII. - El decreto de e>:propiación y de ocupación 
temporal y declaración de limitación de dominio, debienes 
inmuebles; 

VIII. - Las resoluciones judiciales en materia de 
amparo que ordenen la suspensión provisional o definitiva, en 
relación con bienes inscritos en el Registro Público; y 

IX.- Cualquier otro titulo que sea anotable, de acuerdo 
con este Código u otras Leyes. 

2. El Folio de Derechos reales 
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Es el Reglamento del Registro Póblico de la Propiedad 
por remisión e):presa del Código civil (3059), el que tiene a 
su cargo el establecimiento del sistema conforme al cual se 
deben llevar los folios y practicar los asientos. 

El sistema registral, por razones que escapan a la 
t~cnica jurídica para atender otros criterios, esta 
integrado además del Registro inmobiliario, por el Registro 
de Operaciones sobre bienes muebles y el de Personas morales, 
pero es el primero el que forma parte del objeto de nuestro 
estudio. El folio real de inmuebles es el instrumento -como 
lo expresaba el reglamento derogado- destinado a la 
realización material de lü publicidad registral. La finca 
es la unidad básica registra! Cart.54 Rgto.RPP.>, el folio 
rpal es el documento en que se contienen los datos de 
identificación y todos los actos jurídicos que sobre ella 
inciden, se encuentra dividido en tres partes homólogas 
destinadas a contener los asientos que deben practicarse y 
están divididos en dos columnas, la de la izquierda, para 
contener los asientos de presentación y la de la derecha 
contendrA en la primera parte del folio las inscripciones a 
que se refiere el articulo 3042 del código civil a e::cepción 
de aquellos por los que se constituyen, reconocen, 
transmiten, modifican o e>:tinguen derechos de hipoteca y 
demás derechos reales distintos del de propiedad, a los 
cuales está destinada la segunda parte del foJio (gravámenes 
y limitaciones de propiedad) art. 24, 25 y 60 Rgto. RPP. y la 
tercéra y (1ltima es destinad" a las <mataciones preventivas 
<art. 26 Rgto. RPP.l. 

3. Registro, Clases de asientos 

Registro significar anotación o inscripción que se 
reali:a sobre alguna cesa. También con ello se alude al 
libro o libros donde se llevan <llevaban> las anotaciones¡ 
por óltimo se hace referenci~ a la oficina encargada de 
reali=~r anotaciones o asiuntos (101). 

Par;3 Roca Sastre asiento en general es, "la anotación o 
apunte de algo e>:tendi do en un 1 i bro, documento o papel. 
Asiento del Registro de la Propiedad es la constatación 
manuscrita de un titulo, acto, hecho o circunstancia en los 
libros de dicho ~cgistro, paru que surta los efectos 
hipotecarif')s procedentcs"<lO:!J. Con las salvedades de que el 
Registro se lleva en el Distrito Federal en Folios y los 
asiontos se practican con maquina de escribir y no de manera 
-nanuscrita y la variación en la terminología podemos 
servirnos de la definición para precisar conceptos. 

El reglamento del Registro F'Ublico nos indica los 
asientos que se han de producir en los folios Curt.~9) ellos 
son: 

- ln~c:ripciones 

- Anotuci onC's preventivas 

<1011 C~l"fñ-SAnche::, Procedimiento •.• , p. 17. 
<tf1'2} Roe?. Sastre~ op. cit. T. II. p. 815. 



80 

- Notas de presentación 
- cancel ac:i ones 

In~=ripción es sinónimo de asiento, por ello le es 
aplicable lo dicho sobre éste último • Para precisar la 
definición, es decir como especie y con ayuda de la doctrina 
''cientifica''(103> y la ''creada'' por nuestros reglamentos, 
puede decirse (104> que inscripción es un asiento principal, 
definitivo y de carácter positivo que se practica en el 
espacio a la derecha de las dos primeras partes del folio en 
las que se hace constar la constitución, transmisión o 
modificación de un dercho real inmobiliario. 

Intentar dar una defi¡iiciOn de anotación preventiva es 
más complicado y también lo ha sido para la doctrina española, 
en aw:ilio de la cual acudimos y que especialmente en este 
punto no se haya de acuerdo, nos contentamos con la opinión 
de Diez-Picazo, a la que nos adherimos y transcribimos 
dejando para más adelante unas palabras que acl•ren la 
definición; las anotaciones preventivas sons 
Asientos de vigencia temporal mete limitada que enervan 1 a 
eficacia de la f~ póblica registra} en favor de los titulare• 
de situaciones jurídicas que no son i·nscribiblesC105). 

Las notas de presentaci On tienen por objeto "detorminar 
la prelación" entre los diversos documentos que ingresan •l 
Registro Público, razón por la cual deben contener la fecha y 
el número ordinal que corresponda al documento que se 
pretende inscribir, se trata pues de un asiento preliminar, 
ya que antecede cualquiera de los tres restantes, lo.que no 
significa que deje "de surtir todos sus efectos y sea completo 
en sí mismo. 

La cancelación es -al decir de De Cossio y Corr•l- un 
asiento accesorio y definitivo por el que se extingue un 
asiento anterior y a consecuencia del cu•l se presume 
extinguido el derecho a que se refiere el asiento cancelado 
C106>. Es decir que se trata de un procedimi•nto par• 
e>:tinguir inscripciones propiamente dichas y anotacion•• 
preventivas, asientos que son los que a la presente 
investigación importan. 

4. Rectificación de asientos 

El código civil nos menciona cuando ha lugar a la 
rectificación de los asientos por causa de error material o 
de concepto y ello procede cuando hay discrepancia entre el 
titulo y la inscripción <3023>. 

El error material de acuerdo al código no cambia el 
sentido general de la inscripción ni el de alguno de sus 
conceptos y existe cuando se escriben unas palabras por 
otras, se omite la e>:presión de alguna circunstancia o se 
equivocan los nombres propios o las cantidades al copiarlas 

<103! lbld~-p. 819. 
<104) lb. p. 832. 
ClOS> Diez Pica;:o, op. cit. p. 409. 
(106) Cossio y Corral, de, Instituciones •.• , p. :!85. 
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En cambio el error de concepto en la in~cripciOn 
respectiva si alterará el contenido del titulo o hace variar 
sentido y es el que tiene, por ello trascendencia jurídica, 
la ley menciona que puede darse porque el Registrador se haya 
formado un juicio equivocado del título, o por una erronea 
,calificación del acto o contrato o por cualquiera otra 
circunstancia <3025). 

En el epígrafe respectivo se indica que cuando se trate 
de errores de concepto en los asientos practicados, sólo 
podrAn rectificarse con el consentimiento de todos los 
interesados en el asiento y en defecto de dicha unanimidad, 
por resolución judicial <3026). 

Los efectos de la rectificación surten a partir de lA 
fecha de ~l.t prActica en el folio respec:tivo. Comentario aparte 
amerita la rec:tificac:ión a que se refiere el segundo párrafo 
del artíc:ulo 3012. 

C. ANTECEDENTE LEGISLATIVO 

El antecedente legislativo del articulo 301~ -y también 
de los artic:ulos 185 y 186-, se localiza en el Código Civil 
de 1870, en una de las disposiciones c:ontenidas dentro del 
Titulo ded1cado al Registro Público y en el capitulo que 
señala los titulas sujetos a inscripción, el numeral es el 
3340, cuyo te}: to pas6 a formar parte del COdi go Civil de 1884 
con el ntlmero 3'.201, mismo que a continuación se transcribe: 

., Art. 3340. - Se regtstrarón también las capitulaciones 
matrimonial es y las qlte constituyan dote, cuando en virtud de 
ellas se ést~blec:e entre los cónyuges comunidad de bienes 
raíces, o adquiere uno de ellos propiedad de bienes de esa 
clase~ por titulo de dote, donac16n antenupcial ó cualquiera 
otro." 

Oel precepto anterior ru~den anotarse dos observaciones 
prelimtnurcs: Primera~ dispone claramente la lnscripc1ón en 
el Registro Público de las capitulaciones matrimoniales; 
segundat Distingue con la mayor nitide;;: lds dos hipótesis que 
pueden presentarse a saber, la modificación en la propiedad de 
los bienes porque se haya pactado comunidad de bienes raíces 
-s& entiende desde luego cuundo se haya celebrado el 
matrimonio bajo régimen de sociedad conyugal-, y la 
adquic;lclón de uno de ellos por acto jurídico que implique 
traslación eY.presa. ya seu por titulo de dote, donación o 
algtln otro. pero contenido en las capitulaciónes 
matrimoniales o en las que constituyen dote si se hace ésto 
Oltimo separadamente. Este precepto dará lugar a más 
comentarios en su oportunidad. 



82 

O. EL ARTICULO 3012 DEL COOlGO CIVIL 

t. Génesis de la norma. 

El artículo 3012 del código civil para el Distrito 
Federal, en vigor a partir del año de 1979, fu~ concebido en 
el año de 1952 dentro de las reformas al citado ordenamiento, 
su vigencia como se mencionó anteriormente fué suspendida por 
tiempo indeTinido. El te>:to del controvertido prec::epto es el 
siguiente: 

Art- 3012. - Tratándose de inmuebles, derechos 
reales sobre los miSll'ICS u otros derechos 
inscribibles o anotables, la sociedad conyugal no 
surtir~ efectos centra terc•ro si no consta 
inscrita en el Registro Público. 

Cualquiera de los cónyuges u otro interesado 
tienen derecho a pedir la rectificación del 
asiento respectivo, cuando alguno de esos bienes 
pertenezcan a la sociedad conyugal y estén 
inscritos a nombre de uno sólo de aquellos. 

Los motivas del articulo nos los reseña brevemente uno 
de sus creadores,. el Maestro Lo:zano Noriega, quien hace 
alusión a las resoluciones de los tribunales, contradíctorjas 
entre si y a las discusiones y comentarios sucitados durante 
su concepción, as!mismo hace referencia a las disposiciones 
que autorizan tal m_edidal el artículo 3002 (actualmemte el 
3042 fr~I> en relatidn con los artículos 185 y 186 y ya que 
de acuerdo al articulo 194 que establece la comunidad entre 
los cónyuges de los bienes adquiridos durante la sociedad 
conyugal, consecuentemente los bienes inmuebles que los 
cónyuges adquieran en tal situación, deberán inscribirse a 
nombre de ambos consortes por tratarse de un bien comün, y el 
tercero que adquiera el bien en cuestión o algún derecho real 
sobre el mismo, del cOnyuge que conforme al Registro apare~ca 
con derecho a ello con arreglo al art. 3007 (el actual 3009 
que consagra el principio de f~ pút1l ica), adquirirA 
válidamente. 

El problema se plantea si el bien CcomQn) está inscrito 
a. nombre de uno sólo de los cónyuges "Podría pensarse dado 
que en el Registro se tom• nota del estado civil de los 
contratantes. que aparecer como casado el transmitente, la 
más elemental prudencia aconsoja precisar su régimen 
matrimonial, pero esta circunstancia no es de las que 
aparecen claramente del mismo Registro. -después agrega que­
La omisión de la circunstancia de que el bien inscrito es 
común, es un hecho imputable a los consortes y no debe 
producir perjuicio a tercer-o" porque el cónyuge cuyo nombre 
se omite en el asiento respectivo pudo haber pedido la 
rectificación, inscribiendo sus capitulaciones (107>. 

(107) LQ;;ñO-Noriega, Comparación del sistema .•• , p. 75. 
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El precepto en cuestión fué en el sentir del catedrático 
un gran acierto C10Bl, y realmente resolvió una gran 
controversia que la sociedad conyugal sucitaba, el determinar 
si el régimen en cuestión perjudicaba a tercero y en que 
circunstancias. Finalmente nos advierte que la dificultad que 
queda sin solución es la nulidad por falta de forma de 
capitulaciones matrimoniales que establezcan sociedad 
conyugal ~obre hienes inmuebles y no se eleven a escritura 
pllbllca. 

2. Postur~s Doctrinal~$ 

l.o'I. puesta en vigor del artículo 3012 fué un detonante 
que reanl1dO el debate sostenido en el Foro y en la doctrina 
el discutido tema dl? la sociedad conyugal, a los efectos que 
produce dentro del tráfico inmobiliario entre los consortes y 
con relación ñ tercero y en óltima instancia a su naturale:a 
jurídica. 

A pesi"lr de> lo e'~pr-eo;:.~do por uno de sus autores, 1 a norma 
que se comenta no tuvo un buen recibimiento y fué en cambio 
objeto de críticas de fondo y forma, por otra parte la 
solución que ofrecía al problema de los efectos con relaciOn 
a tercero (por algunos considerada superflual habia ya sido 
dada por la juri "=-prudencia ( 1. 22). 

A una distancia suficiente de su puesta en vigor, puede 
observarse como tal precepto es letra muerta, ello se debe a 
varios motivos; es una materia de cmplejo tratamiento; con 
deficiencias acusadas y censuradas en la ley; la 
interpretación en sí mismo:\ de la norma, como en relación con 
los articulas 185 y 186 que tambit-n se refieren al mismo 
tema, sori objeto de diferentes 'f encontradas apreciaciones 
que su contenido parece autori;::ar. Tanto las interpretacione• 
como las criticas sucitadas nos muestran la posición que 
guarda la. mayor i a de la doc ti na naci anal en ~ate punto y 
constituyen a 1 a vez Lln punto de partida para intentar una 
compren'3i ón global que nos permita desentrañilr el verdadero 
sen ti do de la di sposi ci On que nos ocupa y de paso verter la 
opini~n personal en tan pol~mica materia~ por tal razón 
se C'1:ponen a continuo:\ción algunas de la5 consideraciones a que 
ha dado lugar el artículo estudiado. 

Antes de la reforma al Titulo segundo de la Tercera 
parte del libra cuarto del cOdigo civil, algunos autores como 
el maestro Rojina Villegas se pronunciaban por la inscripción 
de la sociedad conyugal~ el catedrático sostenia que el 
articulo 186 debía entenderse conforme a la regla consignada 
en el numeral 3002 fracciOn t Cderogadol, por lo que no sOlo 
debía inscribirse en él Registro la capitulación mediante la 
cual se modifica una anterior sino también debía inscribirse 
el acto de constitución de la sociedad conyugal, pues sin tal 
requi~ito no seria oponible a tercero ni surtiría en efecto 

<IOSl ibid. p. 84. 
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Jtt~ modi~ic~cione~ que se .le hicieran. La Suprema corte fué 
al parec~r, uno de los pocos puntos en los que estuvo de 
acuc:-rdn llegando a cont::lituir Juri ~prudcmcia Cl(t9'. 

Martine: Arrieta, apoyándose en trdtadistüs españoles a 
quienes ya nos hemos re!erido (110>, se opone a la reforma 
1 egi :;] ,.:it i va, mani Testando que "ccnst.i tu ye un desacierto por 
encontr~~se en profunda contradicción con la noturale=a tanto 
do;! l"'s c:rooitul<'.".ciones como de la misma Sociedad Conyugal". 
Tambi~n invoca el ~utor al maestro Antonio Ala.ni= Ramire~ 
~ui ~re e::prt?sa: "E:n el caso del consorte casado bajo el 
régimen de sociedad conyugal, los bienes inmuebles adquiridos 
a ~u nombre~ acJ inscritos en el Registro P~blico de la 
PropiedMd, ~o.., de su e::clusi·•o patrimonio, por lo que para 
enajenarlos~ gravarlos o en CL1alquier ot.ra forma disponer de 
e11,...s. no requiere el consentimiento n1 la voluntad del otro 
cfnyuge''. E~ta posibilidad tambié~ es contemplada por A. 
Pi'\checo <11 t'. 

En ~~fin1tiva. Martlne= Arrieta opina que aún cuando el 
legislador lo prescriba la rectificación a que se refiere el 
párrafo ~egundo no beneficia al cónyuge solicitante pues ''la 
referencia de que el inmueble adquirido por un sólo consorte 
pertene?c:e ~ 13 Soc:.f. edad ConyLigal no arroja derecho real 
~lguno a favor deI otro. - ••• Pero si la rectificación 
mencionada tuviera como efecto no el que se inscribiera el 
inmu~~ln a favor de la sociedad conyugal, sino de dar 
titulAridnd registral al cónyuge no adquirente, impl1caria 
una me'1ida inacabada pues lo importante es la modificación en 
el tíl~to mjsmo de adquisici~n y no en su inscripción 
publicitaria"< 112). 

La mis~a ~ctitud adoptaba Sánche= Medal al tiempo de 
public.Jr su estL1dio ~obre la materia <1973) al sostener: "La 
soci~dad 1-onyugal no es inscribible en ~l Registro Público de 
la ?ropiedad. Si fuera un título traslativo de copropiedad 
indud~blem~nte que deberla de ser sucept1ble de tal 
inscripcion .. de acuerdo con el a1~t1culo 3002-I"<ll:i). sin 
embargo tiempo desput1is modi -f i có su parecer al e:. presar que 
1.3 soc:.ie~d conyugal era inscribible como una limitación al 
domi ni o { 1 l 4 > -

Al lado de éstos ra2onamientos se pldntean otros que 
in~luyen las dificultades que plantea la inscripción ya sea 
de 1 a -:;.oci edad conyL1gcl, o de las Cc'\pi tul aci enes y que 
-formul '3 A. F'i\checc, a G. Col in Sár.chc;: en aquel entonces 
Director del Registro F'óblico de la Propiedad del D.F. quien 
r~sponde a trav~~ de una circulür. Del memorándum y su 
respuesta el~gimos algunas interesantes consideraciones que 
resC'ñamo~ a continL111ciOn: 

CJ09J 
(JJQ) 
(11J) 

(J !~) 

C113) 

CIJ'IJ 

CJ't:--POs •. Martina:: Arrhh op. cit. p. ~1. 
ibidli'l!I p. 52. 
Pi11checc A., Rfgimen Supletorio del contr•to de 
11u1trJmonio en rel•c:ión c:on loto bienes, e-n Revista de 
D•recho Notarial, A&oc:i•r:iOn Nac.ionlll del Nota.nado 
Mexicano A, C., Mlxico, se-pt. 1957, p. JH. 
''i'rtl.,!":: ~rdetA, cp. cit. p. ~4. · 
S<'nc:he:: Met1.1l, ~atr.ón 1 UatJrrltt:.&. Ju,.¡;;l¡ca del,; Sct.1cdad 
Conyugal, En Revt st a de ter(tc:ho No~ari •l, A$.oc:i oci t.n 
Naeton•l del Notariado Mexicano A. c. ~\f;:l c:o, No. t.2, 
Sept. 1973 1 p, ?S. 
S<'nc:ho: Medal, De los Contratos, p. 408, 



Para A. Pacheco el Articulo 3012 romp~ con el principio 
bésico del Registro Inmobiliario organizado por Folios de 
derechos reales que tienen señalada a la finca como unidad 
b4sica registral, el articulo -dice el maestro-, plantea •l 
problema da donde inscribir la sociedad conyugal, desputs 
añade que el segundo pArra+o del articulo en cita da por 
supuesta una personalidad jurldica a la soci•dad conyugal, 
lo que agrava el problema pue• d~ por supuesto que la 
sbciedad es de un mismo tipo "cuando l• ley permite una 
variedad grendi•ima de capitulaciones de sociedad conyugal"I 
la rectificación a que se refiere el citado segundo p•rrafo 
aigniftca que una inscripción hecha • nombre de uno de le~ 
cónyuges está mal hecha, pues puede ser rectificada por 
cualquier interesado; so~tiene que si no •R hicieran a todo& 
los bienes de los cónyuges las rectificaciones 
correspondiente• ello daría lugar a ocult~cion•• y fraudes, 
tanto frente a terceros como entre conyuges mal avenidos, 
11 pues no teniendo petrsonelidad jurídica la socieda.d conyugal, 
no hay bienes que le pertwnezcan, por tanto, un interesado 
puede +•et lmente oponerse a la •rectificación•." El autor 
concluye a~í• 
"VI. - En re•1lmenJ la soc.i &dad conyugal en sí misma no es 
inscribible, pues no tiene personalidad juridic• segón 
nuestras leyes> y tampoco lo son las capitulaciones que la 
constituyan o modiliquen, pues no producen por si mismas 
ninguno de log efectos quft mencionan los artículos 3042 y 
3043 del Código Civil. El pretender 'rectificar• la 
inscripción h•cha a nombr& de un sólo cOnyuge, es un error, 
pues l• inscripción estA bien hecha <cfr.art. 3023 del C6digo 
Civil que señala los c•&o• de rectificación) y la sociedad 
conyugal es un pacto entre cónyuges qu• no tiene por que 
reflejarse en el regietro inmobiliario, ni habr4 manera 
practica de reflejarlo, pues admite una variedad infinita de 
formas, •• ~VII. - Lo mejor &ería derogar el art. 3012 del 
Código Civil, pero de ser •sto dificil, podri• reglamentarse 
en el sentido de que la •rectificacion• a que se refiere ese 
articulo, sólo la harA el Regifitro por orden judicial que as! 
lo ordene, quien sólo lo har4 cuando las capitulaciones 
matrimoniales surtan elguno de los efectos que señala el 
articulo 3042, Frac. I~ II y Ill del Código Civil. La 
rectificación ordenada por el Juez no producirA efecto alguno 
contra terceros que tenga derechos adquirido• sobre el 
tnmu•ble, para lo cual todo el que aparezca del Registro con 
algón derecho •obre el inmueble, deberá ser oido en el 
juicio de rectificación." 

La contestación de G. Col!n S'nchez, en su parte 
interesante, se produce en •lntesi• como se expresa a 
continuacidnr El entonces Director del Registro estA de 
acuerdo en que la con•titución de la sociedad conyugal es, en 
sí un acto irrelevante deade el punto de vista registral 
inmobiliario,"pero no puedtt decirse lo mismo de las 
'capitulaciones matrimoniales', en cuya virtud 1• sociedad 
conyugal se constituye'1 J arguye que las i;:apit.ula.c:iones 
re~eridas a bienes inmuebl•• si •en acto inscribible, ya que 
si modifican el estAdo jurídico de una o varias f:inc:aa qu&, 
de ser propiedad de uno de los =ónyuges pa!!ian • formar "el 
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fondo camón de la sociedad conyugal»; Las capitulaciones 
matrimoniales deberán constar en la primera parte del Folio 
~~ ~~rr~~~e re~1es en apJic~~iOn de len artículos 114 y 115 
del reglamento respectivo en relación con el 3042 de la ley 
El primer pArrafo del articulo 3012 está de sobra, no así el 
segundo, que si es Util para el caso de que uno de los 
consortes no dese~ dar publicidad al pacto constitutivo d~ la 
sociedad y se complementa con el ~026 párrafo cuarto; el 
t~rmino rectificación esta correctamente empleado, pues 
si las capitulaciones matrimoniales modifican el estado 
jurídico de una o más fincas inscritas a favor de uno sólo 
de los cónyuges, la inscripción de dichas capitulaciones 
"vendr~ a •rectificar •uno o v~ri os así en tos que no 
corresponden a la realidad jurídica extraregistral ••• " ;para 
el procesalista el defecto mayor de los artículos que se 
comentan es lo relativo a la prueba documental en base a la 
cual se ha de practicar la rectificación y concluye •l 
respecto que con las capitulaciones matrimoniales otorgadas 
en escritura póblica será suficiente para llevar a cabo la 
rectificación respectiva; califica de aventurada la 
afirmación de que el segundo p~rrafo da por supuesta una 
personalidad jurídica a la sociedad conyugal y para concluir 
la rese~a: respecto al juicio de rectificación opina que 
entablar dicho juicio cuando da inscribir capitulaciones •• 
trata. seria dar intervención a los órganos judiciales en 
algo muy personal que es el derecho de disposición de los 
propios bienes y es además un acto potestativo de los 
ti tul ares de di ches bienes, y agrega que: 11 'proteger a 
terceros registrales', es función cardinal del Registro y no 
competencia de la autoridad judicial, como usted afirma por 
otra parte~ si es un juez quien debe decidir, en cada caso, 
si se dan los presupuestos legales para l~ inscripcion de las 
capitulaciones, la calificación registra! qued• reducida a la 
condición de una e~centricidad juridica'' C115J. 

~. Postura adoptada. 

Se han e): puesto 1 as tesis que se consideran de mayor 
importancia en torno a la sociedad conyugal y a su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad. Las tesis 
referidas abarcan la mayor parte de las posturas posibles a 
favor o en contra de la inscribilidad de l~ sociedad 
conyugal, con las qLIE~ podr.t o no estarse de acuerdo, pero 
todas ellas congruentes con las premisas de donde se 
desprenden, lo importante en este caso es, más que locali~ar 
la postura que ha de prevalecer es encontrar y ponderar los 
razonamientos que así lo justifiquen, el enfoque o 
perspectiva que comprendan el problema en SL1s causas y lo 
expliquen, para con ese principio se construya la solución al 
conflicto. Antes de proceder a ello, conviene ver más 
detenidamente los artículos 185 y 186 del código civil, 
antecedentes y presupuestos del articulo 3012 del mismo 
cuerpo legal y las posibilidades de interpretación que nos 
ofrecen. 

( 115> Col in Sánche;:. Gui 11 ermo~ Circulares 1 I I, 
Dtn=-r:ción GenBral del Registro Fúbl1co de la. Pr·op1edad 
del D.F. México, 1982, s/e,. p. 25. 



a) Articules 185 y 186 del Código Civil. 
Los artículos 185 y 186 parecen aceptar fundamentalmete 

dos interpretaciones, pero ~n todo caso pensamos que deben 
interpretarse de manera conjunta, pues por lo que hace al 
articulo 186, si las alteraciones a las capitulaciones deben 
tnsc;tbirse en ~l Registro públ1cc de la propiedad para surtir 
efecto5 contra tercero, ello supone la inscripción de l•s 
primitivas capitula~iones a que se r8fiere el articulo 185. 

La prirr.E>ra crnplicación al sentido de dichos articulas 
e~ que los bienes a que se refieren son los adquiridos por 
uno de los cónyuges antes de la celebr•ción del matrimonio o 
despufs de ~ste si había separacion de bienes Có si no h•bi~ 
c~pitulaciones matrimoniales>, es decir los bienes a que se 
refiere la norma son determinados, concretos y el acceso 
de las capitulaciones al Registro público es el:pedilo. 

La otra i nterpretac:i ón posible nos habl • de bienes 
ya adquiridos y/o de la posibli1ad dE? c,dqu1rirlos en lo 
futuro, éste caso implica la inscripc16n de las 
~apitulaciones por sí mismas en el Registro Público, es decir 
sin referencia a un bien inmueble determinado. Tul supu~sto 

contrarí <' evi dcmte?mente 1 i'\S liases ml smas del s1 steni1:1 
registra! y no sólo con la .. 1ctual particularidad del folio 
real y la finca como unidad básica registral con la 
manlfestacion explícita en el Reglamento <21> y la implícita 
en la lPy art. 3059, 3060, 3061, sino también como fué 
concebido originalmentc.1 <art. 3015 en 1928) y demiAs aplicubles 
Art. 24 y 44, 45, 46, 48, 60 y demás ~plicables del Rglamento de 
21 de junio de 1940, es decir antes de las reformas en vigor 
a partir de 1979. A modo de ejemplo se reproduce el artículo 45 
•ntes aludido que estublecía que:"no se podrán inscribir 
ningun derr.>chti qur afecte a una propiedad, como patrimonio de 
familia, usufructo, servidumbre, etc, 11i embargo, secuestro 
intervención o asPguram1cnto de bienes sin que antes se 
insr.riba la propiedad de la misrna.;art. 48.- Se inscribirán en 
la SecciOn PrimeroJ: I.- Los títulos por los cuales se 
adquiere, transmite, modifica o extingue el dominio o la 
posesión sobre inmuebl~s.- ••• X. - Las resoluciones 
judiciales en las que se declare un c:oncurso o se admita una 
cesiOn de bienes siempre que produzca los efectos s~ñalados 
en la fracción l". 

Por la r•zOn antedicha nos inclinamos hacia la primera 
hipótesis, la que se fortalece si tomamos en cuenta que no 
tiene ya ra=ón de ser el pacto que implique transferencia o 
coparticfpac:iOn ya que para la posibilidad de adquirir bienes 
futuros, existe o se constituye la sociedad conyugal, la que 
regir& para todas las adquisiciones que se lleven a cabo. 

Podrí~ acaso darse una tercera posibilidad que r~suelve 
adP.más el problema de la forma que en todo caso deben 
revE."st ir 1 as capi tul aci enes matrimonial es para su acceso al 
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Registro Público en cualq~iera de las hipótesis antes 
mencion~das, nos referimos a la escritura p~blic:a, esta 
tendría que otorgarse prácticamente en t~dos lo$ ~~so~, ~ol~w 

en aquellos en que se conformara una sociedad conyugal como 
una comunidad solo de muebles, para no contradecir el 
articulo 194 de la ley, y en el momemto en que se 
adquirieran e~ectivamente bienes lnmuebles u otros derechos 
reales 50bre ellos ~e inscribirian en el Registro P~blico de 
la Propiedad, pero de cualquler manera creemos que en ~sta 
posibilidad no pensaron los legisladores pues de haberse 
percatado de tal incongruencia lo hubieran evitado- Pen$amos 
en definitiva que los articulos que nos ocupan fueron un muy 
desafortunado remedo del nume~l 3340 del código cív1l de 
1870 y hacemos hincapié en ello porque el precepto era de tal 
ni ti de:: que prácticamente no planteaba ninguno de las dudas e 
incongruencias a que nos enfrentan las actuales disposiciones. 

b) Principio~ qúe tutela el artículo 3012. 
Con el a.ntecndC?nte qLte o:::.ignifican los preceptos 

refer-ídos, l?l nuevo a.rt. 3012, intenta CL1mpllr dos funciones 
pr"incipalmentc, en su primer párrafo viene a despeJar la 
dude. sucí. tada respecto a la necesidad o no de 1 a 
inscríbilidad de los bienes de los cónyuges u favor de la 
comunidad conyugal <o si se quiere de ambos cónyuges> para 
producir efectos en perjuicio de tercero; la otra función que 
significa la oportunidad qi.1e la legislaciOn bf"'inda, para hac.er 
coincidir la apariencia juridic& con la f"'ealidad juridica 
(extrarregistral). 

A un lado su desafortl.mada ~>:presi on, que se ha 
interpretado como un intento de otorgar personalidad JUridica 
a la sociedad conyugal y que aún con las opiniones que lA 
defienden no tiene razón de ser, el espiritu que animó • loa 
legisladores de la reforma al articulo 3012 vino 
íncJdentalmente a cumplir una importante función que fu• la 
de terminar con las indecisiones de una parte de la doctrina, 
respecto de la comunicaciOn que opera en los bi•nes de los 
cónyuges casados baje el régimeon de sociedad conyugal, 
ac:larando el coflcepto que de la naturaleza de est• f19ura ha 
de tenerse, osc1.1reci do por 1 a deficiente regulación en el 
capítulo c:orre!';.pondicnte -que en todo caso demanda una 
re<f=orma integral-, no siendo ~stt:i el objetivo del precepto 
referido, sino la resolución del problema planteado en el 
Ambito regi~tYal. Mas como era de esperarse, dadas las 
circunstancias, la imperfecta redacción del articulo en 
cuestión y los que arreglan el ré-gimen de la sociedad 
conyugi:\l~ han constituido impedimento-o al menos un 
subterfugio- para que el órgano al que compete, desarrolle en 
el Reglamento, el mandato contenido en la ley. Reconocida la 
pecu1i~r comunidad de bienes formada entre los cónyuges <como 
se vi6 en el capitule segundo de este trabaJo) 1 ea de suyo 
necesario reflejar en el Registro PUblico de la Propiedad la$ 
adquisiciones y enajenaciones llevadas a cabo por los 
c:onyuges, de los bienes que se gobiernan bajo el Régimen de 
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sociedad conyugal, así como hacer constar las modificaciones 
en la titularidad de dichos bienes que con motivo de la 
comunid"'d sn producen, pues como afirma el profesor Lozano 
Noriega " .•• para conocer la situación jurídica de un bien 
inmueble debe acudirse al Registro Pllblico de la Propiedad y 
no a otros registros"(116). 

Si no se inscribió la Sociedad Conyugal, seglln los 
artículos 185 y 186 y ahora el nuevo articulo ~012 Ccada uno 
de ellos tiene su propio Ambito> y con arreglo a la aplicación 
de los principios registrales, es inexacto decir como afirma 
Alanis Ramirez que los bienes sean de su exclusiva propiedad, 
no obstante, el cónyuge que es titular registra! se haya 
l•gitimado -legitimación extraordinaria- para enajenarlos y 
no requiere el consentimiento para llevar a cabo una 
transmisión efica= para el tercero que adquiera confiaUo en 
lo que publica el Registro Pllblico, lo que no deja de 
constituir un acto nulo desde el enfoque del derecho civil y 
sin perjuicio de que su cónyuge pueda si,. e.en arreglo a las 
capitulaciones p•dir cuentas o eHigir responsabilidades, lo 
que no significa que sólo haya entre los cónyuges relaciones 
puramQnte personales; muestra de ello es que al disolverse la 
socied~d conyugal los bienes se aplican o se adjudic•n a 
ambos ct'inyuges y no necesariamente por mitad y no obstante 
qui! no hayan sido inscritos como de ambos cónyuges en el 
Registro Póblico y el registrador los ir1scribirá sin alegar 
que se rompe et tracto, lo que de cualquier manera hace 
evidente la necesidad de la inscripción a nombre de ambos para 
que erntsta consonancia con lo!i principios registrales. 
La situación •ntes referida causa un perjuicio al cónyuge, 
que no tiene en contra del Tercero registra! recurso alguno y 
si no ha habido un mayor nómero de controversias que tendrí~n 
su final destino an los tribunales ello ha sido gracias'a· 
pali~tivos como el que nos re~eña el Licenciado A.García 
Toledo, Director del Registro Público de la Propiedad en el 
informe rendido sobre su gestión C1946-1952), en el cuul nos 
ref'tl!,.e l~ recomendación que hi:::o para que los Abogados 
registradores .:il momento de calificar los instrumentos para 
resolver csobre su inscripción " ••• e>:igieran invariablemente 
et consentimiento de los respectivos cónyuges que debi~ran 
otorgar! ot •.. " < t 17J situación que se observa a la fecha, pero 
que carecia de una disposir:idn que corrigiera asa laguna de ld 
ley que dejaba indefen"io al cónyuge que no era titular registra! 
en su patrimonio~ generalmente la mujer. 

Por el 1 o el 1 ogro que ~e advierte en el articulo 3012 se 
h~lla de~de Juego en el segundo párrafo, qua co11cede al 
c¿nyugP. proteri do cm el asiento respectivo~ facultad para 
obtener Ja titularidad(tabular> que en la realidad juridica ya 
disfruta pero que no puede oponer a terceros por no ha.ber 
alcan:ado la debida publicidad. 

El principio robustecido implícitamente es el de la 
igual dad juri di ca qL•e debe preva} ecer entre· el hombre y la 

(11t~> L"Q;~ñ"O-Nnri~r;a_, Comp..!r.:1ción del ..• , p. 06. 
(117l t"olin St.nche=: .. Procedi1dcmto ••• , µ.37. 
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mujer, que en tanto cónyuges, han de disfrutar de la misma 
consideración en la administración, goce, y poder de 
disposición re~pecto a los bienes comunes, ésto en principio y 
salvo los pactos que validamente celebren, manteniendo tal 
plano de igualdad. 

La seguridad jurídica que deben disfrutar los cónyuges 
ha dado paso, como afirma Fueyo La.neri: "a la coparticipacíOn 
en ra:ón de equilibrio y equidadtpara la mujer) para ratificar 
la igual d~d de 1 os sexos" <119>. 

e> Inscripción de la Sociedad Conyugal. 
A estas alturas se hace~ecesario preguntarse si es el 

R~gimen Patrimonial de la Sociedad Conyugal objeto de 
inscripción o lo son l~s capitulaciones, como algunos 
a.firman. 

Comulgamos con Col!n Sánchez en el §entido de que la 
sociedad conyugal en si misma no es inscribible, y cuando 
esto decimos queremos indicar que las capitulaciones 
matrimoniales que instituyen un régimen patrimonial y 
"globalmente consideradas" no tienen su asiento natural en el 
Registro Público de la Propiedad, pero como antes se díjc, 
si como consecuencia del regimen patrimonial adoptado, en 
este Ca5o la sociedad conyugal, se producen efectos sobre bienes 
Jnmuebles cuya condición jurídica va a afectar produciendo u·n 
cambio en la titularidad de dichos bienes o si las 
capitulaciones contienen pactos consistentes. en negoc10• 
jurtdicos que tengan ~or objeto bienes inmuebles o derechos 
reales que impliquen alguno de los actos a que se r•fiere el 
~:o-t\culo 3042 fr. 1 del código civil, entonces es indudable 
que son inscribibles en el Registro POblico. 

Por otro lado afirmar que las capitulacione~ 
matrimoniales son inscribibles mas no así l~ sociedad 
conyugal es un contrasentido, pues las capitulaciones a que 
nos referimos se otorgan precisamente par• constituir y 
reglamentar la sociedad conyugal, es algo semejante a afirmar 
que la cláusula que establece el precfo y la cosa cuya 
propiedad se trans~iere son inscribibles pero no asi la 
compr~venta. 

r1rPpL:mdo que el contenido de los pactos es lo que 
constituye materia de in&cripción, el titulo, considerado 
tste como causa generadora o ra:On suficiente del derecho, lo 
es la sociedad conyugal, cuyo efecto es el cambio en la 
propiedad de los bienes, aunque suceda que no toda sociedad 
conyugal produ2ca tsta modificación ·como es el CilSO de una 
sociedad conyugal que sólo comprenda bienes muebles, lo que 
dicho sea de paso en nuestro medio debe suceder muy 
raramente. Y la ley misma se refiere a los títulos -en la 
acepción referida- como objeto de inscripción <304~ fr I>, 
asimismo el articulo 3060 establece que los asientos y notas 
de presentación expresar-án:" ••• la naturaleza del acto o 

Ct 18> FüéYO-L"'neri, Fern.:1ncto, Problemáti c.,.¡ general del F:ég1men 
Patrimoni.11 del Matrimonio. En Rc·;i~ta "Estudios e.Ji.: 
Derecho", Organo de la Facultad de Derecho y Ci ¿nci .;.~ 
Políticas de la Universidad de AntioquiQ. Medcllin 
Colombia .• Mar;:o-Septiembre 1984, t~os. 105 y l\'.16, p: ::•li-. 
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negociQ de que ~e trate.- ..• " y el 3061 donde se lee: "Los 
asientos de inscripción deberán e>:presar las circunst.ancias 
si guentes: ... VI 1. - 1 a naturaleza del hecho o negocio 
juridico". 

Puede decirse que entre los títulos sujeto~ a 
inscripci6n, entendidos t>stos como sinónimo d~ acto o 
contrato, causa o razón del derecho se encuentra la 
sociedad conyug~l; aunqué después de advertido el sentido que 
dicha expresión encierra. 

Dentro de las reformas que han de hacerse a la ley se 
encuentra la utili=aci6n de una terminologia adecuada que se 
refiera a la comunidad conyugal de bienesCinmueblesl der1v~da 
de \a sociedad conyugal. Se propone una reexpresión de los 
preceptos Cllle establecen la inscripción de la socic.dad conyugal 
que sin perjuicio de lo dicho respecto de los funciones y 
principios que son Sll menester podrían redactarse en los 
siguientes tórminos:,,, Se inscribirá en el R~g1stro PUblico la 
sociedad conyugal, o;i en virtud de las caµi tul .J.t:i OOl!S qui? la 
constituy¿m o pcr si misma~ se establece comunidad de bier1es 
inmueble!: entrr los cónyuges ••• -. (1.23>. 

Las interrogantes que enseguida se presentan son: 
en dOndc ha de inscribirse la sociedad conyugal o dicho 
de otra manera cómo ha de reflejarse lL' comunidtld de bienes 
que en razón de la adopción de dicho régimen s~ produce y 
c6mo ha de llevarse a cabo la inscripción. D~ lo que se ha 
dicho puede deducirse que el lugar apropiado -como tamb1én 
opina Colín S6nchez- lo es la primera parte del fol10 de 
d•rechos reales de la finca de que se trate. Respecto del 
modo en quo ha de e~presarse la titularidad de los cOnyuQes, 
creemo~ que,hnbrá de hacerse de diferente~ maneras, dependiendo 
de los supuestos que al Registrador se le prcsenler1. A manera 
de muP~tra diremos qt1c habri~ que distinguir los casos en 
v1.rtud de los cuules se in3cribe un b1cr1 cuyo .~c.:to 

lldquisi tivo e~ otorg~"'\do por ambos cOnyuges o de uno de el los 
pero comprobando con docUmE!ntaci On suf i ci ent1.:, su 1 ngn:?so a 
l.'.\ comunidi\d conyt1gal. de .:i.quellos actos donde se rectifica 
el asi~nto de un bien adquirido e inscrito previam&nte a 
nomtire de uno sólo de lor;. cónyuges. 

E\ Profci:-c;r e investigudor Dernar·do f'Ore.: Fer-nández del 
Castillo propone que se mudifique la Ley del Notar-iado para 
que se haga constar en los contratos traslativos d~ dominio 
el régimen pt.\t"!""imonial baJo el cu;.:11 está casa.do el 
adqu\ r-ente y en C?l r:cgi stro Público de 1 .:i. Propiedad al 
inscribir el testimonio dul inetrumento olorg~do se anotaria 
tamb\ón el r~gimen!119). Pero además de que tal medida parte del 
suptH~o:;to dr:- un sólo conte?ni do de 1 a sociedad conyugal -el de 
g~n~ncialid~d d~ todos los bienes que durante su subsistencia 
se adquieran y que en la realidad as:i ::.ucedu con el 
mencionado machote que se usa en l .. , gr""an ·mL\¡'Ori ~ de los 
c2.sos- y que por su argumentación parece aulor1:-.:i.r la medida 

(119> Pé~e;-Fernández del Castillo, Fernando, Derecho 
Notarial, Ed. Parró.a, 1983_, 2a. ed. p. 284. 
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con la s6la presentación del acta de matrimonio, se presenta 
el inconveniente de que la e>:presi6n actual de la ley 
permite la variedad de contenido de las capitulaciones 
matrimoniales. La proposición del catedrático es la ideül 
por su sencille~ y podria utilizarse en el primero de los 
supuestos que planteamos, pero tal solución no podría ser 
aplicable en el caso de rectificacion (3012 2o prfo.> donde 
se produce un nuevo asiento y tampoco seria suficiente donde 
en virtud de un negocio jur:i.dico se pacte en las 
capitL1laciones respectivas la transmisión de propiedad o 
copropiedad de un bien <donación) que ya pertenecía al 
cónyuge enajenante, pues esa hipOtesis también reclama un 
nuevo asiento. de inscr-ipc:i o9n. 

Para el desarrollo que el reglamento deba hac:er de estas 
reglas, es oportuno y provechoso voltear la atención a o_tros 
ordenamientos como el caso del Reglamento para la ejecución 
de la Ley Hipotec:aria Española. 

En todo caso el Reglamento respec:tivo deberá c:ontener 
reglas claras y que prevean los diferentes supuestos o 
modalidades que los asientos eKiJan para la inscripciOn de 
derechos de propiedad sobre los bienes inmuebles u otros 
derec:hos reales adquiridos por uno o ambos cónyuges. La 
reforma comprendera el Código civil~ para eliminar las 
antinomias legales que actualmente padece y muy prob~blemente 
también sea necesaria la reforma ~ que se refiere el mae&tro 
Pére: Fernánde~ del Castillo. 

4. Rectificación 

Si hemos de atenernos a lo establecido por el art. 3023, 
tendremos que concluir que la rectificación a que •• refi•re 
el 2o. párrafo del articulo 3012, está comprendida fuera del 
supuesto de aquel precepto, pues una escritura en la que se 
adquiere un bien y que haya sido otorQ•da ónicamente por un 
cónyuge con la declaración de que e• casado e inscrita con 
es& constancia, a la luz de las act4ales dispo5iciones 
notariales, esta correctamente otorgado el instrumento 
correspondiente y el asiento así practicado tampoco padece 
error material ni de concepto. 

Con arreglo a lo dispuesto por por la ley (3023>, mas 
que a una rectificación por error en la práctica del asiento, 
se trata más bien de hacer concordar el la apariencia 
j\.1rídica con la realidad jw··idica (e}:traregistrall. pues el 
derecho de propiedad del cónyuge no otorgante se ha 
formado extraregistralmente pero solo puede tene~, por la 
misma razón, efectos con respecto a SLI consorte, no así 
frente a tercero, por no constar ai en el Registro PUblico. 

La dificultad que se presenta es determinar si el 
11 interesado11 de que habla el c.:i tado párrafo puede acompañar 
el documento que acredite el régimen matrimonial, ya que 
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aunque el R•gistro Civil es pUblico, aquel no tendría 
normalmente los datos para la localizaci6n de las respectivas 
capitulacion••• que en adición, normalmente carecer6n tambi•n 
de la forma d•bida para su acceso al Registro Püblico de la 
Propiedadf pero la pregunta obli~ada ••• A qui•n puede 
considerar•• 11 interesado 11 ? Creemos que en ese punto una 
ambiguedad como tal no debió permitírsela el legislador, pues 
Por" su falta de circunspecciOn la norma parece autorizar • 
cutquier Persona a pedir la rec:tificaci6n, quien puede ~er 
por ejemplo un acreedor con un derecho <o una pretensión) 
per9onal o de cr•dito. Para no actuar en detrimento del 
principio de consentimiento (3018 1 301q), el legislador 
debería ••r ••• cauto .., su •MPr••ión y reserv•r e&a facultad 
a un solicitante con interés legitimo en el derecho que se 
va a inscribir y per~iti•ndo c~o -a nuestro juicio­
implícitament• lo h•ce a cualqui•r otro, el recurso de una 
anotación Pr•vantiva -como prot9'C.ción de su pretensión­
previa una d•m•nda promovid• contra uno de los cónyu~a§ para 
in•cribir la aociedad conyugal. 
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CONCLUSIONES 

1. - Dentro de lo• efectos Jurídicos a que el 
matrimonio da lugar, se encuentra el establecimiento del 
Régimen Patrimonial, estatuto que rige, entre nosotros no 
las relaciones pecuni•ria• •n cuanto a contribución a las 
cargas del matrimonio se refieren, sino para fiJar la 
condición Jurídica de los bienes de los cónyuges, señalar la 
suerte que han de correr en cuanto a su propiedad Y 
administracion. 

2. - La inataurac10n de.un R•g1men patrimonial, tiene 
por esencia la regulación - a trav•s de un estatuto 
precisamente-, del goce, dominio y administración de los 
bienes que forman el patrimonio de los cOnyuges1 reservando&• 
tal concepto a la Sociedad Conyugal, siendo inaplicable al 
llamado "R•gimen de separación de bienes", que constituye an 
el meJor de los casos, un convenio en estricto eentido, 
-cuando de liquidar la sociedad conyugal se tr•ta- pero no un 
rfgimen en su completa &ignific•ción t•cnica. 

3. - La información di5Ponibl~ señala a los pueblos 
germénicos como iniciadores de lo que seria el r•Qimen de 
comunidad de biene& entr• lo• cónyuges, en su evolución •• 
extendió a otro& pueblos y legislaciones, entr• ellos el 
español, en cuyas leyes se i~primió desd• sus primer•& 
e>epresiones, la idea de la con.micación en loa Aumento" de 
~ortuna de cada cónyuge habidos durante el matri.anio, 
cristalizada en la sociedad de gananci•les •l m6e 
representativo de los regímenes de comunidad entre loa 
hi9Panos. 

4. - La revisión de las fuentes del Código Civil para •l 
Distrito Y Territorios F•derales de 18701 rev•l• 1• v•ria 
ascendencia de sus preceptos, que aunque ref 19Jan un ori9en 
comdn, el Código Napoleón, en cuanto a R•gim•nes 
patrimoniales se trata, muestran una influencia decisiva del 
castizo Derecho Espa~ol, que f•voreció •1 Derecho Mexicano 
pero que tambi•n mostró un 11 tra!Splante 11 de algunas de la• 
instituciones jurídicas ib•ricas. 

s. - La Ley sobre r•laciones F•mili•res marcó un hito en 
el desarrollo d• la socied•d conyugal •1 •uprimir la potestad 
marital y con ello l• leti!i•l•ción patria aventaJó -por 
entonces- a l•• m4s modernas legislacion~s europea& an la 
materia, lo que se oscur•ció por otr•s disposiciones 
polémicas como la que estableció la disolución del matrimonio 
por divorcio. 

6. - El Código Civil. para el Distrito y Territorios 
Fed•rales de 1928 trajo como inovación l• implantación del 
sistema legal alternativo, con la obligación •PareJada de 
celebrar capitulacione• matrimoniales para est•blecer el 
régimen patrimonial del matrimonio, y con la nociva supresión 
del r~gimen l•gal supletorio. 

7. - La constitución de la sociedad conyugal queda -con 
el Código de 1928-, supeditada a la azarosa formulación de 

las capitulaciones matrimoniales, con la tutela que a su 



cab .. tl otorgamiehto "asegura" el Ofíc:ial del Registro Civil. 
Ello sumado al otorgamiento de capitulacjones matrimoniales a 
través del formulario, machote 11 amado 11 f orma oficial", ccn 
la• deficiencias que adolece, hace eMtrañar el régimen 
supletorio que minuciosamente preveía los diferentes aspectos 
del rf!ogi men de soct l:?d~d conyugal, por 1 o que resuel lamente 
nos unimos a lo$ que desde hace tiempo a.bogan por el regreso 
'al rógimen supletorio y l~ detallada regulación de la 
met~ria, asl como la intervención del notario en el 
otorgamiento de l i\S ca.pi t.ul aci onE>s matrimonial os. 

8. - El Pl\eblo me>:icano no tiene tras de si la tradición 
de ~apitular, fu~ una. costumbre importada de España, donde 
tiene gran arraigo, $Obre todo en el Derecho Foral, no es 
casual ni sólo producto del descuido de pretendíentes y 
oi'iciales del Registro Civil, el que se- hayan preparado 
capitulacionQs 11 al vapor", es sólo la sanción de la co~tumbre 
el que ese machot o se ut i l .t ce y sean la excepc.i ón las 
capitulaciones detall~das y suscritas por los cónyuges. Dabe 
no obi::ti'\nte mvntener-5e como una alternativa su olorgamiento 
pues eso da un contenido y una sign1fitación re~l a la libre 
voluntcJd de los cónyugEs en lo estipulación de normas que 
rijan sus l"'elaciones patrimoniales. 

9. - La soc:i edad conyugal c:onsti tuye una vnrdaúera 
comunidad dQ biene~ presentes y ~uturos ontre los cónyuge~, 
con si deraci ón fund¿\da nn ] ._\ 1 ey .• y c:on notas propi JS o 
especificas qua l n asemeJ .. •tl a. la comunidad en mano común de 
origl!n germ:1nico. Tal car ac:teri=~·u:ión t..ornulga con el 
espiritu y tradición del r~gimen de mérito , reconociendo lg 
la igualdad así como la dignidad qwe corresponde a la mujer 
junto a su marido. 

10. -. Por el contenido ~sociacional de la sociedad 
conyugi:\l, se disi:ione la ordEmación de la comunidad entre los 
cónyuge~, mism~ que por razones t1tstóric~s fué, r es 
utilizada por la tlcnica que la dcctrin~ y la legislación 
construyeron para Ja'3- sociC?dades orc.Jinarias, con las que he:\ 
tenidc a lo lcrgo del tiempo, puntos de contacto, estando hoy 
di.:i pr:>rfE'r::tamentc- difcrenciñdas Lina de la otra. 

11. - El Registro P1~bl ice de la Propi C?dad ti ene por ObJeto 
proporcionar la publicidad qu~ pormite por un lado conocer 
los titulares y el e~tado jurídico de las (-incas y al mismo 
tiempo aseguri\r su adquisición al que a ellél se acoge, 
conc:edi. ende de esa manera seguridad al t.rc1.f i co -e 
implicit3mRnte- a la propiedad inmobiliarios. 

12. - Los distintos rcglmenes inmobiliarios hc:i.n sido 
cl~sificados tomando en cuenta sus características y 
p,.i ncipios fundamental es, conformando asi 1 os sistemas 
registralen. Los principios de Legitimación y le publica son 
las piP.zas primordiales cm que el sistema registra! seguido 
en México por el Registr-o P1.\blico dr.• 1.3. Propiedad se apoya 
para P.l cumplimiento de su tarea. 

13. - Las capitulaciones matrímoniales ~on inscribibles on 
el Regic;tro Público eti cuanto importan trilnsmisión de bienes 
y rierecho;,s y no por sl mismas,. por no ser el instituto 
ap~opiado para ~llo. Es más propio todavia hablar de 



inscripción do Sociedad conyugal que de capitulaciones 
matrimoniales, pues en éStas ello induce a creer que las 
l"'.:1.pi+ulaciones son objeto de inscripción, en cambio es 
comprensible y claro, la adquisic:iu6n de bienes y derechos 
con motivo del establecimiento del régimen de sociedad 
conyugal, de donde se concluye que ésta ingresa al registro 
no como materia de inscripción sino como titulo o razón 
jurídica de la adquisición respectiva, siendo por tanto 
peregrina la idea de que por el hecho de inscribir los 
bienes para la sociedad conyugal, signifique otorgarle 
personalidad jurídica o romper con el principio de la finca 
como unidad bAsica registral • . 

14. - Va que la sociedad conyugal es una relación 
inscribile en el Registro PUblico de la Propiedad y teniendo 
~ste como misión la protección de la apariencia JUrid1ca y de 
acuerdo con los principios registrales, se hace necesaria su 
inscripción para provecho y seguridad principalmente de los 
propios cónyuges. 

15 1 - Sin descuidar los riesgos que ofrece 
la adopción de normas perteneciente5· a regímenes jurídicos 
distintos al me>:ic:ano~ la similitud de los sistemas, ya sea 
por la comón herencia jurídica o por la ascendencia que las 
disposiciones civiles y la paternidad del sistema registral 
así como los objetivos comunes que se persiguen, e~ digno de 
tomarse en cuenta y voltear la vista a la legislación 
espa~ola y aón mas voltear hacia atrás a los ordenamientos 
patrios anteriores, donde hay lecciones ~tiles para el 
perfeccionamiento de las leyes vigentes que tienen en ese 
sentido un largo camino por recorrer. 

16.- En la nueva e)!presión de los preceptos relativos, 
ademas de lo sugerido en éste trabajo , se debera contemplar 
una nue·1.:i denominación para 1 a sociedad conyu;al; se pr·opone 
la de ccmunidad de bienes en lugar de aqu~lla, por la 
significaciOn equívoca y obsoleta que esos vocablos 
encierran, así como exigir la disposición conJunta de los 
cOnyuges sobre los bienes pertenecientes a la comunidad. 

17. - La creación de los sistemas inmobiliarios 
reg\strales tiene por objeto la consecución de la seguridad 
jurídica dentro del tráfico inmobiliario -en este caso 
referida a las relaciones patrimoniales de los cónyuges-, fin 
que para ser alcanzado ha reclamado el desarrollo y 
perfeccionamiento de dichos sistemas, que han de ser en su 
formulación -a través de la ley- lo suficientemente claros y 
cuenten con una reglamentación que haga posible. su 
aplicación. Este desideratum implica el conocimiento de las 
instituciones civiles y de su e>:presiOn armónica -Registro 
Póblico de la Propiedad con Sociedad Conyugal-. De la 
concepción de la Sociedad Conyugal como figura jurídica, de 
las facultades de disposición que tengan los cónyuges sobre 
los bienes que integren su patrimonio y sobre todo d~l 
reccnocimeiento de la igualdad jurídica que merece la mujer 
frente al hombre. se habrA de construir un instrumento eficaz 
que de seguridad· y transparencia en el tráfico jurídico, 
seguridad en las transacciones que demandan terceros y 
principalmente los propios cónyuges. 
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ADENDA 

<1.1) A.Pacheco asevera que si los fines considerado'!I como 
secundarios se persiguieran prioritariamente a los 
primarios, el matrimonio se pervertiría y no se 
lograría ningun fin, no contempla la comunidad como 
fin. Pacheco, La Familia ••• , p. 68. 

(.t. 2) En 1 os regí menes de comunidad 1 a creaci 6n de una masa 
camón de bienes varia en cuanto a '3U exten,;ión, puede 
comprender la totalidad de los bienes presentes y 
futuros de los cónyuges <comunidad untversall; o sólo 
una par" te de el los, comunidad limitada que abarquet 
al bienes muebles; bl de adquisiciones a titulo 
oneroso o gananciales, que está integrada por las 
rentas de los esposos, productos de su trabajo, 
los fruto~ logrado5 con e~as rentas o productos y las 
Adqltis1.scionps a titulo oneroso realizadas durante el 
matrimonio, no forman parto de la comunidad, siendo 
propios de los esposos los bienes ya poseidos al tiempo 
de celebrarlo y los "'dquiridos a titulo grAtuito; el 
comun\dad de muebles y udqnisiciones que incluye ademAs 
de las g<mancias indicadas, los bienes mllebles de los 
c6nyugei;. aun los adquiridos gratuitamente; y otras 
Vi\ri.~d."'\di;i.s menos frecuentes, pero posibles en el 
Derecho ci·1i 1 Me::icnno. 
EntrP. los rogimcnc>s de separe.c:ión se encuentran los 
dn; a) separar\ón absoluta en el que cada cónyuge 
r.onscrva la administración de los bienes y percibe los 
lo~ frutos o ingresos de su trabajo; bl el que reserva 
)il administración y usufructo al marido de todos las 
bienes del matrimonio; que pueden coe>:istir con el 
dotal en algunas legisl.:iciones. Así tambi~n en algunas 
legislaciones el tipo intermedio o híbrido se 
manifi~sta en el régimen a sistema de participación 
que conjuga ambos sistemas y que hn ido ganando terreno 
en 1."1 actualidad. sobre el se tratará más adelante. 

<t.~l 11 E~:iste comunidad en sentida genérica siempre que un 
derecho o conjunto de derechos están atribuidos a una 
pluralidad de sujetos, correspondiéndoles en camón". 
Cast~n Tobeñas, José, Derecha Civil Español, T. 11 8a. 
ed. p. ':!04. 

<1.41 Art. 21::'1. - Los acreedores que no hubieren tenido 
conocimiento de los términos en que estuviere 
constituida la sociedad voluntaria podrán ejercitar 
S\JS acciones conforme .1 las reglas de la legall pero 
el consorte que en virtud de las c~pitulaciones no deba 
responder de ,,,qurl la deuda, conser'vará salvos sus 
derechos par~ cobrar la parte que le corresponda, de 
los gananciales del otro consorte, y si éstos no 
alcanz.lrE.'n, de las bienes propios de éste. 

(\.5l Art. \72.- El marido y ld mujer mayores de edad, tienen 
c:apacirtad para administrar contratar o disponer de sus 
bienes propios y ejercitar las acciones u oponer las 
e::cepciones que a el los corresponden, sin que para tal 
objeto nr.ces\te ~1 esposo del consentimiento de la 
espO"<it\, ni t>sta de la autorización de ~quél salvo en lo 
relativo a los actas de adn.inistración y de dominio de 
\o"<i bienes cr-1munc .. :;. 

~L/:il Tesis 35P: fuvnt.c-: cit~da, p. 1(168 
SOClEDAD COll'IUGAL, SU EXISTENCIA NO ESTA CONDICIONADA A 
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LA CELEBRACIDN DE LAS CAPITULACIONES MATRIMONIALES. 
Para que exista la Sociedad conyugal no es necesario 
que se hayan celebrado capitulaciones matrimoniales, 
sino basta con la expresión de que el matrimonio se 
contrajo bajo el régimen de sociedad conyugal. La falta 
de capitulaciones matrimoniales no puede ser motivo 
para que se deje de cumplir la voluntad de las partes, 
ni para que se considere que el matrimonio deba regirse 
por las disposiciones relativas a la ~eparacion de 
biem~s, lo que seria contrario al consentimiento de lo 
e>:presamente pactado, sino también a las consecuencias 
que seg1'1n su nntural eza son conformes a la buena fe, al 
uso o ,:\ la ley. • 
Se:~ tr1 Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. XI~ Pag. 194. A.O. 1307157. - Lucrecia Albert de 
Orbe. -Mayoría de 4 votos, 
Vol. XXV, Pág. 253. A.O. 4832/58. - Eva Ortega E~tr•da. 
- Mayoría de 4 votos. 
Vol. XXVIII, Pág. 102. A.O. 7145/58. -Enrique 
Landgrave Sánchez. - Unanimidad de 4 votos. 
Vol. XLVI, PAg. 146.A.D. 4639/59. - Herminia Hartínez. 
- Mayoría de 4 votos. 
Vol. LX, Pag. 287. A.O. 3668/60. - Modesta Montiel. -
Unanimidad de 4 votos. 

Cl.7) De Ibarro\a principalmente, también Martínez Arrieta y 
Galindo Garfias. 

Ct.8> ''Los sistemas reconocidos por el Código Alem~n, después 
de la entrada en vigor de la ley de equiparación de lo• 
se>:os de 18 de junio de 1957, son: a) Como sistema 
legal, ordinario o supletorio, el de <<comunidad de 
ganancias>> CZugewinngemeinschaft>. b> Como sistemas 
convencionales: el de comunidad de bienes y el de 
separación de bienes. Los sistemas de comunidad de 
adquisiciones y de comunidad de bienes muebles y 
adquisiciones, regulados por el Primitivo BGB, ya. no 
existen como tipos legales de regímenes patrimoniales 
conyugales. CastAn Tobeñas, op. cit. T. 5o. p.278. 

<t.9) "Bienes de los cónyuges, propiedad de los bienes 
adquiridos por herencia de uno de los cónyuges 11 El 
articulo 215 del Código civil del Distrito Federal 
dice: 
11 Los bienes que los cónyuges adquieran en camón por 
donación, herencia, legado, por cualquier otro titulo 
gratuito o por don de la fortuna, entre tanto se hace 
la división serán administrados por ambos o por uno de 
ellos con acuerdo del otro; pero en este caso el que 
administre será considerado como mandatario. Este 
precepto e:~presa el ar amente que sólo son de ambos 
cónyuges los bienes adquiridos en común y no los 
adquiridos singularmente por uno sólo de ellos de 
ellos. Por to tanto 1 "a contrario sensu", el bien 
adquirido por uno sólo de los cónyuges a titulo de 
herencia es de su e>1clusiva propiedad, a pesar de que 
e>1ista sociedad conyugal entre ambos" <Amparo directo 
5065/1952 de Pedro Vera Ramire~, fallado por la Tercera 
Sala de la Suprema Corte el 30 de septiembre de 1955>. 

Ct.10) "Si se eHAminan uno por uno -dice Mucius Scaevola­
los artículos del Código relativos al contrato de 
sociedad~ se adquiere prontamente el convencimiento 
de que es sumamente dificil encontrar uno sólo que 
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tenga el ara apl i caci On a la sociedad de ganancial es." 
Cit. pos. Castán Tobeñas, op. cit. T. So. p 345. 

(1.11> Art. 3018. - La inscripción o anotación de los titulo~ 
en el Registro Püblico pueden pedirse por quien ten~a 
interts l•gitimo en el derecho que se va a inscribir o 
anotar, o por el Notario que haya autorizado la 
escritura de que se trate. - ••• ". 

( 1: 12) Reformado por Real Decreto 12 de noviembre de 1982 1 

nóm. 3215/B2<Mo. de Justicia}. B.O.E. 27 noviembre 
<num. 28!5). p. 5412. 

Ct.13> El antii;uo art. 1407, hoy 13b1 1 del Código Civil 
Español vigente establece que& "Se presumen ganancia les 
los bi•nes existentes en el matrimonio mientras no se 
pruebe que pertenecen privativamente al marido o a la 
muJer 11

• 

<L 14) La inscripción para la sociedad conyugal -considerada 
•sta como la asociación de los cónyuges sin importar el 
régimen-, ha ganado la critica de los comentaristas, 
así como t•mbién l• asimilación de la comunidad 
conyugal • la de una sociedad con personalidad jurídica 
ya que el código considera como una comunidad tal 
asociación. 
Roca Sastre, Ramón Ma. Derecho Hipotecario, T. IV. la.' 
P. 40. 

(1.15> Esta disposición es congruente con el articulo 1361 CCE 
pues según la Doctrina y la Jurisprudencia, no basta 
P•ra destruir la presunción, la confesión o 
reconocimento de un cónyuge de ser privativos del otro 
determinados bienes, pues el lo podría encubrir 
verdad•ra• donaciones entre cónyuges, prohibidas por el 
articulo 1334 en vigor hasta antes d• la reforma al CCE 
en l9B1t aunque ~ctualmente la confesión puede probar 
la propiedad de uno de los cónyuges sobre determinado 
bien,, tampoco podrá, según el articulo 1324 CCE 
vigente, la confes10n por si sola perjudicar a los 
heredaros forzosos del confesante ni a los acreedores, 
sean de la comunidad o de cada uno de los cónyuges. 

<1.16> Como puede apreciarse tal precepto no va de acuerdo 
con la mejor técnica registra!, pues la nota marginal 
no eB la man•ra apropiada de hacer constar el cambio de 
titularidad registrada, sino un asiento de inscripción. 
Asi lo advirtieron tambifn los comentaristas hispanos. 

(1.17) La licencia marital se traducia en "la necesidad de la 
intervención del marido como jefe de la familia en 
cuantos a5untos interesan a la comunidad" Manresa, cit. 
pos. De la Rica y Maritorena en1 El Registro y los 
actos dispositivos sobre inmuebles gananciales 
consentidos sólo por el marido, p. 1191. 

<1.18> El articulo 94 del Reglamento Hipotecario adicionado 
con el p.iirrafo segundo después de 1 a reforma de 17 de 
marzo d9 19591 -considerado como medida excepcional y 
Justificada por razón de emergencia en beneficio de la 
muJer·y de los que con ella contrataban- disponía: 
"serán in&cribíbles los actos y contratos otorgados sin 
licencia del marido, por muJer casada 
-independientemente del r~gimen del matrimonio adoptado 
-;pero el Registrador har~ ~onstar en la inscripción la 
falta de licencia cuando ~sta fuera necesaria •• ••. En 
l!oste Ultimo caso a efectos del artículo 1300 CCE, la 
falta de licencia hace anulables los actos a que se 
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hizo referencia Casi como también el antiguo art. 62 
que expresamente diSponia que eran nulos los actos 
ejecutados por la mujer sin la licencia del marido, el 
art.1301 por otra parte estima caducable eata acci6n 
por el transcurso de cuatro años a contar d•l dia de la 
disolución del matrimonio, mediante el documento que lo 
acredite; sigue art.94 11 

••• y salvo que exista obstáculo 
registral, podrA hacerse constar, a solicitud de 
cualquier intersado, por nota marginal, que han 
transcurrido cuatro años desde la disolución del 
matrimonio mediante el documento que lo acredite", 
sotuciOn criticada por estar en contra de los 
principios y direct~ices que el Registro P~blico 
postula. 

Ct.19> La ''científica'' o sea la sostenida por los tr•tadistas y 
la legal~ por la Jurisprudencia de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado. 

Cl.20> Ley 13 de mayo iqa1, num. 11/81 <Jefatura del Estado>, 
B. a. E. ¡q de mayo 1qe1 <NUM. 11q1. 

(1.21) La facultad, que tienen los cónyuges de modificar el 
régimen legal, eliminarlo o sustituirlo por otro 
sistema de los establecidos por la ley, cobra inter~s 
para los cónyuges como para los que con ellos contratan, 
de ahí la importancia de hacer póblico lo que puede 
perjudicarlos, a tal razón obedeció l• inst•ur~ción de 
un registro de bienes del matrimonio, con las 
siguientes características: 10. Es póblico • diferencia 
del inmobiliario, al que sólo puede tener acceso quien 
demuestre tener inter~s legitimo; 2o. La in•cripción se 
realiza sólo a petición de parte, mas tampoco es 
obligatoria dicha inscripción¡ 3o. Sólo los cónyuges 
están facultados a pedir la inscripción, puede uno de 
ellos instar al otro para que se haga la inscripción por 
ambos cónyuges; 3o. Son inscribibles los contratos de 
matrimonio que suprimen el régimen legal o lo modifican 
en sus detalles .• mas e>!isten una serie de contratos, 
negocio.._ jurídicos y hechosCque se producen sin negocio 
jUrí.dico, en virtud de la ley>, que tienen negado el 
acceso al registro; 4o. El Registro protege a terceros, 
los hechos inscribibles, antes de su inscripción no 
producen efectos frente a tercero!> de buena fé, si est.t.n 
inscritos pueden ser opuestos a los que los ignoren. 
Para proteger a tercero se requierel a> la no 
inscripción de un hecho inscribible¡ b) sólo se protege 
al tercero si entre el y uno de los cónyuges media un 
negocio jurídico o se ha dictado una sentencia firme, 
no así sobre delito o deber legal de alimentos, o acto 
administrativo pues los efectos de la publicidad sólo 
deben darse a favor de aquel ·cuya conducta pudo ser 
determinada por •u confianza en el registro o en el 
régimen legal; e> Sólo se protege al tercero de buena 
fé; 5o. El efecto de la publicidad en el registro de 
bienes es limitado 11 no se aplica el principio de que es 
licito confiar en el registro", no legitima, ~Ola es 
licito confiar en el silencio del registro, es decir 
lo no inscrito es inoponible a terceros, pues se 
considera como inexistente. Ennecer~1s, Ki pp y Wol f f, 
op. cit. p. 286 - 2qo. 

(1.22) Tesis 358 Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1975, cuartya parte tercera sala, 
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TP~\~ ~~q. - Sociedad Conyugal, Necesaria Inscripción 
en el Registro de la Propiedad de los bienes Inmuebles 
para que surta ef•ctos contra tercero. - Si el 
matrimonio se celebro bajo el R~gimen de Sociedad 
Conyugal y los bienes inmuebles se adquirieron durante 
su vigencia, en relación a los cónyuges, no hay duda de. 
que tales bienes forman parte de la comunidad, pero 
ello no significa que t•l situación sea oponible frente 
a terceros de buena f~, &i los bienes aparecen inscritos 
en el Registro Püblico de la Propiedad • nombre de uno 
sólo de los cónyuges, con quien contrató el tercero, y 
no de ambos, como debía ser, porque la in•cripciOn en el 
Registro Püblico de la Propiedad es la ünica forma de 
garantizar los intere9es de quienes contratan con los 
cónyuges casados bajo el rfgimen de ~ociedad conyugal, 
y evitar así que sean defraudados, por ocultaciones o 
modificaciones de capitulaciones matrimoniales que sólo 
conocen los cónyuges. 
Quinta ~poca 
Tomo CXIII, Pág. 88 A.O. 750/52.- Asunción Ju•rez 
Paniagua.- Unanimidad de 4 votos. 
Tomo CXVI, P~g. 32 A. D. 3833/49.- Matilde Cano Viuda 
de Islas.- Unanimidad de 4 votos. 
Tomo CXIX Pág. 941 A. D. 4520/53.- Bertha Salgado de 
Cevallos.- Unanimidad de 4 votos. 
Sexta Epoca, cuarta parteJ 
Tomo Vol. LXVII, Pág.48 A.O. 5500/61.- Leopoldo Jim~nez 
GalvAn.- 5 votos. 
Vol. LXVII, P•g. 48 A. D. 5598/61.- Maria Guadalupe 
Serrano de Ad•n.- 5 votos. 

Cl.23> Hay que tomar en cuenta que de acuerdo con lo dispuesto 
por los Códigos Civiles de alguno5 estados como son1 
Sonar•, YucatAn, Oaxaca etc., el Rfgimen supletorio 
<sociedad legal) establece comunid•d de los bienes que 
se adquieran mientras tal regimen subsista. 
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